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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Jorge Burgos Varela; la Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, y el Secretario General de Gobierno, señor Álvaro Elizalde Soto. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante José Miguel Romero, y el Director de Seguridad del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Alfredo García.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 15 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 14ª, ordinaria, en 6 de mayo, y 15ª, ordinaria, en 7 de mayo, ambas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 2331 del Código Civil.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


De la señora Ministra de Desarrollo Social:


Atiende solicitud, enviada en nombre del Senador señor García, relativa a la posibilidad de comprar terrenos para las familias mapuches del sector de Nigue, en la comuna de Toltén, a fin de prevenir los efectos de un tsunami; petición a la que adhirió el Senador señor Tuma.


Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:


Responde solicitud de revisión, cursada en nombre de la Senadora señora Goic, sobre la reclamación pendiente de don Pedro Silva Bontes, quien fue llamado a retiro del Ejército, en 1995, sin considerar la enfermedad invalidante permanente que lo aquejaba. 



Del señor Jefe de la División de Planificación y Presupuestos del Ministerio de Educación:



Da respuesta a petición, remitida en nombre del Senador señor Quintana, para que se evalúe la crítica situación financiera que enfrenta la Ilustre Municipalidad de Galvarino, en el ámbito de la educación, y se consideren vías para su solución.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (boletín Nº S 1.656-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Véase en los Anexos, documento 1).


--En virtud de lo acordado por los Comités, queda para la tabla de esta sesión.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica (boletín N° 9.155-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla.
Mociones



De la Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto de ley que establece en el Código de Justicia Militar la pena de degradación militar para los casos de traición a la patria y de violaciones a los derechos humanos, genocidio o crímenes de lesa humanidad (boletín N° 9.351-02) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional. 



De los Senadores señores Letelier y García-Huidobro, con la que dan inicio a un proyecto de ley que declara feriado el día 2 de octubre de 2014 para la comuna de Rancagua (boletín N° 9.353-06) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Senadores señores Navarro, De Urresti y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que restringe el uso de testigos protegidos, contemplado en diversos cuerpos legales (boletín N° 9.354-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario a fin de sancionar a quien administre o posea un vertedero clandestino (boletín N° 9.352-11) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Salud.
Declaración de inadmisibilidad


Moción del Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 18.168 (Ley General de Telecomunicaciones), en casos de catástrofe.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Proyectos de acuerdo



De la Senadora señora Allende, con el que pide a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del precepto contenido en la letra b) del artículo único de la ley N° 19.143, que permita a las comunas que se benefician con el pago de patentes mineras invertir en distintos ámbitos (boletín Nº S 1.661-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


De los Senadores señora Allende y señor Prokurica, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del decreto ley N° 3.501, de 1980, a fin de salvar las objeciones de la Contraloría General de la República a los pagos de las municipalidades por concepto de incremento previsional (boletín Nº S 1.662-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


De los Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Bianchi y Chahuán, a través del cual piden a Su Excelencia la Presidenta de la República adoptar medidas que permitan suspender los trámites judiciales iniciados como consecuencia de los pagos municipales por concepto de incremento previsional que fueron reparados por la Contraloría General de la República (boletín Nº S 1.663-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García, Horvath, Navarro y Ossandón, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue urgencia al proyecto de ley, actualmente en la Cámara de Diputados, que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de Gendarmería de Chile (boletín Nº S 1.664-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señora Presidenta? 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, quiero pedir que recabe la autorización de la Sala para poder analizar en esta sesión dos proyectos de acuerdo que dicen relación con un asunto urgente respecto al cual hay funcionarios y alcaldes sometidos a juicios de cuenta.



Se trata de proyectos presentados por varios Senadores, y quisiera saber si los podemos votar hoy día a fin de buscar una solución a este problema a la brevedad.
La señora ALLENDE (Presidenta).-  En realidad es una situación bastante urgente.



¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?

El señor COLOMA.- Sí.



--Así se acuerda.

)-------------------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, como fue declarada inadmisible la moción que presenté para iniciar un proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones en casos de catástrofe, pido que se envíe un oficio al Ejecutivo para pedirle su patrocinio.



Esa moción tiene que ver con un tema muy sensible, referido a la manera en que muchos medios de comunicación desinforman a la población con respecto a las catástrofes y crean pánico.



En definitiva, planteo modificar el artículo 7° bis de la ley N° 18.168, para que se regule esta materia y se disponga de una información oficial, como corresponde, para abordar lo relativo a las emergencias y las catástrofes. Ello es muy necesario en particular cuando se anuncia un tsunami o inmediatamente acaecida una catástrofe.



Así que solicito que se oficie en mi nombre al Gobierno, para efectos de pedir su patrocinio.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio requerido en nombre del Senado.



--Así se acuerda.
)-------------------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Junto con saludar y dar la bienvenida al señor Ministro de Defensa Nacional, don Jorge Burgos, quiero además pedir asentimiento para el ingreso a la Sala del Subsecretario de Defensa, don Marcos Robledo; del Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante José Miguel Romero, y del Director de Seguridad del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Alfredo García.

El señor PROKURICA.- Conforme.



--Se accede.
V. ORDEN DEL DÍA

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS CHILENOS EN HAITÍ
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití, con la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1656-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 14ª, en 6 de mayo de 2014.



Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas: sesión 18ª, en 14 de mayo de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, dejan constancia de los fundamentos del Gobierno para mantener la presencia militar en la Misión de Naciones Unidas en Haití, mediante la prórroga de su mandato hasta el 31 de mayo de 2015.



A la sesión de esos órganos técnicos unidos fueron invitados el señor Ministro de Defensa Nacional, el Subsecretario de Defensa, el Jefe del Estado Mayor Conjunto y otros personeros de aquella Cartera y de esa institución.



Luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia, las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, aprobaron la solicitud del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, García-Huidobro, Guillier, Lagos, Letelier, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión la solicitud de la Primera Mandataria.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BURGOS (Ministro de Defensa Nacional).- Señora Presidenta, es un honor para mí estrenarme como Ministro de Defensa en el Senado de la República. Muchas gracias por invitarnos y por aceptar la compañía de los asesores que usted mencionó.



Tal como lo indicaba el señor Secretario, las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa del Senado tuvieron a bien aprobar por unanimidad la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para prorrogar, por un año, hasta el 31 de mayo del 2015, la permanencia de nuestras Fuerzas Armadas (Ejército, Armada y Fuerza Aérea) en Haití.



Como es del conocimiento de esta Corporación, Chile participa activamente en operaciones de paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su política nacional de participación en esas operaciones y dentro del marco jurídico establecido en la ley N° 19.067.



En ese contexto tanto externo como interno, desde 2004 nuestro país forma parte de un esfuerzo multinacional conducido a través de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití, conocida bajo la sigla MINUSTAH.



Como también obra en conocimiento del Senado, se autorizó la petición del Ejecutivo para la permanencia de tropas en Haití por el período de un año, a contar del 1° de junio del 2013, el cual vence en una semana más.



Mediante la Resolución 2119, de octubre de 2013, el Consejo de Seguridad reafirmó el compromiso de la Organización de las Naciones Unidas con el proceso político haitiano y mandató al Secretario General para proponer opciones que permitan seguir reconfigurando la MINUSTAH -especialmente en su componente militar-, como parte del Plan de Consolidación lanzado en 2013.



Todas las opciones -si hay interés, después podemos dar detalles específicos sobre las que se discuten hoy día en el seno de la ONU y que serán decididas en agosto de este año- dan cuenta de la necesidad de ir terminando gradualmente el número de efectivos de diversos países que permanecen en Haití.



Hay opciones más graduales, otras que lo son menos. La decisión que se tome probablemente tendrá que ver con una gradualidad mayor, a fin de que a alturas del 2016 tengamos un contingente mucho más reducido. Las especificaciones que hoy día se hacen no pasan de 1.500 personas, cifra bastante menor a la existente hoy.



Eso sí, quiero destacar que, a partir de la labor del componente militar destinado a promover un entorno seguro y estable para las tareas de estabilización y reconstrucción de Haití, nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento tanto de las autoridades haitianas como de la Organización de las Naciones Unidas. Esta labor ha redundado, a la vez, en un fortalecimiento de las capacidades operativas y logísticas de la Defensa Nacional.


Qué duda cabe acerca de que el objetivo principal -con logros, con problemas- es la estabilización de Haití. Pero es justo reconocer que nuestra participación -por cierto, con los riesgos que conlleva- ha motivado, un grado de aceptación, de apoyo y de reconocimiento a la labor que realizan nuestras Fuerzas Armadas muy notable. Y eso es importante para el país y las instituciones.



Ello se da no solo a nivel de la ONU. Ayer les comentaba a los miembros de las Comisiones unidas que cuando uno sale del país el primero o el segundo tema que se toca en el área de defensa es el valor de la participación de nuestra gente en Haití.



Me correspondió estar hace poco en una reunión bilateral en Estados Unidos con su Ministro de Defensa, y el tema central de todas las conversaciones fue el reconocimiento a la labor que presta nuestra gente.



Pero, además, como decíamos, para nuestras Fuerzas Armadas esto es un elemento importante, desde el punto de vista de sus capacidades operativas y logísticas, ¡qué duda cabe!



No se trata de un entrenamiento, sino de una actividad cotidiana, respecto a la cual probablemente alguien podría decir que no es exactamente bélica, pero sí compleja desde el punto de vista de los riesgos, de las tareas, de las necesidades.



Y sin lugar a dudas, eso ayuda muy profundamente a la capacidad operativa de nuestras Fuerzas Armadas.


Durante el período transcurrido desde la última autorización entregada por esta Honorable Corporación, se ha observado una mejoría de las condiciones en las cuales la MINUSTAH desempeña sus labores. 


En primer lugar, se aprecia un fortalecimiento de los indicadores de seguridad, al revertirse la tendencia al estancamiento observada durante los últimos 4 años. Lo anterior ha redundado en el surgimiento de nuevos escenarios para la reducción sustantiva de efectivos tras las elecciones presidenciales de 2015, y ha acelerado las previsiones originales contenidas en el Plan de Consolidación de la Misión.


Los datos concretos en materia de seguridad todavía indican problemas de seguridad (esto se halla fuera de discusión), pero con una reducción relevante. El número de secuestros, el delito más complejo de todos, ha caído, si uno compara el 2012 con el 2013, en 53 por ciento.



Pese a que las cifras aún son altas, hay una estabilización en materia de seguridad, no para cantar victoria y pensar que esto se encuentra listo y tendrá una salida rápida, pero sí para poder afirmar que existe un avance después de un período de estancamiento.


Sin perjuicio de ello, deben tenerse a la vista los acuerdos alcanzados en el seno del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en cuanto a la necesidad de mantener la presencia de fuerzas internacionales en Haití para proteger los avances obtenidos, en el entendido de que una transformación de la Misión sin la protección adecuada puede destruir los logros alcanzados.


Estamos consiguiendo resultados. Probablemente no son los ideales. Pero hemos alcanzado  cuestiones concretas desde el punto de vista de la salubridad; desde el punto de vista de la seguridad; desde el punto de vista de la habilitación de ciertas vías terrestres, en lo que el Comando de Ingenieros de nuestro país tiene una labor primordial, esencial, que abordamos conjuntamente con ingenieros ecuatorianos bajo un mando chileno.



Descarrilar ese proceso sería grave. Y, si hubiera un retiro significativo o inmediato, se generarían consecuencias muy complejas, que probablemente obligarían a tomar decisiones de aumento que no queremos.



En tal sentido, el lapso 2014-2015 debe interpretarse como un período de preparación para el retiro sustantivo y programado de medios militares a partir del 2016.



Asimismo, es importante destacar que las acciones desarrolladas por Chile han estado acompañadas por un relevante esfuerzo de coordinación entre los países de la región contribuyentes de tropas, a través del cual se ha generado un consenso en cuanto a mantener el apoyo a la MINUSTAH, en tanto se efectúa el retiro gradual de efectivos y medios militares. Este mecanismo de concertación, de acuerdo, se vislumbra especialmente relevante en el momento actual, con miras a generar una posición regional susceptible de ser promovida en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por Chile, en su calidad de miembro no permanente.



En forma coadyuvante a lo anterior, Chile ha desarrollado una estrategia de reducción de su contingente desplegado, por la vía de remplazar efectivos nacionales con personal de países amigos centroamericanos, particularmente de El Salvador y Honduras.


La disminución de personas en el Batallón Chile la hemos compensado con la participación de contingente de El Salvador y Honduras. Esto es muy importante, también, desde el punto de vista de la cooperación con naciones centroamericanas, lo cual implica una ventaja importante para Chile desde una lógica estratégica.



En este marco general, la posición de nuestro país se basa en apoyar la ejecución y los objetivos del Plan de Consolidación de la MINUSTAH, promoviendo las condiciones para que se pueda dar una marcha más ágil a la reducción gradual de tropas, bajo el concepto de “reducción responsable y cooperativa”. Esto es lo esencial: “reducción responsable”, por cuanto se debe seguir tras el objetivo central, y “cooperativa”, en atención a que nuestros actos no deben ser unilaterales. 



Sería compleja la situación si los países que tienen tropas en Haití tomaran decisiones unilaterales. Por nuestra parte, tratamos de evitar aquello, y lo hemos logrado, aunque no siempre ha sido fácil.



Se estima que ese concepto representa el expediente de reducción de tropas nacionales con el costo político más bajo, especialmente a nivel regional.



Por las razones anteriores, señora Presidenta, se considera fundamental continuar con la participación de Chile en la MINUSTAH, por lo que, de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, solicitamos el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití por el plazo de un año, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que tuvimos la oportunidad de acompañar en detalle en las Comisiones unidas, conforme lo dispone el artículo 9º, inciso segundo, de la ley Nº 19.067.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muchas gracias.



Le reitero la bienvenida al Senado en su rol de Ministro y lo saludo, por supuesto, como excolega de la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidente, Honorable Sala, me parece del todo necesario y oportuno aprobar la prórroga de la permanencia de las tropas chilenas en Haití.



Claramente, tanto las Fuerzas Armadas como el Estado de Chile han llevado adelante un rol muy importante en la pacificación de dicho país.



Me tocó ser parte de la delegación chilena que fue en visita oficial a Haití, encabezada por la Presidenta Bachelet, en su primer mandato, con posterioridad al terremoto que sacudió a ese país, circunstancia en la cual las tropas chilenas desempeñaron un rol preponderante.



Sin perjuicio de ello, es útil tomar algunas decisiones.



Hoy día nuestras tropas cumplen diez años de permanencia en Haití. Ante ello, resulta esencial efectuar un análisis de lo que ha sido este período de tiempo, durante el cual las Fuerzas Armadas han ejercido un papel muy relevante.



En este sentido, hay recomendaciones de Naciones Unidas, tendientes a generar un acuerdo para el retiro paulatino de las tropas chilenas, a fin de que los propios haitianos puedan hacerse cargo de los temas de seguridad pública, sobre todo considerando que el proceso de institucionalización ha ido avanzando en forma satisfactoria.



Por lo mismo, reitero que resulta necesario y oportuno acoger la prórroga solicitada.



Con todo, también sería conveniente, en atención al plazo transcurrido de dicha permanencia, que se haga una evaluación para fijar un umbral de tiempo en el cual pueda concretarse el retiro paulatino de las tropas chilenas, no antes de traspasar la responsabilidad del mantenimiento de la seguridad pública a los propios haitianos.



Aprovecho de destacar el proceso de instrucción que han seguido las tropas haitianas en nuestro país, ámbito en el cual nuestras Fuerzas Armadas han desempeñado un rol clave.



En consecuencia, señora Presidenta, como miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores, pido que se apruebe esta petición, y anuncio el voto favorable de los Senadores de Renovación Nacional.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, quiero agradecer la presencia del señor Ministro de Defensa Nacional y de los señores Subsecretarios en este debate, que trata sobre la autorización que se solicita al Senado para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en la hermana República de Haití.



No voy a referirme a la historia -ya la conocemos largamente en el Senado- de por qué y cuándo se produjo la necesidad de participar en una fuerza de paz en dicho país y a lo que ha significado la evolución de esa misión, hecha en conjunto con miembros de Naciones Unidas pero asumida, fundamentalmente, por naciones latinoamericanas.



Quiero recalcar este hecho: el principal esfuerzo, en el momento en que se tomaron las decisiones, lo asumieron países de Latinoamérica y, en particular, del Cono Sur. Ello obedeció a una definición política que es bueno recordar acá. Se debe tener presente este elemento, porque se relaciona con el proceso que hay que llevar adelante para determinar el cronograma que permitirá a nuestras tropas ir saliendo de Haití.



Cabe recordar que intencionalmente se planteó la necesidad de que esta fuerza de paz fuera encabezada e integrada por representantes de países de América Latina, evitando un intervencionismo de Francia, de otra fuerza europea o, derechamente, de Estados Unidos, en consideración a la experiencia que ha vivido Haití en otros procesos similares. El contexto de tal determinación implica entender que se trata de una fuerza claramente de paz, que busca impedir una guerra civil, un enfrentamiento desatado y niveles de violencia incontrolables. De ese modo, la misión no se tomará como una agresión a la dignidad del pueblo haitiano o a lo que podría ser su incipiente institucionalidad.



Dicho eso, señora Presidenta, resulta indispensable que exista una continuidad en el trabajo que está haciendo la MINUSTAH.



Sin duda, en el informe que se nos entregó en las Comisiones unidas se observan algunos avances institucionales que permiten seriamente evaluar la situación. La realidad que vive hoy Haití es más positiva que la que había dos años atrás. ¡Ni hablar de la que hubo hace cinco u ocho años!



Sin embargo, el proceso político de ese país -hemos analizado el asunto con las autoridades de la Cancillería y del Ministerio de Defensa Nacional- sigue siendo muy complejo. Claramente, no existe estabilidad ni tranquilidad en el ámbito institucional y en el funcionamiento de las fuerzas políticas, del Congreso Nacional, del Ejecutivo.



Sin ir más lejos, el año pasado recibimos una carta dramática del Presidente del Senado de Haití, mediante la cual nos pedía la intervención para lograr que nuestras tropas y las de otras naciones que se encuentran en ese país pasaran de ser una fuerza facilitadora y de paz a ser, derechamente, una fuerza que garantizara el pluralismo, la democracia, las libertades, a fin de que no se ejerciera, en la práctica, una suerte de imposición autoritaria o casi dictatorial por parte del Gobierno de turno.



No tengo claridad de si esa situación hoy día se halla plenamente superada, pero obviamente está más tranquila la cosa. 



En Haití debe efectuarse un proceso electoral de aquí al próximo año. Espero que para entonces la institucionalidad democrática incipiente de este país se vaya consolidando.



Creo que es importante, desde el punto de vista político -así lo planteamos en las Comisiones unidas ayer-, que se retomen las instancias de diálogo más permanente con los países amigos que forman parte de esta fuerza de paz. Ello, por una razón muy sencilla: cuando planteamos reiteradamente en este Senado la necesidad de establecer un cronograma que permita el retiro gradual de nuestras tropas, entendemos que no constituye una decisión unilateral. 



Por eso ligaba esta materia al recuerdo de lo que fue la decisión política de actuar en conjunto con los gobiernos de las otras naciones. Estimo que eso es plenamente válido. De ahí lo importante de retomar la instancia de diálogo “2 x 9” -así la llaman en la jerga diplomática y política internacional-, a efectos de que ese tipo de decisiones se adopten en conjunto.



¿Hemos retirado tropas? Sí, pero sobre la base del remplazo por parte de otros países amigos, fundamentalmente de Centroamérica. 



A mi juicio, hay que tomar la decisión política de perseverar en los temas de cooperación.



En la información entregada por el señor Ministro, se habla del trabajo por mejorar la infraestructura (de servicio, en conectividad, sanitaria). Hace unos años se colaboró en el ámbito agrícola. Se buscó apoyar la agricultura familiar campesina a través de cooperación técnica.



El esfuerzo mayor está centrado, desde una perspectiva política, en ser capaces de generar una fuerza policial autónoma y profesional, que no obedezca a la lógica de los grupos de poder o de terror que existían antes en Haití. Se pretende formar un cuerpo policial que garantice, aunque sea mínimamente, la seguridad y el orden en dicho país. Se requiere cumplir este objetivo para tener más facilidades respecto del retiro de nuestras tropas.



La preocupación sobre el futuro de Haití deriva de las alternativas que ha evaluado el propio Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, con relación a cómo seguir desarrollando la misión.



En el informe, estimados colegas -si lo tienen a mano, vayan a la página 12-, aparecen cinco opciones posibles para encarar este asunto. Tres de ellas implican la permanencia de civiles sin presencia militar. Hoy día, tal como está la situación, tal alternativa pareciera no ser factible; más bien, generaría un problema y no aportaría una solución. 



Por lo tanto, una vez más, este Senado debiera otorgar la autorización para que las tropas chilenas permanezcan en Haití, en el entendido de seguir desarrollando un esfuerzo de diálogo, de entendimiento y de acuerdos políticos con los otros países. Se precisa una estrategia en conjunto para ir logrando el retiro gradual de nuestras tropas de manera ordenada, sin que ello provoque una situación de caos o desorden en Haití.



La inquietud que varios de nosotros hemos planteado, referida al riesgo de que en algún momento esta fuerza de paz se transforme en fuerza de ocupación, se minimiza mucho si, dentro del contexto latinoamericano, las naciones participantes tomamos decisiones, no de manera unilateral, sino de común acuerdo. Y para ese propósito nuestra Cancillería y otras autoridades de Gobierno pueden hacer mucho.



En consecuencia, señora Presidenta, vamos a respaldar la petición de la Primera Mandataria para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de nuestras tropas en Haití. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muchas gracias, Senador señor Pizarro.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, ¿se puede abrir la votación?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Habría que consultarlo.



¿Existe acuerdo para ello?

El señor PROKURICA.- No hay problema.



--Así se acuerda.
La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación la solicitud de la Presidenta de la República.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica, para fundamentar su voto.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero saludar al Ministro de Defensa, don Jorge Burgos; a los señores Subsecretarios que lo acompañan, y también al Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante José Miguel Romero, quienes han participado en este trámite, establecido en la Constitución, para autorizar la salida de tropas del territorio nacional.



Nosotros vamos a apoyar esta petición, porque creemos, con firmeza, que el mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior de nuestro país.



En razón de lo anterior, la diplomacia y la defensa en la cooperación internacional para la seguridad deben considerar la adopción de una estrategia de acción amplia e integral que le permita a nuestro país avalar un modelo de participación en operaciones de paz.



Señora Presidenta, señores Senadores, son muchas las razones que obligan a Chile a colaborar en estas misiones de paz. Por lo mismo -y les pido su atención al respecto-, quiero rebatir algo que se ha mencionado. Siempre estoy escuchando que nuestra participación en este tipo de operaciones es como un favor que hacemos a otra nación. Yo no comparto esa opinión.



Por el contrario, siento que nuestra participación es sí o sí, por cuanto hemos basado nuestra política de desarrollo y crecimiento en el comercio internacional. Y este no es posible cuando no hay paz. Además, somos miembros del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.



Entonces, no es admisible favorecerse de los beneficios que aporta el comercio internacional cuando hay paz, si vamos a mirar para el lado cuando se desata una guerra o un conflicto grave, como ha ocurrido en Haití y en otros países del mundo.



¡No es un favor el que estamos haciendo!



Es cierto que la naturaleza de nuestra participación es distinta de la que se solicitó originalmente, en el Gobierno del Presidente Lagos. Entonces nuestras Fuerzas Armadas -cabe consignar que su accionar fue muy destacado por otras fuerzas armadas del mundo- estuvieron, en 48 horas, presentes y dispuestas en Haití para evitar un eventual genocidio. Eso es verdad.



Pero esa realidad ha cambiado.



La colaboración de Chile en la comunidad internacional es relevante. La labor que han realizado las Fuerzas Armadas, Carabineros, la Policía de Investigaciones y las ONG en Haití y en otras partes del planeta nos llena de orgullo. Cada vez que visitamos uno de esos países, la gente nos habla muy bien del trabajo tanto de Carabineros en la formación de la policía haitiana como de nuestras Fuerzas Armadas en la imposición de la paz.



Todas esas acciones, señora Presidenta, se llevan a cabo a la luz de las decisiones que toma Naciones Unidas; no se realizan por determinación propia, sino sobre la base de pautas acordadas.



Por otra parte, quiero recordar a los señores Senadores lo que se dijo en discusiones anteriores en esta materia. Varios manifestaron opiniones distintas, que son legítimas, con relación a que Chile debiera ir reduciendo su contingente militar, redestinarlo a actividades no castrenses que también beneficien a la gente de esos países o remplazar su participación por la de civiles.



Es bueno traer a la memoria este punto, porque muchas veces, cuando se produce un cambio de Gobierno, obras iniciadas en la Administración saliente son inauguradas por la que sigue. 



Dicho eso, quiero destacar en esta materia el papel que jugó el ex Ministro de Defensa don Andrés Allamand, quien hoy nos acompaña como Senador. En su oportunidad él escuchó los planteamientos de los colegas que expresaron un parecer distinto, relativo a la reducción de la presencia del personal castrense. Y esto ha ocurrido. Ha disminuido el número de nuestros militares, que se ha remplazado por efectivos de países amigos, especialmente de Centroamérica y de Ecuador. 



Pero, además, se reorientó la labor de los que aún quedan en Haití: de la función original de imponer la paz a la de trabajar en mejorar la infraestructura y a la de carácter policial.



En este último aspecto, cabe consignar un aporte muy importante: 181 becarios haitianos se formaron en la Escuela de Carabineros de Chile, y otros tantos, en la Escuela de Investigaciones Policiales de la PDI.



Finalmente, me referiré a la incorporación del personal civil. 



Distintas ONG han realizado acciones de cooperaciones: trabajos con niños y con diversas organizaciones haitianas. Tales entidades no gubernamentales son desconocidas para los chilenos. A mi juicio, debiéramos dar a conocer la labor de esos civiles en Haití.



Señora Presidenta, creo que Chile tiene que plantear, a través de un cambio normativo, la incorporación del estamento civil en las misiones de paz, no solo en materia de seguridad y defensa, sino en distintos ámbitos (desarrollo político y socioeconómico). Ello garantizaría una cooperación más efectiva y ordenada que la que se realiza ahora a través de fundaciones o asociaciones de carácter privado. De hecho, podría crearse una comisión de consolidación de paz de Naciones Unidas para que ese personal participe de forma conjunta en este tipo de operaciones.



Pese a todo, ha habido algunos cambios. 



Es cierto que se ha recorrido un trayecto largo y se ha avanzado poco. ¡Hay que reconocerlo! Pero hay que ver de qué estamos hablando. Haití tiene una realidad dramática en materia de pobreza. Es uno de los países más pobres del mundo.



En lo personal, me tocó conocer esa realidad antes del terremoto que afectó a Haití. Lo que cuentan los Ministros y las demás personas que han ido después es que se dañó seriamente toda la infraestructura. Y lo poco que había en pie terminó cayendo.



Entonces, no es fácil avanzar en un país con esos problemas.



Junto con aprobar la petición de la Presidenta de la República, hago presente que debiera haber más presencia en Haití de otras potencias mundiales -al menos, del ámbito económico-, las cuales también se benefician con la paz que los países sudamericanos están asegurando en esa parte del planeta. 



Planteo esa sugerencia siempre en el marco de la labor de Naciones Unidas.



Y, por eso, vamos a respaldar esta solicitud de la Presidenta de la República.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, quiero sumarme a los saludos al equipo ministerial de Defensa que se encuentra en la Sala y señalar que apoyaré en forma muy entusiasta la renovación del mandato que dio origen a la presencia de Chile en Haití.



Sin embargo, creo que esta es la oportunidad adecuada para poner quizás en una perspectiva un poquito más amplia el tema de las operaciones de paz en su conjunto.



En los últimos treinta a cuarenta años -por decir una fecha- la conflictividad ha ido cambiando en el mundo. Hemos ido transitando desde una conflictividad entre países hacia una conflictividad cada vez mayor al interior de ellos.



Si uno simplemente mapea el conjunto de conflictos que hoy día existen en el globo, se da cuenta de que, por un lado, los conflictos entre naciones han ido disminuyendo, más allá de algunas excepciones, y de que, por otro, los conflictos intrapaíses han ido aumentando.



De hecho, las operaciones de paz también han seguido esa tendencia.



En segundo lugar, es muy importante también advertir cómo el concepto mismo de “operaciones de paz” ha ido evolucionando. Algunos hablan de operaciones de paz de primera, de segunda, de tercera generación. Pero yo, si tuviera que resumirlo en una frase, diría lo siguiente: las operaciones de paz han ido mutando desde operaciones fundamentalmente de carácter militar hacia operaciones en que se congregan elementos militares vinculados a la seguridad con elementos de la sociedad civil, de contribución al fortalecimiento institucional de naciones que se encuentran desgarradas por conflictos internos. Es decir, las operaciones de paz pasan a ser una misión de país, más que una misión propiamente de las Fuerzas Armadas.



Esa es la tendencia que se observa hoy día.



En consecuencia, a la hora de analizar nuestra presencia en Haití debiéramos pensar en cuáles son los objetivos que un país como Chile ha de perseguir al mantener y, desde mi punto de vista, afianzar su compromiso con aquel tipo de operaciones.



En primer lugar, hay una cuestión de valores.



No se trata solamente de proclamar nuestra adhesión al sistema democrático y a la protección de los derechos humanos. Se trata también de tener, en la medida de nuestras posibilidades, una actitud que vaya en tal sentido. Y la responsabilidad de proteger es hoy día, en el ámbito internacional, cada vez más importante.



En segundo término, tal como señaló el Senador Prokurica, Chile debe resolver si pretende ser un actor del mundo únicamente en el campo económico o comercial, o si también, en la medida de sus posibilidades, contribuirá a desafíos comunes, como son precisamente los que existen en el ámbito de la seguridad.



Y en tercer lugar está la ventaja evidente que dichas operaciones revisten para los contingentes que participan en ellas.



Todas esas razones me llevan a concluir que Chile debe reafirmar un compromiso moderno, de proyección, de largo plazo, que le aporte -me atrevo a decir- una identidad, en la medida en que, como Noruega lo hace con la paz, como Costa Rica lo hace con los derechos humanos, se caracterice justamente por ese tipo de operaciones.



Señora Presidenta, la Cámara Alta tiene que estar muy conforme, porque, tal como se ha señalado aquí, lo que se inició durante el Gobierno anterior en términos de ir generando de manera cooperativa condiciones para un horizonte de salida y para no eternizar nuestra presencia en Haití se ha ido cumpliendo. Y precisamente la opinión del Senado fue uno de los factores que condujeron, durante esa Administración, a una política que se continúa hoy con el mismo énfasis.



No solo hemos reducido nuestra presencia, sino que al mismo tiempo, en algo que sin duda tiene proyección internacional, hemos incorporado a países amigos, como El Salvador y Honduras, con lo cual hemos cumplido los dos objetivos que perseguíamos: por una parte, reducir nuestra presencia, y por otra, incluir a países amigos y continuar trabajando en la materia de forma cooperativa y colaborativa.



Así como no hay que eternizar nuestra presencia en Haití, nadie puede pretender salir de ese país en forma aislada. Porque allí se requiere una triple coordinación.



En efecto, se necesita una coordinación entre los países que hemos hecho el esfuerzo durante estos años; y, en tal sentido, Brasil, Argentina y Uruguay son, sin duda, socios calificados. Además, hay que interactuar con Naciones Unidas, y ciertamente, con el gobierno haitiano.



En resumen, se nos plantea la proyección de una política exterior correcta, que entronca con los valores más importantes de nuestro país, que se ha llevado a cabo con adecuada responsabilidad y en la que, sin duda, debemos perseverar. Porque aquí sí que hay una política de Estado que, de alguna manera, nos perfila como país responsable en el ámbito internacional y que cumple sus compromisos, con todos los elementos que he señalado.



Por eso, votaré a favor de la solicitud presidencial.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Letelier. 



¡Desapareció...!

El señor COLOMA.- ¡Espero que lo encontremos...! 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, este es el año número 11 en que vemos una solicitud de esta naturaleza.

El señor PROKURICA.- ¡Ha tomado mucho la permanencia y Su Señoría lleva mucho tiempo en el Senado...!

El señor COLOMA.- ¡Once años discutiendo lo mismo! No es un lapso menor.



Ello refleja que este no es un tema nuevo -se arrastra desde hace mucho tiempo- y que respecto de él uno, legítimamente, puede ir adquiriendo convicción.



Yo soy un convencido -lo he dicho en otras ocasiones- de que esta es una de las tareas más importantes que tiene el Senado.



Siempre ha habido debate al respecto. Y me parece bien que así haya sido, porque uno debe sincerar cómo ve la acción exterior de Chile en distintas situaciones y de qué manera va evolucionando. Lo otro implicaría ser burro y no cambiar de acuerdo a las modificaciones que pueden ocurrir.



¿Por qué es tan relevante esta facultad? Porque es solo del Senado, exclusivamente. No la tiene el Parlamento en forma genérica, sino solo esta Alta Corporación. Ello, porque envuelve una responsabilidad muy grande autorizar que tropas chilenas destinadas a la defensa de nuestra patria -vean la Constitución, Sus Señorías- salgan excepcionalmente a cumplir tareas en el extranjero.



Por lo mismo, hay que tener mucha convicción tratándose del ejercicio de esa facultad exclusiva, que es indispensable y muy relevante para lograr lo que uno pretende en el concierto internacional.



Si miramos la historia -porque para algo existe la historia-, una primera cosa llama la atención: las razones para mandar tropas a Haití han ido cambiando en el tiempo.



Primero había un genocidio. Se planteó -acertadamente- con dramatismo la situación de enfrentamiento que existía en ese país. Y se le pidió al Senado chileno, en forma bastante abrupta -porque aquí no se dice una cosa: el Presidente Lagos, quien olvidó que la decisión tenía que pasar por la Cámara Alta, había anunciado que iba a enviar tropas; finalmente se retractó-, autorizar la salida de efectivos para evitar un genocidio.



Aquello se planteó como una tarea de corto plazo, rápida: se va y se evita.



Ya en su momento uno decía: “¡Ojo! Esto no es tan fácil. Hay que tener siempre una visión más amplia”.



Y, efectivamente, la situación fue cambiando en el tiempo.



En la siguiente oportunidad, se solicitó el envío de tropas para garantizar las elecciones, porque no existía un proceso institucional al efecto. Y los efectivos se mantuvieron un año más -esa vez se decía: “cada seis meses”-, para generar elecciones.



Ganó Préval. Y la autorización se mantuvo, para que pudiera asumir la Presidencia. Ya no era un genocidio; ya no era una elección: se trataba de garantizar el establecimiento de un Gobierno.



Luego se hacía referencia a la necesidad de que Haití lograra tener una institucionalidad, lo que era bastante más complejo.



O sea, las razones han ido cambiando mucho en el tiempo.



Ahora, desde mi perspectiva, hay en la materia elementos que resulta indispensable plantear. 



¿Han cumplido Chile y sus Fuerzas Armadas lo que pedía el Presidente o la Presidenta? ¡Obviamente que sí! Y creo que todos nos sentimos orgullosos de la forma como los chilenos han desempeñado su labor.



Pero cabe preguntar: ¿Eso es para siempre?



Desde mi perspectiva, la respuesta es “No”.



Señora Presidenta, en este asunto hay cuestiones que uno debe evaluar en conciencia.



Primero, yo mantengo una objeción constitucional. Creo que todo esto está hecho al margen de la norma fundamental que establece precisamente cuál es el rol de las Fuerzas Armadas.



Planteé su modificación: me faltó un voto para concretarla. Y creo que seguimos amparando una suerte de inconstitucionalidad respecto de cómo se hace este desarrollo, que yo soy partidario de institucionalizar, pero constitucionalmente.



Lo segundo es la razón. 



Yo no estoy de acuerdo con quienes sostienen que este es un asunto de comercio internacional. Es un problema mucho más profundo: tiene que ver con valores, con principios. Y eso me parece absolutamente esencial. 



Y, tercero, uno debe ver si en el paso del tiempo… 



Señora Presidenta, ¿no disponía de 10 minutos?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Al abrirse la votación se reducen a cinco, señor Senador. Pero no hay problema en que continúe.

El señor COLOMA.- No voy a hablar mucho más, pero me gustaría, por lo menos…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Dispone de un par de minutos para redondear su intervención.

El señor COLOMA.- Necesito un poquito más que eso.



Entonces, si uno mira lo que ha sido la actuación de Naciones Unidas en Haití debe concluir que la misión ha fracasado. 



Déjenme decirlo con claridad: ¡el plan de la ONU no resultó! Hoy día Haití está viviendo una situación casi equivalente a la que existía hace diez años. Y eso, sin dudas, merece una reflexión de Chile, como parte de la comunidad internacional, pero también, básicamente, de Naciones Unidas respecto de cómo planteó su punto de vista. 



No he oído a nadie que diga que la ONU lo ha hecho bien en esto. Yo creo que equivocó los fines: se enfocó en un objetivo militar versus un objetivo institucional. 



Nadie plantea dejar de lado a Haití. Pero yo soy contrario a que se siga manteniendo una situación que va variando muy sutilmente en el tiempo, sin llegar a generar un cambio copernicano. 



Más preocupante me parece esta vez el desarrollo de los hechos, sobre todo considerando que nuestro Senado recibió una carta del Presidente de la Asamblea Nacional de Haití -tengo en mis manos copia de ella; puede consultarse en Emol-, quien nos pide pronunciarnos sobre si estamos con el Parlamento o con el Gobierno de ese país.



Eso nos lleva a algo que yo siempre he planteado, modestamente, como problema grave: que de tropas de pacificación pasemos a ser tropas de ocupación. 



Y el Presidente del Parlamento de aquella nación nos pregunta si seguiremos amparando al Presidente de la República o vamos a escuchar al pueblo haitiano, que quiere reivindicaciones. Y ellas, en este caso, se traducen en elecciones, las que, según he oído aquí, se van a hacer. Acabo de verlo en Internet, donde se dice que están postergándolas para el 2015. Hay toda una polémica. Ojalá que se realicen el 2014. Pero vamos a ver qué resulta al final. 



Entonces, señora Presidenta, uno debe actuar en conciencia. Esto no tiene nada que ver con el Gobierno que asumió en Chile, ni con mi querido amigo el Ministro de Defensa, quien -me consta- ha hecho (y va a seguir haciéndolo) un esfuerzo muy importante en la Cartera: solo tiene que ver con convicciones. 



Ahora bien, yo no estoy convencido de que la mantención de tropas a estas alturas, después de once años, después de todo lo que ha significado la operación, después de analizar la situación en Haití, después de la carta a que me referí, sea conveniente: no quiero que nos vean como tropas de ocupación. 



Por eso, con la argumentación que nace de la convicción -no de otra cosa- y de haberme preocupado del problema, no puedo respaldar la solicitud que nos formuló la Presidenta de la República.



Y en esto no estoy solo, señora Presidenta. Hay mucha gente que está poniendo objeciones -por ejemplo, gente que dirigió las misiones, como el General Aldunate- y que nos pide a los parlamentarios que no sigamos manteniendo una situación que va tomando un camino hacia el colapso. 



Conste que estoy hablando de personas que se hallan involucradas en la materia. Porque queremos que todo resulte bien. Pero aspiramos también a que las Fuerzas Armadas y los demás chilenos que están en Haití tengan la convicción de que su permanencia allí se debe a una buena causa. 



Por eso, yo no soy partidario de dejar solo a Haití. Soy partidario de cambiar el eje de la discusión, pero no de seguir perpetuando estos hechos, que en la práctica nos transforman, en dichos de la Oposición haitiana -no tengo idea de si es de Derecha o de Izquierda-, en una eventual tropa de ocupación. Y eso no le hace bien a Chile.



Por tales razones, no voy a apoyar la solicitud de la Presidenta de la República. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Quiero partir saludando al señor Ministro de Defensa; al señor Subsecretario de esa Cartera, y al señor Vicealmirante que nos acompaña, quien es el Jefe del Estado Mayor Conjunto. 



Señora Presidenta, connotando que ya se han abordado varias de las ideas matrices, debo decir que es efectivo que Chile tiene un rol en el concierto mundial. Nadie ignora que nuestro modelo de desarrollo depende de nuestra inserción internacional. Somos el país más abierto del orbe en materia de comercio. No ocurre lo mismo en otros ámbitos. Por ejemplo, a algunos nos gustaría que tal como se mueven las cosas se pudiera mover la gente. Pero eso es harina de otro costal. 



Nuestra inserción internacional nos obliga también a ser grandes defensores del multilateralismo; del Derecho Internacional y de las responsabilidades que de él se desprenden. Y eso ya es razón suficiente para acoger los llamados de Naciones Unidas a participar en ciertos esfuerzos colectivos. 



A lo anterior se suma el hecho de que tomar parte en actividades como la fuerza de paz en Haití es excelente para nuestras Fuerzas Armadas y para nuestras Policías. Es un escenario de desarrollo tremendamente importante para esas Instituciones. 



Por otra parte, es cierto que, como lo insinuó un colega que me antecedió en el uso de la palabra, este debe ser un elemento que nos diferencie de otros. Uno no da a cambio de algo: da porque tiene convicción respecto de ciertos principios. 



Por eso, voy a votar a favor de la permanencia de las tropas y medios nacionales en Haití. 



Sin perjuicio de aquello, ciertamente no soy partícipe de la reflexión que hizo un colega que no está en su asiento en este momento -se corrió un poco,…

El señor COLOMA.- ¡Voy a volver…!

El señor LETELIER.-… pero volverá pronto-, quien ha representado la voz, a veces solitaria, de la UDI en esta materia. Aunque cabe reconocer que Su Señoría ha sido tremendamente consistente. 



Yo creo que hoy, a una década de haber aprobado la presencia de tropas en el extranjero, es útil reflexionar sobre las transiciones necesarias. Porque uno espera que Haití, después de todos estos años, haya ido consolidando ciertas instituciones; que, con los procesos que ha vivido, que no son unilaterales y a veces han sido complejos, logre avanzar en el fortalecimiento institucional, de forma tal que la comunidad internacional pueda relacionarse con un Estado que, si bien ha tenido características de Estado fallido, vaya consolidándose en su funcionamiento. 



En tal sentido, y tal como se mencionó hace unos instantes, hay, según las autoridades nacionales, cinco escenarios previsibles acerca de cómo puede continuar la situación en lo futuro.



No es hoy el momento para definir. Porque tampoco somos nosotros los llamados a resolver aquello: la definición va a depender del Consejo de Seguridad Nacional. 



Sin embargo, no cabe duda de que en algún momento va a ser necesaria una transición que permita pasar de un mandato de mantenimiento de una fuerza de paz de Naciones Unidas a algún tipo de enviado especial de esa Organización, sin presencia militar. Pero de la realidad actual a esa situación hay una gama de alternativas. 



Por lo mismo, sin estar planteando la necesidad de reducir fuerzas militares o medios nacionales, considero muy importante que nuestro país promueva la transición de los cascos azules a los cascos blancos; pasar de la presencia militar a un esfuerzo de cooperación en la construcción de institucionalidades. 



No cabe duda de que Carabineros de Chile tiene mucho que aportar en el principal problema que enfrenta Haití: el orden público. Quizás ahí deberíamos aumentar nuestra colaboración. 



Ha habido instituciones privadas que se han insertado en la realidad haitiana después del terremoto. Es el caso de Un Techo para Chile. Un funcionario muy destacado del Ministerio de Vivienda del Gobierno anterior se sumó al esfuerzo de reconstrucción en Haití con resultados positivos precisamente en materia habitacional. 



Yo siento que esas áreas de cooperación hay que comenzar a alimentarlas. Porque también ese debe ser uno de los rasgos que identifiquen a Chile, ya que involucran nuestra comprensión de lo que es la cooperación en la región en particular. 



Por ende, junto con votar a favor, quiero expresar mi convicción en el sentido de que es del caso comenzar ya, como país, a promover en los foros multilaterales la necesidad de realizar la transición de cascos azules a cascos blancos y de ver cómo podemos nosotros hacer más en el concierto internacional.



Una última palabra -no puedo dejarlo pasar-: a uno le gustaría observar la presencia de otros actores extrarregionales más comprometidos con el esfuerzo de Haití. Porque, de verdad, en este esfuerzo a veces uno echa de menos un compromiso de ciertos países europeos -y en particular de uno- harto mayor que el que han tenido hasta ahora.



Vamos a votar a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, junto con reconocer la participación del Ministerio de Defensa, del Ministro, del Subsecretario, del Jefe del Estado Mayor Conjunto, me llama profundamente la atención la ausencia del Ministerio de Relaciones Exteriores...

El señor LETELIER.- Está el Subsecretario.

El señor ALLAMAND.- ¡Es chico, pero está...!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se encuentra en la Sala.

El señor PÉREZ VARELA.- Dejo de lamentar, entonces, la ausencia del Ministerio de Relaciones Exteriores. Y me alegra que esté presente, porque este es un tema político. No se trata de una cuestión exclusiva de las Fuerzas Armadas.



Señora Presidenta, en cuanto a la participación de nuestras Fuerzas Armadas en Haití -lo decía el Senador Coloma-, todos nos sentimos orgullosos: han hecho una tarea brillante, que ha generado reconocimientos -se expresó ayer en la Comisión en que vimos esta materia- de distintas instancias, países y organizaciones mundiales.



Yo también puedo dar fe directa de ello, pues varios efectivos del regimiento de Los Ángeles, con sede en la Región que represento, han participado más de dos veces en la Misión. Y eso ha significado, en términos de preparación y de participación internacional de nuestras Fuerzas Armadas, un avance notable.



Aquello, pues, está fuera de discusión.



El problema, señora Presidenta, es político: de política internacional.



En el informe que tenemos sobre nuestros escritorios se observa qué objetivo se tuvo en vista hace 11 años para establecer la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) con cuatro ámbitos de acción.



Ahora bien, si uno analiza los avances habidos en esos cuatro ámbitos no puede sino concluir que son bastante menores.



Ayer, tras 11 años, en las Comisiones unidas de Defensa y de Relaciones Exteriores el gran anuncio fue que, al parecer, ya existe una policía haitiana con cierto grado de formación. ¡Después de 11 años, en circunstancias de que ese era uno de los objetivos...!



Por lo tanto, el punto estriba en determinar de qué manera, como país, podemos actuar políticamente, en coordinación con otras naciones que participan en la Misión, para lograr avances sustantivos y no ser una fuerza de ocupación, sino una fuerza de paz que contribuya de verdad al desarrollo de Haití y al logro de los objetivos que hace 11 años plantearon las Naciones Unidas cuando instaron a sus Estados miembros a participar, lo que nosotros hicimos de la manera que todo el país sabe.



A mí me llama profundamente la atención -y por eso digo que el problema es político- que en el mismo informe, en un acto de transparencia -como dijo ayer el Ministro de Defensa-, se le den a conocer al Senado las opciones que está estudiando el Secretario General de las Naciones Unidas, después de diversos informes que le han llegado.



“Las alternativas propuestas” -dice aquel documento- “por el Secretario General en su informe del 7 de marzo de 2014” -o sea, de hace pocas semanas- “son las siguientes:...”. Y establece cinco opciones, sobre las que va a resolver, supuestamente, en el mes de agosto.



Considerando la distancia existente y los diversos antecedentes que hay sobre Haití, uno concluye que nadie logra sostener a lo menos tres de aquellas opciones. Y estoy seguro de que nuestra Cancillería dice que las tres son absolutamente inviables, porque implican sacar tropas desde esa nación.



Por ende, señora Presidenta, estamos ante una dificultad de carácter político que ha de preocupar al país y que debe ser hoy día la razón principal: ya no la actuación de nuestras Fuerzas Armadas, sino nuestra política internacional para lograr avances reales y abrir un camino que nos permita ver cómo seguimos contribuyendo al desarrollo de Haití y de qué manera evitamos que la fuerza de paz se transforme en una fuerza de ocupación.



Pero ello, señora Presidenta, sobre alternativas reales y valederas. Las alternativas inviables, carentes de realismo, me parecen extraordinariamente peligrosas.



Por eso, hay que instar a nuestra Cancillería a que asuma un rol mucho más activo, con el conjunto de los otros países, particularmente con los del cono sur, para resolver el problema.



Porque uno ve que algunas naciones latinoamericanas toman decisiones unilaterales para retirar tropas mucho mayores que la de Chile.



No sé si alguien aquí puede informar, por ejemplo, qué está haciendo Brasil, qué piensa Uruguay, por qué México no participa.



Por lo tanto, es factible que en determinado momento nos veamos enfrentados al hecho de que un país con mayor peso internacional que el nuestro se retire y quedemos en una situación sobremanera compleja.



Voy a votar a favor de la mantención de las tropas, pues tengo claro que no podemos tomar una decisión unilateral: hay que resolver con el conjunto de las naciones que participan en la Misión. 



Pero empecemos a trabajar sobre aquello.



La actuación de nuestras Fuerzas Armadas no nos preocupa: ellas lo han hecho bien, han participado de manera brillante.



El problema es de nuestra política internacional, en la que, creo, hay una debilidad evidente.



Recordemos el objetivo que tuvieron las Naciones Unidas para decir “Intervengamos Haití” y tengamos presentes las alternativas que se resolverán en agosto, tres de las cuales -repito- son absolutamente inviables, insostenibles, y pueden enfrentarnos a una situación compleja.



Yo voy a votar a favor. Sin embargo, considero que hay que instar a nuestra Cancillería -y ojalá lo haga la Sala del Senado- a tomar un rol mucho más activo, para que en un cronograma cierto, no lejano, podamos tener una decisión conjunta de los países latinoamericanos, y particularmente de los del cono sur, sobre cómo vamos a enfrentar la situación, que se nos puede complicar, según vimos hace menos de un año en este mismo Hemiciclo, cuando se nos entregó la información del Presidente del Senado de Haití, que generaba -no hay duda- una incertidumbre, una inquietud, un riesgo que nadie quiere que las tropas chilenas vivan. Nadie pretende que nuestras tropas sean de ocupación: todos queremos que sigan siendo una contribución verdadera al desarrollo de aquel país.



Eso hoy día está en duda. Sobre ello existe un gran signo de interrogación, no por la participación de nuestras Fuerzas Armadas -reitero que ha sido de gran calidad-, sino por el papel político que Chile, diversos otros países y las Naciones Unidas están jugando en Haití.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).-Señora Presidenta, me pregunto si Chile tiene la opción de retirar sus tropas de Haití.



Yo pienso que no podemos tomar esa opción sin afectar el interés nacional: está en el interés nacional mantener tropas nuestras en Haití para servir a la causa de la paz, de la seguridad y del desarrollo.



Todos sabemos que de alguna manera nuestro país proyecta una imagen de autosuficiencia, de cierta arrogancia. Lo que se ha dicho tantas veces: el mejor alumno, pero no necesariamente el mejor compañero de la región.



Tal es la percepción en nuestro barrio, en nuestro vecindario, acerca de Chile. Y eso compromete el interés nacional.



Pero en la era de la globalización nuestro barrio es global. Por eso el multilateralismo y el regionalismo abierto, junto con los principios tradicionales de la política exterior chilena, inspiran nuestra política exterior en esta época.



Por cierto, nuestro barrio, nuestra región, nuestro vecindario son América Latina y el Caribe y las Américas. Por eso el regionalismo.



Sin embargo, nuestra política exterior tiene un alcance global, necesariamente. De hecho, somos miembros del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.



Por eso, se trata de un regionalismo no excluyente, abierto.



Es cierto, como algunos dicen y han escrito últimamente -y así pareciera ser-, que la geopolítica se halla de vuelta. Ahí está Crimea, ahí está Ucrania, ahí está el mar de China. Y capaz que la historia esté de vuelta. Porque alguien escribió hace poco sobre el fin de la historia. Mal que mal, estamos conmemorando cien años del comienzo de la Primera Guerra Mundial y hay cierto nerviosismo. Y se ha escrito mucho sobre esta materia.



Por lo mismo, y con mayor razón, es necesario afirmar el compromiso global de los Estados. Esto es el multilateralismo. Y Chile no puede ser la excepción de ese principio fundamental de nuestra política exterior.



El mundo de Westfalia es del pasado. 1648: el Tratado de Westfalia redibujó el mapa de Europa después de la Guerra de los Treinta Años.



El mundo de Utrecht es del pasado: el Tratado de Utrecht, de 1714, después de las guerras de Luis XIV, redibujó el mapa global de la Europa de aquel entonces.



Y también son del pasado el Congreso de Viena, de 1815, luego de las guerras napoleónicas; el Tratado de Versalles, de 1919, después de la Primera Guerra Mundial, y los tratados de Yalta o Potsdam, de 1945, tras la Segunda Guerra Mundial.



El concepto de “soberanía absoluta”, que se fue dibujando desde el siglo XVII en adelante, es un asunto del pasado. No se trata de que los conflictos hayan terminado, ni de que la geopolítica haya desaparecido, ni de que la historia se haya acabado, sino de afirmar que esos conflictos, en nuestra era, se dan en el contexto de la globalización.



Incluso, el corolario del principio de soberanía absoluta, que acompañó a la propia declaración de Naciones Unidas del año 48 sobre el principio de no intervención, está en revisión. 



Nadie puede hoy día invocar el principio de no intervención para violar los derechos humanos.



El genocidio y los crímenes contra la humanidad son un aspecto de esta mirada global, de esta nueva ética o conciencia jurídica de la Humanidad.



Surgen principios nuevos en las relaciones internacionales.



Por ejemplo, la responsabilidad de proteger es un principio asociado al multilateralismo: en las guerras civiles, etcétera.



La intervención humanitaria, que habría sido inconcebible hace treinta años por atentar contra el principio de no intervención, es un concepto vigente en las relaciones internacionales.



Y también, para este efecto, las operaciones de paz, en las cuales Chile participa -y debe seguir haciéndolo-, y proactivamente, como un principio de nuestra política exterior en esta concepción moderna en la era de la globalización.



El aislacionismo no es una alternativa; el unilateralismo, tampoco. No son opciones.



Por eso, creo que Chile no tiene la opción de retirar sus tropas de Haití sin menoscabar el interés nacional.



Juntos llegamos a Haití -una fuerza multinacional al amparo de Naciones Unidas- y juntos nos vamos, en el momento que se estime oportuno. Pero ello, de manera concertada, sin atentar -insisto-, no contra los temas externos, sino contra este tema fundamental, que hace al interés nacional.



Por eso, votaré a favor de la solicitud presidencial. 



Aprovecho la oportunidad para saludar y felicitar al señor Ministro de Defensa por su brillante desempeño en los primeros dos meses del Gobierno de la Presidenta Bachelet.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado, tras leer el informe que emitieron las Comisiones unidas concluyo que no se ha sincerado la situación existente en Haití. 



¿Y por qué digo aquello? Porque, según la página 67 del informe, el Senador Lagos, quien no fue objetado por el Ejecutivo, “manifestó que en la MINUSTAH se ha pasado a una etapa de estabilidad democrática” y, por lo tanto, se debate sobre cuál es el rol que debe jugar nuestro país en la Misión. Sin embargo, se expresa que en un país que pasó a una etapa de estabilidad democrática se reducen en solo 17 por ciento las tropas.



Para mí, allí existe una contradicción. Es decir, yo parto de la base de que si una nación entra en una etapa de estabilidad democrática no requiere tropas o necesita un número muy reducido de ellas. Pero sucede que las tropas han disminuido en únicamente 17 por ciento en Haití, país que teóricamente, de acuerdo al informe, tiene estabilidad democrática.



En verdad, no logro entender esa contradicción. Y por eso digo que no se ha sincerado el debate.



Señora Presidenta, Chile y otras naciones tienen presencia en Haití. Y existe un mecanismo de concertación política latinoamericana a los efectos de ir evaluando lo que ocurre allí.



Pero dicho mecanismo no funciona, de acuerdo a lo que señala la página 67 del informe: una nación con estabilidad democrática donde las tropas se reducen en solo 17 por ciento.



Los países deben actuar en conjunto, a través de un  mecanismo de concertación democrática; pero este -insisto- no funciona.



Por otra parte, en la página 68 del informe se da cuenta de problemas como los que planteó el colega Coloma.



El propio Senador Pizarro dice que “surgieron problemas en cuanto a la legitimidad del gobierno haitiano”, que se manifiestan desde el propio Parlamento. 



Hay parlamentos latinoamericanos, como el uruguayo, que han solicitado el retiro de tropas de Haití.



Entonces, me parece que, enfrentados a la solicitud de prórroga que nos formula el Ejecutivo, debemos aprovechar este debate, que tiene lugar todos los años, para sincerar la situación de Haití de una vez por todas y determinar si allí existe o no estabilidad.



Si no hay estabilidad, que se nos diga: “Deberemos mantener las tropas cinco años, diez años”, lo que sea necesario. Pero que no se venga al Senado a pedir que se prorrogue nuestra permanencia en ese país con el argumento de que se han ido superando etapas, en circunstancias de que, al menos de lo que yo infiero del informe de las Comisiones unidas, Haití tiene tantas debilidades como antes y, por tanto, no será posible por mucho tiempo sacar las tropas apostadas en su territorio, pues de lo contrario surgirán graves problemas internos.



Yo prefiero que de una vez por todas se sincere el debate y se le diga al Senado que no será posible durante mucho tiempo sacar las tropas, en vez de que se procure hacerle ver que en Haití se registran avances sustantivos, pues no los hay: existen problemas de toda naturaleza (de legitimidad, institucionales, sociales) y, por ende, se necesita la presencia de tropas extranjeras.



Yo le pido a Chile, en un marco de seriedad (porque se trata de varias naciones), que procure hacer funcionar los mecanismos de los diversos países para ir evaluando en conjunto la situación. 



Ser parte de mecanismos latinoamericanos que no funcionan no tiene sentido, pues hace aun más difícil el retiro de las tropas en algún minuto.



Por consiguiente, más que el acto casi protocolar de pedir el aumento del mandato, no veo que se haya sincerado el debate; tampoco, que existan políticas claras respecto a lo que Chile quiere hacer en Haití, y menos, que haya políticas claras sobre lo que desea hacer el resto de los países. De manera que estamos empatando el tiempo, pues cada año debemos aprobar la prórroga del mandato por doce meses sin tener claro ni lo que ocurre internamente en Haití, ni lo que queremos hacer, ni el horizonte en que debemos actuar.



Ante esa falta de claridad, abrigo serias dudas en cuanto a votar favorablemente la prórroga que se nos solicita.



No tengo problemas para aprobarla. Sin embargo, para ello al menos necesito claridad respecto a las ideas, al programa, al diagnóstico tanto nacional como internacional sobre qué se va a hacer en Haití, país donde existe una crisis institucional profunda, la que, al menos según los datos contenidos en el informe de las Comisiones unidas, no se ha superado y no tiene horizonte de término.



Yo prefiero -repito- que me digan en el Senado “Deberemos prorrogar el mandato por diez años porque de lo contrario Haití no será viable” a que me señalen lo que se contiene en el referido informe.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud presidencial (30 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Votó por la negativa el señor Coloma.



Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Matta y Orpis.
El señor HORVATH.- Pido que se considere mi pronunciamiento afirmativo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BURGOS (Ministro de Defensa Nacional).- Señora Presidenta, simplemente deseo agradecer el importante apoyo de esta Corporación a la prórroga.



Créanme los señores Senadores que aprobaron -y también los que legítimamente votaron en contra- que vinimos con la mayor sinceridad posible, con los antecedentes que tenemos, como Ministerio de Defensa.



Vinimos también sin el propósito de hacerles perder el tiempo -¡por favor!- y a intentar convencer de que, en el momento actual, más allá de las circunstancias, qué duda cabe de que tenemos que contar con más claridad respecto del futuro.



Nadie abriga certezas absolutas en la materia, pero sí la convicción de que la presencia de Chile -la de Chile, en particular-, con sus Fuerzas Armadas, es de la esencia en la lógica de los valores que varios de Sus Señorías expusieron y en la de un mundo global que requiere lo que incluso puede ser denominado “sacrificio”. Pero es tal en pos de la democracia.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias a usted, señor Ministro.

DESIGNACIÓN DE SEÑOR EDUARDO ABARZÚA CRUZ

EN CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar integrante del Consejo de Alta Dirección Pública al señor Eduardo Abarzúa Cruz, con informe de la Comisión de Hacienda. Se ha hecho presente la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1657-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 14ª, en 6 de mayo de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 16ª, en 13 de mayo de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La designación es hasta el 29 de julio de 2016, en reemplazo del señor Rodrigo Egaña Baraona.



La Comisión recibió en audiencia al señor Abarzúa en una sesión en la que se intercambiaron opiniones y planteamientos acerca de las funciones y desafíos del Consejo y del Sistema de Alta Dirección Pública.



El órgano técnico deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señores Coloma, García, Lagos y Montes, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico.



Cabe consignar que el acuerdo de esta Corporación requiere cuatro séptimos de sus integrantes en ejercicio, esto es, 22 votos a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión.

El señor COLOMA.- ¿Es posible abrir la votación?

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.



Se van a tocar los timbres.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.
El señor COLOMA.- Señora Presidenta, seré muy breve. Creo que es preciso informar siempre estos asuntos.



El señor Eduardo Abarzúa es psicólogo de la Pontificia Universidad Católica de Chile y doctor en Ciencias del Trabajo de la Universidad Católica de Lovaina, Bélgica.



Exhibe una amplia experiencia precisamente en sistemas de alta dirección pública, no solo en Chile, sino también en el extranjero, como se ha observado con motivo de su comparecencia y del currículum que presentó.



Se especializó particularmente en esa materia por encargo de la Agencia Alemana para la Cooperación del Desarrollo, y creo que, en ese sentido, puede ser un aporte relevante al Consejo.



Dicho eso, deseo anunciar que voy a aprobar la designación. El candidato reemplazaría al señor Rodrigo Egaña, y entiendo que es de una sensibilidad equivalente.



Sin embargo, no puedo dejar de expresar preocupación, a propósito del nombramiento, por la Alta Dirección Pública, entidad que, a mi juicio -no comprometo a nadie más-, es un enfermo en la UTI. Y lo lamento profundamente, porque fue muy importante hace unos diez años.



Me parece que se empezó a discutir junto con el envío de tropas a Haití, para ser bien preciso.

El señor PROKURICA.- En 2003.

El señor COLOMA.- Exactamente.



Y fue un adelanto muy importante, en un momento de cierta tensión política, el hecho de que se le generara al Estado una dirección pública de calidad, para el efecto de que no se entendiese que el cambio de un Gobierno suponía ganar un botín en la Administración Pública y de que se avanzara hacia la situación de países más desarrollados, de modo que, con prescindencia del factor aludido, hubiese un conjunto de profesionales experimentados para ejecutar las políticas públicas que se diseñaran.



Estamos haciendo referencia a 110 personas en el primer nivel y a 834 en el segundo, todas las cuales pasan por un gran cedazo para poder darle garantía a la autoridad de que van a cumplir con su tarea.



¿Por qué menciono lo de la UTI? Porque lo que era una buena idea no ha resistido, a mi juicio, uno de los más importantes filtros, que es lo que sucede cuando una Administración cambia de signo. Y si bien el Gobierno del que me siento parte -es algo que también he dicho- aplicó solo parcialmente el sistema, porque en más casos de los que me hubiera gustado efectivamente desvinculó, sin un estudio muy profundo, a parte de la Administración Pública, creo que en los dos meses del Gobierno actual se han cometido todos los excesos imaginables. En efecto, se ha sacado ¡al 60 por ciento de los funcionarios en cargos de primer nivel jerárquico!, dato que se entregó el lunes recién pasado en la Comisión de Hacienda, muchos de ellos sin ninguna evaluación, obviamente.



Por mi parte, he expuesto el caso -y hay una constancia al respecto en el informe- de los directores regionales del INDAP, todos despedidos en un mismo acto. Supongo que algunos habrán sido buenos y otros malos o más o menos, como en toda Administración Pública, mas no entiendo que en un solo acto -repito- se haya despedido a los quince. Esa es una razia. Perdón por ser tan franco.



Y repito que a ello se suma, a estas alturas, el 60 por ciento del personal en cargos de primer nivel jerárquico.



Entonces, me oponen, con buenos argumentos, que en el Gobierno anterior pasó algo equivalente. Sí. Pero no tan equivalente. La fórmula no fue la mejor, pero resultó ser infinitamente más razonable. Por lo menos se verificó una evaluación y hubo personas que terminaron su tarea, luego de lo cual no fue “renovado” su contrato. No es esa la expresión, pero la empleo para los efectos prácticos.



Francamente, opino que lo ocurrido ha sido un descabezamiento total de la Alta Dirección Pública. Y hoy día volvemos a lo que había antes: esta es un botín de los gobiernos de turno.



Estimo que se trata de una pésima señal. Así lo señalé por lo menos en la Comisión de Hacienda. Porque podré ser muy ingenuo, pero consideraba que era posible algo al estilo inglés, donde cambia un Gobierno y salen 120 funcionarios. Bueno, aquí ha cambiado un Gobierno y han echado como a 5 mil personas, pero se suponía que la Alta Dirección Pública iba a quedar. ¡No quedó nada! ¡Solo se observan los restos!



Hago el comentario porque estamos tratando el asunto, sin perjuicio de lo cual espero que el señor Abarzúa contribuya a enderezar al curcuncho.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo, en nombre del Senado, a las integrantes del Programa Jefas de Hogar, de la Municipalidad de Talagante, que nos visitan esta tarde.



Muy bienvenidas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Horvath, por una cuestión de Reglamento.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, junto con apoyar la designación, solicito a la Mesa recabar la anuencia de la Sala a fin de que la Comisión Especial para la Recuperación de Valparaíso pueda sesionar durante un lapso corto, desde luego sobre la base de estar sus miembros atentos para regresar a las votaciones.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Es a contar de ahora, ¿no?

El señor HORVATH.- En efecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si no hay objeciones, se accederá.



Acordado.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, intervendré en la misma línea de lo que expresaba recién mi Honorable colega Coloma. Claro que mi opinión es distinta, naturalmente, de su comentario sobre la Alta Dirección Pública.



Primero, respecto del señor Eduardo Abarzúa, sin lugar a dudas vamos a respaldar su nombre. Es una persona de una vasta formación, criterio y habilidades para desempeñarse en un cargo sensible como aquel al cual aspira. Ello ya se manifestó.



En seguida, no quisiera dejar pasar las observaciones formuladas, porque creo que de pronto se está incurriendo en una confusión.



El nuestro es un mensaje y un planteamiento que hemos mantenido ahora y también cuando estábamos en la Oposición al anunciarse que en los primeros seis meses de Gobierno del Presidente Piñera se había despedido al 63 por ciento de los cargos de la Alta Dirección Pública. Efectivamente, en la actualidad ha habido ajustes, sin duda, pero no se comparan con la magnitud de los cambios y las exoneraciones de cerca de 11 mil personas efectuados durante esos cuatro años. La Alta Dirección es una línea de admisión, de ingreso a la función pública, pero no se puede confundir con los concursos, con las incorporaciones a un trabajo de planta o a contrata, que es distinto y presenta otros requisitos.



Puntualmente -y a propósito de algunos casos mencionados por el Senador señor Coloma-, basta recordar lo que pasó en el Instituto Nacional de Deportes, donde los quince directores regionales fueron nombrados por el Gobierno pasado en los últimos dos o tres meses de su mandato. Y eso no pasa solo en el IND, sino también en muchos lados. Deseo consignar que únicamente cinco de ellos han sido remplazados.



¡Para qué mencionar lo ocurrido en el Servicio de Vivienda y Urbanización! Para qué entrar en detalles de lo acontecido en la Región de La Araucanía, donde solo después de dos meses de haber dado un paso al lado el director de la UDI, que había quedado “amarrado” en el último tiempo, el Gobierno de la Presidenta Bachelet puede desplegar su política con personas de confianza.



Estamos haciendo referencia a los titulares de los servicios, no al segundo nivel ni al tercero. Estamos aludiendo al encargado del área.



Entonces, estimo probable que se requiera un debate de fondo respecto de lo que está sucediendo con la Alta Dirección Pública. Es perfectamente posible pensar que sea preciso modificarla. Pero también resulta muy razonable que un Gobierno pueda llevar adelante su política, sus cambios, sus transformaciones, con personas de confianza. Es preciso comprender que el sistema -lo señala la ley- se creó como una forma también de seleccionarlas. Ello no dice relación con cualquier postulante, sino con la ayuda a una Administración para que vea cómo elige la gente con la cual va a cumplir sus tareas.



Con todo, vamos a respaldar, sin duda, la designación del señor Eduardo Abarzúa.



Seguramente mi Honorable colega Lagos se extenderá más sobre la proposición.


Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, parto por consignar que nosotros vamos a apoyar el nombramiento del señor Eduardo Abarzúa Cruz. Es efectivamente una persona que reúne las condiciones y el criterio necesarios.



Mas quiero pronunciarme respecto del asunto de fondo, tal como lo ha expuesto el Senador señor Coloma.



En el debate de la mañana, con motivo de la sesión especial, mi Honorable colega Quintana reflexionó: “¿Por qué no en Salud la retroexcavadora que planteamos en Educación?”. Quiero contarle a Su Señoría -no tuve el tiempo necesario para extenderme sobre el particular- que, ¡en un solo día!, 22 jefes de servicio elegidos y designados por la Alta Dirección Pública recibieron el llamado, no de la Ministra ni de la Subsecretaria, sino de la Jefa de Recursos Humanos del Ministerio para anunciarles que ya no se contaba con su concurso y que, por tanto, se les pedía la renuncia. De lo contrario, se iba a prescindir de sus servicios. Es un caso en que no medió ninguna evaluación de desempeño.



Y lo que ocurrió en Salud sucedió en todas y cada una de las reparticiones públicas. En algunas de esas situaciones presentamos recursos de protección. Por ejemplo, la Corte de Apelaciones de Santiago obligó a la reincorporación de diez funcionarios en Bienes Nacionales y aprobó una orden de no innovar hasta que finalmente se resuelva en definitiva. Son personas que también fueron elegidas por la Alta Dirección Pública.



Asimismo hemos presentado recursos en Aysén -estuve allá para tal efecto- y respecto de la Secretaria Regional Ministerial de Educación de Valparaíso. Y vamos a hacer otro tanto en relación con el FOSIS y ciertas reparticiones públicas en determinadas regiones.



Coincido con el Senador señor Quintana en que cuando una Administración llega, cuando se empodera, los cargos de exclusiva confianza obviamente son prescindibles. Pero si se estableció un sistema de Alta Dirección Pública, durante el Gobierno del Presidente Lagos, en virtud de un acuerdo entre el Gobierno y la Oposición -esta fue leal, constructiva y tuvo una mirada de largo plazo-, para restringir los nombramientos discrecionales de la autoridad respecto de ciertas y determinadas funciones públicas, y dar un carácter profesional, de continuidad en la labor, comentarios como los de Su Señoría constituyen un retroceso. Porque, en definitiva, ¿cuál sería el sentido del sistema? Cada concurso demanda 20 millones de pesos. Evitemos llamarlos, entonces, y designemos a dedo, y dejemos de lado el eufemismo de generar un mecanismo como el que nos ocupa.



Entiendo que el Senador señor Quintana le pide al Honorable señor Lagos que me conteste, como colega por la misma Región que represento. No hay problema. Estoy habituado a ello. Así que espero que este último retruque mis razones con todo cariño. Es cuestión de minutos.

El señor LAGOS.- ¡Conmigo hay que oponer argumentos…!

El señor CHAHUÁN.- A mi juicio, lo que está en juego es la institucionalidad, la generación, de alguna manera, de Administraciones cada vez más profesionales, y que, en definitiva, más allá de los gobiernos de turno, finalmente sea posible darle continuidad a la función pública. A eso aspiramos. Eso pretendemos. Y ojalá sectores como la Democracia Cristiana y los más serios de la coalición de Gobierno efectivamente estén en la parada.



Deseo destacar, además, que la aplanadora ha sido total respecto de los cargos técnicos. Se podría sostener que no solo alcanza a los de confianza. ¡En los servicios de la Región de Valparaíso no ha quedado nadie! En las secretarías regionales ministeriales de Educación barrieron con todo el mundo.



Lo anterior incluye gente del primer Gobierno de la Presidenta Bachelet que dijo que iba a seguir cumpliendo su función técnico-profesional en el Gobierno del Presidente Piñera. Parece que se aplicó la teoría Rincón y finalmente también quedó fuera de su cargo.



Pido, por lo tanto, que seamos capaces de avanzar en una función cada vez más profesional.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, voy a ser muy breve.



Primero, expresaré mi apoyo a la designación del señor Eduardo Abarzúa propuesta por la Primera Mandataria.



En seguida, más que responderle a nadie, deseo señalar que el sistema de Alta Dirección Pública, introducido durante el Gobierno del Presidente Lagos, efectivamente fue fruto de un acuerdo, como expresan algunos. Y se menciona la generosidad que lo hizo posible. Por mi parte, no quiero escarbar en el tema. Mas se llegó a esa concordancia, entre otras razones, porque no había que investigar muchas otras cosas -lo digo responsablemente-, como el financiamiento de campañas.



Dicho lo anterior, señora Presidenta, quisiera subrayar que el mecanismo que nos ocupa ha cumplido un rol bien importante, ya que ha permitido que los nombramientos de gente de confianza por los gobiernos pasen al menos por un filtro. ¿Cuál? El de la capacidad técnica, el del profesionalismo de la persona.



No se trata de un filtro desde el punto de vista político ni de la eliminación de los cargos de confianza, porque no hubo acuerdo para ello. Y no fue ese tampoco el espíritu de la ley, expresado en su historia fidedigna, en el mensaje respectivo y en la forma como se aprobó en el Senado en esa oportunidad.



En consecuencia, nadie pretendía suprimir los cargos de confianza política. Lo que se quería era que al menos a los de alta responsabilidad y del primer nivel de jerarquía -porque así era al principio y se hallaba acotado- llegaran personas con ciertas calificaciones mínimas que permitieran pensar que iban a hacerlo bien y que no se iban a presentar dificultades. Eso no excluía que cualquier Gobierno pudiera removerlas.



Y fuimos avanzando. Porque entonces se establecieron períodos por los cuales ha de compensarse a la persona si se le pide la renuncia anticipada.



Después se dijo: “¿Sabe qué más? Incorporemos otros funcionarios, de segundo nivel”. Y llegamos hasta el tercer nivel.



Mas pido que nadie rasgue vestiduras, porque leo en el informe de la Comisión de Hacienda que el Honorable señor Coloma manifestó lo mismo que el Senador señor Chahuán, en el sentido de que se ha pedido la renuncia en el 60 por ciento de los cargos de primer nivel jerárquico, y ahora está decepcionado con lo ocurrido.



Lo que sucedió es que el sistema nunca había sido testeado con un cambio de coalición de Gobierno. Esa es la verdad. La pregunta es si ello resulta sano o no. Pero no me digan que es algo que no corresponde, porque los mismos argumentos se los escuché al Senador señor Chahuán y a otros respecto a lo que hizo el Presidente Piñera cuando asumió el Gobierno.



¿Tienen o no los Gobiernos facultades para poner gente de su confianza en cargos de alto nivel de la Administración del Estado pasando por la Alta Dirección Pública? ¡Las tienen, y están establecidas en la ley!



Entonces, calladitos aceptemos la ley.



Otra cosa es lo que se ha hecho con los contratados a honorarios o a contrata. Yo desafío a las bancadas de enfrente a que me digan si ahora se ha expulsado a 12 mil funcionarios públicos, en cualquiera de esas dos modalidades.



Podemos hablar después de la estabilidad, de si se avanzó o no en contratación, de si se respeta la proporción del 80/20, de lo que ustedes quieran. Pero, de persecución política, ¡por favor!



Y a un Senador que no voy a nombrar para que no replique, señora Presidenta, quiero decirle que en la Quinta Región no hubo, en su momento, ni aplanadora ni cuoteo en los cargos públicos. No eran 50 para la UDI y 50 para RN. ¡Eran todos de Renovación Nacional! ¡No hubo cuoteo en Valparaíso!



Eso fue lo que ocurrió.

El señor QUINTANA.- ¿Y Amplitud?

El señor LAGOS.- ¡Salió perdiendo en esa época! El movimiento que después se convertiría en Amplitud también salió perdiendo. Hizo su mejor esfuerzo, pero salió para atrás.



Entonces, ¡seamos más responsables!



¿Es posible mejorar lo actual?



A mí me encantaría que llegara un gobierno nuevo y que no cambiara toda la Administración del Estado. Yo siempre menciono los casos de Australia y Nueva Zelandia. ¡No cambian todo el aparato del Estado! Porque hay un servicio civil distinto y también por una cuestión de fondo, que es que no se juegan la vida ni tampoco juegan a la ruleta rusa en cada cambio de gobierno, como algunos todavía creen que ocurre aquí. Pero hay que tener la posibilidad de administrar. Y, por último, a la política se le da un financiamiento que evita tener múltiples operadores transversalmente. En esta región conocemos “todos estos”, de todos los partidos. Díganme y les nombro a los suyos. ¡Me da lo mismo!

El señor PROKURICA.- ¡No hay!

El señor LAGOS.- Tiene razón. ¡Son altos funcionarios públicos…!



Yo voy a lo siguiente.



¿Por qué mejor no tratamos de mejorar, si es que hay espacio para ello? Ahora, si no lo hay, aceptemos la ley que ustedes mismos aprobaron. Yo no había llegado todavía al Parlamento, pero la respeto. Lo que no cabe es rasgar vestiduras.



Eso sí, arreglemos el tema de las contratas y de los honorarios.

El señor PROKURICA.-  ¡Eso!

El señor LAGOS.- Y no echemos a 12 mil.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, en este momento el Senado debe pronunciarse sobre un nombramiento, sobre quién va a encabezar la Alta Dirección Pública. Y el candidato que se plantea reúne todos los requisitos. Lo digo porque se ha estado haciendo otro debate. 



Si leemos el informe de la Comisión, veremos que Eduardo Abarzúa Cruz tiene méritos académicos, formación profesional y experiencia en la materia. Por lo tanto, creo que debería recibir una amplia aprobación por parte de la Sala. 



Ahora, en cuanto al otro tema, yo escuchaba el debate y realmente me llama la atención que se rasguen vestiduras por lo que ahora ha pasado con los cargos de Alta Dirección Pública.



Efectivamente, se les ha puesto término, porque la ley lo permite. Pero quienes hacen esa crítica no digan hoy que el día anterior, cuando a ellos les correspondió asumir el Gobierno, no hicieron lo mismo.



Escuché aquí que se dijo que en un organismo -no sé si fue el SERVIU u otro- se había cesado a todos los directores regionales.



Yo recuerdo tres casos del último Gobierno.



En el INDAP, los 15 directores regionales que hacía poco habían ascendido por la vía de la Alta Dirección Pública fueron cesados en sus cargos en la Administración del Presidente Piñera. ¡Todos! ¡Sin excepción y el mismo día!



En el caso del SERVIU ocurrió lo mismo. Todos los directores fueron cesados en sus cargos en el Gobierno del Presidente Piñera, el mismo día, y se nombró a otros funcionarios, diferentes de los que había en ese momento por la Alta Dirección Pública.



En los servicios de salud, igual cosa. El mismo día todos los directores fueron separados de sus funciones.



Y quiero recordar aquí -no está el Senador Coloma, que hizo esta observación en la Comisión- que en el caso del FOSIS también se sacó a todos los directores regionales, ¡a todos!, el mismo día. El jefe máximo del FOSIS era el hermano. Y renunció, porque se produjo una acción realmente arbitraria.



Entonces, no rasguemos vestiduras.



Aquí lo que hay que hacer es determinar cómo efectivamente logramos una función pública con cierta estabilidad y reconocer la realidad. En el caso de los cargos de la Alta Dirección Pública, si son concursables, veamos si queremos darles mayor estabilidad, de modo que las personas que los ocupen no puedan ser removidas, y establezcamos realmente una carrera civil funcionaria que tenga vigencia para todos, a fin de que la situación no cambie cada vez que asuma un nuevo Presidente. Pero los gobiernos necesitan contar con gente de su confianza en cargos que son determinantes para la ejecución de trabajos en cada área.



También deseo llamar la atención sobre los funcionarios a contrata y a honorarios.



En el Gobierno anterior se cesó a 14 mil de ellos.

El señor PROKURICA.- ¡Recién eran 11 mil, ahora son 14 mil…!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡No! 14 mil. Es lo que yo tengo anotado.



Se lo hicimos ver aquí, en la Sala, al en ese entonces Ministro Felipe Larraín, a quien, a propósito de un proyecto de ley, le pedimos ciertas garantías. Él tomó la decisión de emitir una circular para que la gente que se sintiera separada de su cargo en forma arbitraria pudiera reclamar a través de un sistema que se canalizaría a través de los Subsecretarios.



Por supuesto, todo eso quedó en el papel.



Sin embargo, este no es solo un problema del Gobierno anterior. ¡También ocurrió en los nuestros! Y, por tanto, tenemos que buscar una manera de dar estabilidad a las personas que se desempeñen a contrata o a honorarios.



Primero, yo soy partidario,  tal como lo han hecho ver todos los sectores, de no seguir con un Estado que contrata a honorarios funciones que no corresponde llevar a cabo mediante dicha modalidad. Algunos trabajadores llevan 8 o 10 años en determinado cargo prestando una asesoría que no debiera ser retribuida en esa forma, sin previsión, sin ningún derecho laboral, produciéndose un daño previsional al que después no somos capaces de dar respuesta.



Lo mismo sucede con las personas a contrata. Hemos planteado buscar un sistema para que ellas no se sientan en una situación inestable, a pesar de que, por supuesto, se puede poner término a los contratos una vez que se cumplen los plazos, etcétera. Indiscutiblemente, si una persona cuyo contrato expira el 31 de diciembre ha sido calificada, con un adecuado sistema de calificación, en Lista 1, debe mantenerse en su cargo, salvo que la labor para la cual haya sido contratada ya no exista. 



Tenemos que reglamentar todas estas materias, que pasan por la creación de un buen sistema de gestión en la Administración Pública.



Ahora, volviendo al asunto principal, creo que hay que aprobar el nombramiento de Eduardo Abarzúa Cruz en la jefatura del Consejo de Alta Dirección Pública.



Gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra a continuación el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar deseo hacerme cargo de algo que dijo el Senador Lagos Weber, que al menos respecto de Renovación Nacional no es correcto.



Su Señoría señaló que la ley que creó el Sistema de Alta Dirección Pública obedeció a una transacción para investigar las platas de las campañas.



Esa es una afirmación extraordinariamente dura. Yo debo señalar que, al menos en lo que respecta a Renovación Nacional -porque me tocó participar en la discusión del proyecto respectivo-, no se llegó a ninguna transacción, de ninguna naturaleza o especie, en relación con platas de campañas. ¡Ninguna! Y tengo la más absoluta certeza de ello. El tema ni siquiera fue abordado cuando se vio la correspondiente iniciativa.



La ley se sacó a raíz de los sobresueldos que se pagaban en cierta época a través de un sistema que se había montado denominado “MOP-Gate”. El origen es distinto, cual es que los funcionarios públicos que ejercían cargos de responsabilidad no recibían remuneraciones acordes con sus altas funciones. Se trataba de lograr que personas que se desempeñaban en el sector privado pasaran al sector público. Entonces, se montó todo un sistema de pago de estipendios absolutamente irregular, que probablemente venía de mucho tiempo antes del Gobierno de Ricardo Lagos Escobar.



Hago presente lo anterior para la historia fidedigna de la ley. Por lo menos quienes no tuvimos participación alguna en un acuerdo de esa naturaleza lo queremos decir con todas sus letras. Y no es menor dejar constancia en la historia de la ley en cuanto a que nosotros no participamos en acuerdos relacionados con transacciones por investigaciones de campañas. No sé con quién los habrá hecho el Gobierno, el Presidente de la época, si es que él los hizo -no me lo imagino-, o las autoridades encargadas de esa materia, pero, en todo caso, aclaro que no fue con Renovación Nacional.



En cuanto al otro punto, no hay ninguna duda de que debemos mejorar la legislación sobre cargos de Alta Dirección Pública. Y este Senado debiera hacer un esfuerzo en trabajar un proyecto de ley en ese sentido, pues me parece razonable mantener dos principios.



El primero consiste en que las personas que ocupan cargos de relevancia para llevar adelante las políticas públicas que se desea implementar deben tener afinidad con el gobierno de turno. Es una cosa evidente, obvia. Sea un gobierno con tendencia a querer un país con un fuerte estatismo, cuyas políticas públicas apunten a crear un Estado social democrático, sea un gobierno que prefiera una sociedad basada en la libertad y el emprendimiento, con un Estado que no tenga ese rol asfixiante sobre el sector privado y sobre las políticas públicas que se van a aplicar, es natural que los principales cargos se llenen en esa forma.



Lo que ocurre es que el procedimiento de destitución es muy malo. A veces los subrogantes ocupan sus cargos un año entero sin someterse a ninguna de las normas de la Alta Dirección Pública. Y eso, en gobiernos cortos de un cuadrienio, no guarda relación con la realidad, pues la persona que desempeña la función no ha cumplido con ninguna exigencia, salvo las mínimas que la ley establece para el cargo, sin que su calidad profesional se halle acreditada.



Además, antes que se me olvide, quiero decirle al Senador Lagos Weber que se equivoca profundamente cuando afirma que hay gente a contrata o a honorarios a la que no han echado. Yo le puedo señalar que en La Araucanía han despedido a personas, a contrata o a honorarios, siendo asistentes sociales. Las han echado, y las han echado como un perro, en menos de 24 horas. A los afectados les dicen: “Mire, usted se va”. Así de simple. Tuve la oportunidad de conocer, mucho tiempo atrás, a una de ellas, y era una brillante asistente social. Por lo tanto, no hagamos afirmaciones genéricas.



Lo que nos tiene que preocupar a nosotros es el futuro.



En mi opinión, señor Presidente, estos son temas de Estado. Hay que mejorar el Sistema de Alta Dirección Pública, para que algunos cargos sean ocupados, legítimamente, por personas con afinidad con el gobierno de turno; seleccionar bien cuáles son aquellos cargos; asegurarse de que los reemplazantes sean debidamente examinados y tengan sus calificaciones con prontitud, y procurar que tales cargos sean los menos posibles, de modo que la gran mayoría de las personas que ganen los concursos puedan permanecer en sus puestos sin importar quién asuma el poder.



Pero estamos frente a una legislación que merece una revisión desde hace mucho tiempo. Es una materia que no puede ser debatida en una sola reunión para posteriormente quedar en el aire. 



Termino, señor Presidente. 



Le pido un poco más de tiempo.



¡Le agradezco al señor Secretario por acordarse de darme un minuto más…! ¡Y sobre todo a usted, señor Presidente, que es de La Araucanía…!



Para finalizar, creo que la Mesa y los Comités debieran hacer un esfuerzo por constituir un equipo y preparar un buen proyecto. Porque estos son los legados que el Parlamento le puede dejar al Estado.



Lo que yo sugiero, entonces, sin duda, es perfeccionar la normativa existente, para evitar abusos y arbitrariedades y, a fin de cuentas, evitar que cada vez que cambie un gobierno comiencen las acusaciones de uno y otro lado (“que echaron a estos, que echaron a estos otros”), todo ello a la luz de la experiencia comparada en esta materia.



Es lo que quería comentar, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- No hay más inscritos, así que le pido al señor Secretario que consulte a la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la designación del señor Eduardo Abarzúa Cruz como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública (28 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Muñoz, Pérez (doña Lily), Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Letelier.

)------------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, quiero pedir la anuencia de la Sala con el objeto de acoger la petición de algunos señores Senadores en orden a tratar ahora dos proyectos de acuerdo relacionados con los pagos efectuados por los municipios por concepto de incremento previsional, dado el sentido de urgencia que ellos tienen.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

El señor ESPINA.- ¿Continuaremos viendo después los asuntos que figuran en la tabla? 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.



Entonces, pasamos al primer proyecto de acuerdo. 

ENVÍO DE NORMA ACLARATORIA DE DECRETO LEY Nº 3.501 EN LO RELATIVO A INCREMENTOS PREVISIONALES. PROYECTO DE ACUERDO
El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señora Allende y señores Larraín y Prokurica.





--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1662-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 18ª, en 14 de mayo de 2014.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del decreto ley Nº 3.501, de 1980, a fin de salvar las objeciones de la Contraloría General de la República a los pagos efectuados por las municipalidades por concepto de incremento previsional.
El señor TUMA (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.




--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor).



Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Espina, García, Larraín (don Hernán), Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de la Senadora señora Goic.



Pasamos al segundo proyecto.

SUSPENSIÓN DE TRÁMITES JUDICIALES INICIADOS POR ERRÓNEA APLICACIÓN DE DICTAMEN DE CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Bianchi y Chahuán.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1663-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 18ª, en 14 de mayo de 2014.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que estudie la posibilidad de suspender los trámites judiciales iniciados como consecuencia de la errónea aplicación del dictamen 8466, del año 2008, de la Contraloría General de la República, en contra de autoridades edilicias y funcionarios municipales mientras no se entregue una solución que contenga un criterio uniforme en la aplicación del artículo 2° del decreto de ley N° 3.501, de 1980.

El señor PROKURICA.- “Si le parece…”.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si le pareciera a la Sala, se aprobaría con la misma votación anterior.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Entonces, procederemos a votar.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Pérez (doña Lily) y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Se abstuvieron los señores Espina, Larraín (don Hernán) y Orpis.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para tratar a continuación el proyecto signado con el numeral 4 en la tabla?



Lo planteo porque el que figura en el número 3 requiere quórum especial para su aprobación y en este momento no lo hay.



Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, no tengo ningún problema en discutir la iniciativa que usted mencionó.



Eso sí, solicito que se acuerde colocar en el primer lugar de la tabla de la primera sesión de junio la iniciativa que regula las entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales, que se encuentra en el tercer lugar del Orden del Día de esta sesión.

El señor BIANCHI.- Me parece bien.

El señor ESPINA.- Conforme.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se acordaría que el proyecto que mencionó el Honorable señor Patricio Walker quedara en el primer lugar de la tabla de la sesión del martes 3 de junio próximo.

El señor ESPINA.- La Sala debe resolverlo.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Así es.

El señor ESPINA.- Perdón que abuse de su buena voluntad, señor Presidente. Pero deseo aclarar un asunto reglamentario.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- El Senador Patricio Walker pidió que la iniciativa que regula las entrevistas grabadas en video a menores de edad fuera vista en la primera sesión de junio. Sin embargo, él cometió un error involuntario al plantearlo, porque se puede tratar el martes de la próxima semana.



Este proyecto se debe discutir en general, pero su tramitación se halla detenida, porque requiere un montón de correcciones.



Y yo sugiero a la Sala que, como hay que pronunciarse en general y, obviamente, la iniciativa necesita ser perfeccionada, si no hay divergencias en esta materia en términos de que alguien esté en contra de la idea de legislar, se acuerde dejarla para el primer lugar de la tabla de la sesión del próximo martes, ya que el miércoles es 21 de mayo y debemos reunirnos para escuchar el Mensaje Presidencial.



Eso es lo que propongo.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para ello?



--Así se acuerda.
CREACIÓN DE FONDO CONCURSABLE DE APOYO DIRECTO AL ADULTO MAYOR
El señor TUMA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, con informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9156-32) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 9ª, en 15 de abril de 2014.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es crear un Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, que permita financiar iniciativas públicas o privadas a través de una subvención para la mantención de Establecimientos de Larga Estadía, Centros Diurnos y Cuidados Domiciliarios, cuyo propósito común es proteger el derecho a la salud funcional del adulto mayor, mejorar su integración en los distintos ámbitos de la sociedad e incrementar sus niveles de bienestar.



La Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar con los votos a favor de los Honorables señores Coloma, García, Lagos y Andrés Zaldívar, y con la abstención del Senador señor De Urresti.



El texto cuya idea de legislar se propone aprobar se transcribe en el primer informe del órgano técnico y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el propósito que se persigue es crear un Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor que permita financiar iniciativas públicas o privadas a través de una subvención para la mantención de Establecimientos de Larga Estadía, Centros Diurnos y Cuidados Domiciliarios, cuyo objetivo común es proteger el derecho a la salud funcional del adulto mayor, mejorar su integración en los distintos ámbitos de la sociedad e incrementar sus niveles de bienestar.



Creo que este proyecto constituye un aporte en orden a dar cumplimiento a los compromisos internacionales que ha asumido Chile en esta materia, especialmente en el contexto de Latinoamérica y el Caribe, con respecto a los cuales se ha trabajado la temática del envejecimiento y la vejez.



Es así como en 2012 nuestro país participó en la III Conferencia Regional Intergubernamental sobre Envejecimiento en América Latina y el Caribe, ocasión en la que se suscribió la “Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe”.



La presente iniciativa es fundamental para que los adultos mayores más vulnerables de Chile puedan asistir a centros diurnos a fin de desarrollarse, recrearse y compartir con otros, o de contar con cuidadores habilitados psicológica y físicamente para atenderlos, y así mejorar sus condiciones.


Asimismo, también es esencial para que, en caso de dependencia mayor o de situación de vulnerabilidad, violencia o maltrato, los adultos mayores puedan residir en lugares en donde se les brinden cuidados de largo plazo, acordes con sus necesidades.



Esta iniciativa se estructura sobre la base de tres títulos, en los que se establece la creación de un Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor.


En el Título I se dispone que los organismos del Gobierno central, las instituciones públicas, incluidos los municipios y las corporaciones municipales, como también las instituciones privadas sin fines de lucro inscritas en el Registro de Prestadores de Servicios Remunerados o no a Adultos Mayores, que administren uno o más Establecimientos de Larga Estadía, o uno o más Centros Diurnos, o que cuenten con experiencia en atención de adultos mayores dependientes, podrán optar a este Fondo en cada una de sus líneas de acción, las que se adjudicarán a través de concursos públicos.



En el Título II se explican las líneas de acción en las que se ejecutará el Fondo.



Y en el Título III se establecen las normas de financiamiento y supervisión de los proyectos que postulen al Fondo, y se dispone, en términos generales, que el SENAMA convocará a concurso público para cada una de las líneas de acción y que, una vez seleccionados los proyectos, se celebrará el convenio respectivo con las instituciones que se las adjudiquen.



Señor Presidente, considero que la iniciativa significa un paso adelante, que va en la línea correcta para que nuestros adultos mayores dispongan de una mejor calidad de vida, y ello habla de un país que se preocupa de las personas de la tercera edad.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tal como indicó el Senador Baldo Prokurica, este proyecto de ley es muy importante y busca fortalecer nuestras políticas de apoyo a los adultos mayores.



En este caso concreto, se pretende establecer un fondo concursable con el propósito de contribuir al financiamiento de tres tipos de acciones en favor de nuestros adultos mayores.



La primera tiene por objeto ayudar a financiar el funcionamiento de Establecimientos de Larga Estadía, que normalmente conocemos como “hogares de adultos mayores” u “hogares de ancianos”, los cuales muchas veces son administrados por instituciones religiosas o por otras entidades que no persiguen fines de lucro.



Se calcula que atender en la forma debida a un adulto mayor hoy tiene un costo aproximado de entre 600 mil y 800 mil pesos mensuales. Por ello, el proyecto instaura un fondo concursable, a fin de permitir que este tipo de instituciones -las existentes hoy y las que se creen en el futuro- puedan postular a sus recursos con el objeto de alcanzar esa cifra, aunque no necesariamente solo con esos dineros fiscales, sino también con la solidaridad de las personas que colaboran con aquellas.



De otro lado, hay adultos mayores que tienen sus casas y no requieren un hogar o un Establecimiento de Larga Estadía. Sin embargo, por el hecho de estar solos, necesitan un lugar al cual puedan llegar temprano en la mañana y retirarse por la tarde, donde puedan desayunar, almorzar, tomar once, y que les permita tener la certeza -es lo más importante- de que ingieren oportunamente y en la porción correspondiente los medicamentos que se les recetan. Esto es primordial, pues muchas veces los adultos mayores no recuerdan si se tomaron el remedio del día, y debe existir seguridad acerca de ello para que sus tratamientos sean efectivos. En tal sentido, el hecho de que durante el día haya personas a su cargo, quienes, además, garanticen su correcta alimentación, contribuye enormemente a su mejor calidad de vida.



Un tercer tipo de acción se denomina “Cuidados Domiciliarios”. Esto se refiere al cuidado de un adulto mayor y a su ayuda en sus labores habituales por parte de una persona que vive y permanece en su casa, a la cual probablemente no tiene cómo financiar.



En consecuencia, nos encontramos ante un muy buen proyecto. Con todo, pienso que tenemos que hacer un esfuerzo por mejorar los valores que considera, los cuales, a mi juicio, son todavía insuficientes. Pero aun así, esta iniciativa constituye un paso muy muy importante.



Nosotros sabemos que la población adulta mayor está creciendo. La soledad en nuestros ancianos, desgraciadamente, también aumenta y cada vez se hacen más necesarios los establecimientos de larga estadía o de atención diaria, y el cuidado domiciliario.



Por esas razones, señor Presidente, debemos votar a favor de esta iniciativa.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, hace algún tiempo, en una conversación que sostuve con un grupo de adultos mayores en la Región de Magallanes, una mujer, una amiga, quien ha tenido una vida muy sufrida, me decía: “Mira, Carlos, yo cuidé a seis hijos. Lo digo con orgullo, lo hice sola y saqué adelante a mi familia. ¡Pero seis hijos no son capaces de cuidar a una madre!”.



Esa era la reflexión que ella hacía en el sentido de que, a pesar de todo su sacrificio y esfuerzo, por las razones que fueran, no había tenido la suerte de que alguno de sus seis hijos pudiera protegerla y cuidarla durante los últimos años de su existencia.



Entonces, el problema de los adultos mayores tiene muchísimas aristas.



La primera que se me viene a la mente es algo por lo que usted, señor Presidente, el Senador que habla y todos los presentes en este Hemiciclo hemos venido peleando en el último tiempo: ¡el otorgamiento de pensiones dignas para nuestros adultos mayores! 



Queremos que no ocurra -tal como vemos todos los días- que en los últimos años de estos seres humanos cada uno de ellos sufra una etapa de carestía, que les complique la vida, al llegar apenas a fin de mes para pagar la totalidad de las cuentas del supermercado, de los remedios, de los consumos de luz, gas, agua. ¡Y ni hablar de la posibilidad de tener una entretención, porque simplemente no les alcanzan los recursos económicos!



¿Qué hacen los adultos mayores por lo menos en mi Región? Una vez a la semana se juntan, toman un tecito -lo que sobra lo llevan a su casa- y experimentan lo que bien describió el Senador García: la soledad, el saber que van quedándose solos en la medida que transcurren los años y que comienzan a vivir momentos tal vez mucho más duros.



En consecuencia, todo lo que se haga o se diga para optimizar, mejorar, dignificar los últimos años de existencia de los adultos mayores nunca será suficiente.



Por eso me alegra este tipo de medidas.



El proyecto que nos ocupa va a permitir que puedan participar o concursar por estos fondos organismos del Gobierno central, entidades públicas, incluidas las municipalidades y las corporaciones municipales y, dentro del ámbito privado, instituciones sin fines de lucro que, por supuesto, cumplan ciertos requisitos. 



¿Qué financia este fondo concursable y para quiénes? 



Las iniciativas de Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores (ELEAM) destinadas a apoyar a adultos mayores en situación de vulnerabilidad, de dependencia, o que sean víctimas de violencia o maltrato. Su objetivo es brindarles alimentación y convivencia integral; atención médica especializada; estrategias de integración a la comunidad y protección de sus derechos, y servicios de promoción del envejecimiento activo.



Asimismo, financia centros diurnos y cuidados domiciliarios, en todo lo señalado por los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Señor Presidente, en mi opinión, sería deseable que el 21 de mayo la Presidenta de la República le dijera al país que no solo existe una preocupación en materia del adulto mayor, sino que se emprenderá una acción concreta: la creación de una Subsecretaría o de un Ministerio del Adulto Mayor.



Soy un convencido de que debe existir una institución que no solo establezca programas que se encarguen de vez en cuando de mitigar la soledad, la pobreza, la dureza que enfrentan los adultos mayores.



Y no estoy haciendo ciencia ficción ni diciendo cosas que los Senadores desconozcan: todos ustedes participan activamente con comunidades de adultos mayores, conocen su realidad, van a sus casas. Debemos entender que nadie desearía encontrarse en las mismas condiciones de miles y miles de ellos, en esa situación desesperada de vida cuando, aparte de ir quedándose solo, ven que aumentan su precariedad y las dificultades que deben enfrentar en sus últimos años.



Por consiguiente, señor Presidente, por supuesto que voto este proyecto favorablemente con el mayor entusiasmo. Pero reclamo aquí la posibilidad de que el Estado de Chile lleve adelante dos acciones concretas.



Primero, la creación de un sistema previsional que permita dar dignidad a los últimos años de vida de nuestros adultos mayores. ¡No más abusos! ¡No más injusticias! ¡No más ver cómo nuestros queridos viejos se van empobreciendo al final de su existencia!



Segundo, un Ministerio o una Subsecretaría del Adulto Mayor, que concentre estos programas, con la finalidad de que sus recursos no se los lleven instituciones privadas que, por ahí, organizan una oncecita para nuestros pobres viejos y, con eso, dan por concluido su cometido. Es imprescindible que esos dineros vayan en directo beneficio de ellos, que lo necesitan mucho. 



Digo esto, porque conozco la realidad de mi Región de Magallanes, porque conozco a mis viejas y a mis viejos, con los que suelo compartir mucho. Y, sinceramente, apena ver la dura situación de pobreza que deben enfrentar en los últimos años de su vida. 



He dicho. 

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra la Senadora señora Goic. 

La señora GOIC.- Señor Presidente, me correspondió discutir este proyecto largamente en la Comisión del Adulto Mayor de la Cámara de Diputados, así que conozco bien su historia y tramitación. 



Bien vale la pena hacer, primero, una referencia general sobre la materia.



Me parece que nadie puede discutir la prioridad que para el país tiene abordar la temática del adulto mayor y los servicios sociales y de apoyo vinculados a ello. 



Una de cada cuatro personas de 60 años o más requiere la ayuda de alguien para la vida diaria. Este dato -en la sesión de la mañana lo discutimos a raíz de las demandas en salud que enfrenta nuestro país-, sin duda, precisa definir una política de Estado respecto del adulto mayor, en la cual estamos bastante al debe, por lo que debemos apretar el acelerador.



En particular, debe revisarse el enfoque que se ha dado a los centros de día, como bien se ha planteado acá, para frenar la disminución de capacidad funcional y la dependencia que afectan a los ancianos; fortalecer las medidas sobre cuidados domiciliarios, y crear más centros de larga estadía, como alternativa para aquellos adultos mayores que hoy día están solos, porque fueron abandonados, como sucede muchas veces, o porque sus familias no pueden hacerse cargo de ellos. 



Nadie podría estar en contra de la idea central de generar recursos para este sector. Muy por el contrario, lo que uno busca es, precisamente, que se cuente con más alternativas. 



Al respecto, quiero recordar lo realizado durante la Administración anterior de Michelle Bachelet en Magallanes. Fue la primera Región en tener un establecimiento de larga estadía para adultos mayores (ELEAM) con financiamiento público. Con eso lideramos un proceso que implicó la construcción de recintos similares en otras regiones. 



Después pensamos en crear un centro de día. Ha resultado un poco más difícil llevarlo a cabo. Hoy día tenemos con la Universidad de Magallanes un proyecto parecido, pero de menor entidad en términos de cobertura.



Por lo tanto, conozco largamente el tema, y con bastante detalle.



Señor Presidente, quiero pedir segunda discusión para este proyecto, a objeto de volver a analizar su contenido. Me parece que, en cosas específicas, bien vale la pena escuchar la opinión del Ejecutivo. Es necesario saber cómo engarza lo propuesto con la política actual hacia el adulto mayor, que muestra énfasis distintos respecto de lo planteado por el Gobierno anterior. 



Sin ir más lejos, ayer se dio por cumplida la medida N° 13 de la Presidenta de la República con la confirmación de que se crearán 15 establecimientos para adultos mayores a lo largo del país, recintos que tendrán financiamiento público. Ante ello, razonablemente uno se pregunta cómo encaja este anuncio con lo que propone la iniciativa en debate.



Se comprometió en cada una de las regiones del país la construcción de un centro de día o de un establecimiento de larga estadía. 



Cabe destacar el caso de Magallanes, donde vamos a contar con un recinto de 5 mil 700 metros cuadrados para un centro de día, proyecto que -insisto- pudimos haber tenido antes y que es muy muy importante para los adultos mayores.



Me preocupan las rigidices que presenta el texto propuesto -ello avala la petición de segunda discusión-, como el relativo al financiamiento de los centros de larga estadía. 



En dichos establecimientos, según lo señalado por el Senador García, el costo para mantener mensualmente a un adulto mayor oscila entre 600 mil y 800 mil pesos. En el caso del recinto de Punta Arenas, el valor es un poco más bajo, pero se halla financiado íntegramente por el Servicio Nacional del Adulto Mayor.



No obstante, los montos mensuales establecidos en el artículo 11 del proyecto para tal efecto van desde 75 mil a 120 mil pesos. Entonces, cabe preguntarse qué tan sostenible puede ser esta proposición con ese rango de costos. 



Entiendo que sobre la materia había mucho interés de parte de instituciones como el Hogar de Cristo, la Fundación Las Rosas, la Sociedad San Vicente de Paul, las que trabajan con adultos mayores y requieren financiamiento. 



Sin embargo, estimo que los fondos que deben figurar en la ley tienen que permitir garantizar los servicios de calidad que requieren nuestros adultos mayores. De lo contrario, se hará todo con lo justo; más todavía, si se establecen montos fijos tan subvalorados para cubrir las necesidades efectivas de aquellos y los costos de mantención.



En el caso de los centros de día, el financiamiento propuesto en la iniciativa va desde los 40 mil hasta los 50 mil pesos mensuales, aproximadamente, en circunstancias de que el programa que hoy día funciona en Magallanes, financiado por el SENAMA, considera 75 mil pesos para el mismo ítem. Ello, sin considerar las diferencias ocasionadas por los mayores costos que se pagan en las regiones extremas. 



Ahora, tratándose de los cuidados domiciliarios, el aporte del Fondo propuesto oscila entre 12 mil y 20 mil pesos. Cabe preguntarse qué capacidad tiene una institución, con esa cuantía de recursos, para apoyar en dicha función a la familia o a los cuidadores -al respecto existe todo un tema por analizar-, labor que mayoritariamente desempeñan las mujeres. 



Entonces, aquí tenemos una tremenda oportunidad para hacernos cargo de un tema país, que, aparte de los aspectos demográficos y de salud, implica una definición política y otra en el ámbito de los recursos. 



Debemos analizar lo que se propone, pero en concordancia con la política que se está planteando a nivel nacional sobre el particular. De ahí que me encantaría escuchar las opiniones de la Ministra de Desarrollo Social y de la Directora del SENAMA, a fin de contar con una visión más de fondo. 



Asimismo, para tranquilidad de los colegas que no conocen el detalle de la iniciativa, hago presente que el financiamiento de este año para las instituciones respectivas se encuentra cautelado. Incluso, en el caso de los centros de larga estadía, a fines del año pasado se adjudicaron los proyectos en modalidad de programas bianuales; o sea, para este y el próximo año. 



Por lo tanto, no existe ningún riesgo en materia de financiamiento. 



Sobre el particular, uno valora el trabajo desarrollado por instituciones de caridad, con interés social, como las que señalé, que en muchos casos suplen lo que no hace el Estado. 



Pero -insisto- este asunto debe ser visto de manera más integral. Se requiere definir cómo el Estado se hará cargo del envejecimiento de la población y de los servicios sociales para adultos mayores. 



De otro lado, en la discusión se ha planteado la necesidad de fortalecer la institucionalidad del SENAMA, que, a mi juicio, también es un desafío pendiente. 



Cuando me reúno con adultos mayores, siempre cuento que tuve la suerte de partir trabajando, como asistente social y profesional, en el SENAMA de mi Región. Ahí me tocó ver problemas de los adultos mayores. Pero también me ocupé de lo relativo a la infancia, a las mujeres y a los indígenas, cuando fui Seremi de Planificación en Magallanes. 



He visto cómo la institucionalidad ha ido fortaleciéndose, pero, sin duda, falta mucho en términos de recursos humanos y de facultades. Soy partidaria de mejorar esa realidad. 



Conversamos entre nosotros muchas veces durante la campaña electoral -y también con la Administración anterior- sobre la posibilidad de avanzar en la creación de una Subsecretaría del Adulto Mayor, para robustecer la capacidad del Estado a lo largo del territorio en el trabajo con los adultos mayores, mediante el planteamiento de políticas y la coordinación de la institucionalidad pública pertinente.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero complementar la petición hecha por la Senadora Goic, pero en un sentido distinto. 



Prefiero que no haya segunda discusión, sino que el proyecto se envíe de vuelta a la Comisión para un nuevo informe, porque es ahí donde se debe realizarse el debate. 



¿Cuál es el motivo de mi solicitud? 



Considerando muy loable la intención de la iniciativa, el problema de fondo radica en el enfoque: ¿queremos un Estado subsidiario o uno que garantice derechos? La Nueva Mayoría desea uno que garantice derechos, en particular los de los adultos mayores. 



El modelo en que se basa el proyecto, como lo detalló con tanta claridad la Senadora Goic, es subsidiario, porque las instituciones colaboradoras deberán postular por recursos para no tener a nuestros adultos mayores en condiciones de precariedad, lo cual es impropio del nivel de desarrollo que muestra el país. 



Se ha propuesto una normativa con buenas intenciones. La creación de un Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, destinado a establecimientos de larga estadía, a centros diurnos y a cuidados domiciliarios, me parece muy muy importante.



Hay una tremenda necesidad -vale la pena decirlo- de que se vayan construyendo recintos de larga estadía. En tal sentido, aplaudo el anuncio hecho por la Presidenta Bachelet días atrás. Mientras algunas regiones ya tienen cierta experiencia en ese ámbito, la mayor parte del país carece de ese tipo de infraestructura. ¡Y para qué hablar de los centros diurnos!



Pero el problema más profundo estriba en que requerimos una definición de política para el adulto mayor que esté inserta en el sistema de protección social.



Así como, en un primer capítulo -por así decirlo-, se institucionalizó el sistema Chile Crece Contigo y, en un segundo momento -la primera iniciativa que se tramitó en este Gobierno-, se aprobó la ley  que aseguró el “bono marzo” y el “bono de invierno” como derechos garantizados, precisamos definir políticas más permanentes para los adultos mayores en las áreas que mencioné.



Señor Presidente, cuando uno nota lo que ha pasado en materia de infancia, con tribunales de familia que no tienen dónde derivar a niños que se encuentran en situación de abandono y que requieren un sistema de cuidados; cuando en los últimos cuatro años hemos sido testigos del retiro del apoyo estatal a instituciones que cumplían una función de cooperación; cuando se mira cómo cierran muchos centros de menores y varios establecimientos de apoyo para adultos mayores a causa de los financiamientos precarios (incluso, los de CONAPRAN, del Hogar de Cristo y de otras instituciones), uno ve en este proyecto que nos mandó el Gobierno del Presidente Piñera una lógica que no creo que sea la correcta.



Insisto: lo propuesto se basa en un modelo de subsidiariedad, de complementación de fondos. Se piensa que las instituciones colaboradoras van a conseguir fuentes de financiamiento en otros lados. Y eso no va  ocurrir.



Si uno observa lo sucedido con las instituciones de iglesia, que son las que más cooperan en esta materia, se da cuenta de que tienen tremendos problemas de financiamiento para mantener sus centros. Los sacan adelante con tremendos sacrificios.



En tal contexto, señor Presidente, y porque considero fundamental la definición de una política permanente respecto del adulto mayor, la que debe ser de dignificación de su realidad y no de precarización en ese último tramo de la vida, solicito que el proyecto vuelva a Comisión para un nuevo informe, a fin de escuchar a las autoridades que indicó la Senadora Goic: a la Ministra de Desarrollo Social y a la Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Dado que nuestro Reglamento establece el derecho a pedir segunda discusión y así lo ha requerido la Senadora señora Goic, debo acoger la solicitud.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor TUMA (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, es que hay dos planteamientos.



Por su intermedio, consulto a la Senadora Goic si estaría dispuesta a retirar su petición, de forma tal que, en vez de segunda discusión, el proyecto vuelva a Comisión para un nuevo primer informe.



¿Se puede resolver el punto ahora o lo dejamos pendiente para la próxima sesión, ya que casi termina el Orden del Día?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Le reitero, señor Senador, que, una vez solicitada la segunda discusión, solo me queda acogerla. 



Además, no puedo tomar acuerdos ahora por una cuestión de quórum.

El señor LETELIER.- ¿Me permite una consulta reglamentaria, señor Presidente?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Considerando que la segunda discusión se realizará el próximo martes (porque, conforme al Reglamento, esta debiera quedar para la sesión ordinaria siguiente), en esa ocasión ¿podría acordarse que el proyecto volviera a Comisión para un nuevo informe? 



Si no es así, sugiero continuar con la discusión.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solo si fuera posible volver la iniciativa a Comisión, retiraríamos la solicitud.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No hay quórum para adoptar acuerdos. 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Entonces, solo cabe acoger la petición hecha por la Senadora señora Goic.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora GOIC:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole PRIORIZACIÓN PARA ESTABLECIMIENTO DE CENTRO DE FORMACIÓN TÉCNICA DE CARÁCTER PÚBLICO EN REGIÓN DE MAGALLANES.


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Educación, requiriéndole información sobre INCORPORACIÓN Y ELIMINACIÓN DE DETERMINADOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES EN NÓMINA FINAL PARA IMPLEMENTACIÓN DE PLAN DE EQUIPAMIENTO TÉCNICO PROFESIONAL 3.0.



Del señor QUINTEROS:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole ENSANCHAMIENTO DE RUTA ENTRE RALÚN Y COCHAMÓ Y ASFALTO DE KILÓMETROS RESTANTES.
)------------(

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON CARLOS ALARCÓN VEGA
El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, corresponde rendir homenaje al destacado comunicador radial y consejero regional de Valparaíso, don Carlos Alarcón Vega, recientemente fallecido.




Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, miembros de la familia de Carlos Alarcón Vega, representantes de nuestra querida radio Festival:



En nombre del Partido Renovación Nacional, del Partido Unión Demócrata Independiente y de los Senadores señora Lily Pérez y señor Ignacio Walker, rindo un sentido homenaje al distinguido comunicador social, amigo e integrante del Consejo Regional de Valparaíso, don Carlos Alarcón Vega, conocido popularmente como “Superocho” Alarcón, cuyo deceso se produjo el 20 de abril pasado en Viña del Mar, su ciudad natal, a la que tanto quiso y que le ha prodigado un merecido cariño al mantener aún un grato recuerdo de su persona.



Por eso, los cuatro parlamentarios de la Quinta Región queremos homenajear a este hombre, que aportó muchísimo.



Desde su nacimiento, en 1959, evidenció gran talento artístico. Con el paso de los años, demostró sus dotes humorísticas cuando se integró al desaparecido trío denominado “Los Sheltons”, agrupación con la cual participó en muchos festivales estudiantiles de diferentes comunas de nuestra Región.



Posteriormente, contrajo matrimonio con doña Jacqueline Quinteros, quien nos acompaña esta tarde, e ingresó a trabajar en el departamento de ventas de una prestigiosa industria de cecinas.



Sin embargo, por considerar que su verdadera vocación era el mundo de las comunicaciones, decidió aplicar en este campo su gran talento y creatividad.



Fue así como en 1979, en los estudios de la radio Valentín Letelier, dependiente en aquella época de la Universidad de Chile, rindió examen de locución ante una comisión compuesta por representantes de la Inspección del Trabajo, del Sindicato de Locutores de Chile y de la Asociación de Radiodifusores de Chile. Lo aprobó y obtuvo su carné de locutor profesional.



Hizo sus primeras armas como tal en la antigua radio Valparaíso, donde sacó a relucir su talento en la conducción de diversos programas que animó con gran profesionalismo y capacidad, lo cual le granjeó el respeto de sus colegas y el afecto de sus auditores.



En 1983, se integró a la radio Festival, de Viña del Mar, en la que llegó a constituirse en un verdadero símbolo de sus programas, los que cuentan desde hace casi cuarenta años con vasta audiencia, no solo en Viña, sino también en las demás comunas de la Región y en otras zonas de nuestro país.



Durante esos años animó varios programas en diferentes horarios, destacándose en los denominados “Show 127” y “Festivalazo”, entre otros, donde compartió micrófono con otras experimentadas figuras del mundo radial, todo lo cual hizo crecer la sintonía de esa emisora, a la que llamaron “la radio en colores”.



Entusiasmado por asumir otros desafíos, en 2005 emigró de dicha estación radial para desempeñarse como locutor y animador de programas en las radios Agricultura y Punto 7, de Valparaíso, en las cuales también me tocó acompañarlo.



Pero su entrañable cariño por la radio Festival lo hizo volver a trabajar en ella en 2011, donde asumió la conducción de programas de alta sintonía, como los ya mencionados Show 127, Festivalazo y Gran festival de recuerdos, en los que hizo gala de su siempre creciente calidad profesional y de su destacable sello de solidaridad y disposición a participar en cuanto acto de beneficio existiera en nuestra Región.



Asimismo, incursionó en la animación de diversos festivales, tales como el del Huaso, en Olmué; el del Cantar del Hombre de Mar, en Concón; el de la Nueva Ola Chilena, en Villa Alemana; el del Cantar Juvenil, en Viña del Mar; asimismo, de la Fiesta de la Cerveza, en Limache; de muchos eventos en las comunas de Quilpué, Zapallar y Quintero; e igualmente, de innumerables reuniones y fiestas de grandes empresas nacionales, en las que destacó por su dominio de los escenarios y la gran atracción que concitó en sus auditorios.



Su gran anhelo fue animar el Festival Internacional de la Canción de Viña del Mar, para lo cual tenía sobrados e indiscutibles méritos. No lo logró, lamentablemente, por razones propias de la organización de dicho evento. Por cierto, habríamos tenido la oportunidad de contar con un auténtico viñamarino animando ese certamen.



Recuerdo que empujamos una campaña para que “Superocho” lo consiguiera. Y me dijo: “Mira, Pancho, no llegamos al Festival de la Canción, ¡pero al menos llegamos al Festival de la Cebolla...!”.



No obstante ello, logró otro reconocimiento que lo llenó de alegría y legítimo orgullo -a eso me referí recién-: su amigo y colega de la radio Carlos Williams irrumpió en plena conducción de una de las jornadas del Festival de la Cebolla, en la Quinta Vergara, para entregarle una Gaviota con motivo de cumplirse el vigésimo aniversario del comienzo de su vida artística. Ello le valió una ovación del público asistente.



El talento que exhibió con creces en la conducción radial y de eventos artísticos lo plasmó asimismo en su solidaridad con los demás, virtud que demostró con un espíritu innato de ayuda desinteresada a los sectores más postergados y vulnerables de la comunidad regional. Para tal efecto el micrófono le sirvió de valiosa herramienta social.



Así, por ejemplo, siempre se le vio muy preocupado por la calidad de vida de los residentes de los distintos campamentos que pueblan nuestra ciudad de Viña del Mar.



Un botón de muestra de ese espíritu solidario y de amor al prójimo lo constituye una visita que hizo a una pareja de ancianos postrados y ciegos, quienes sintieron una inmensa alegría al notar su presencia. 


En todo caso, era común ver a “Superocho” Alarcón no solo en visitas como la mencionada, sino también alentando campañas solidarias y de ayuda a la comunidad destinadas a juntar recursos para una operación médica u otros menesteres.



Otro ejemplo es el de un niño de Valparaíso que se encontraba en estado vegetal y recibió su visita: al escuchar la voz de “Superocho” Alarcón experimentó una alegría descontrolada.



Todas estas virtudes de hombre bueno, noble, y que irradiaba sus sentimientos hacia sus semejantes, especialmente hacia los más modestos, hicieron que se le ofreciera la posibilidad de postular a consejero regional en las primeras elecciones para cargos de esa índole que se realizarían el año 2013. Finalmente lo concretó, integrando la lista del Partido Por la Democracia, en calidad de independiente. Fue elegido en noviembre del año pasado con la segunda mayoría en la circunscripción electoral conformada por las comunas de Viña del Mar, Concón, Quintero y Puchuncaví.



Ese apoyo ciudadano constituyó, a no dudarlo, una validación de la tremenda credibilidad que Carlos Alarcón tenía entre los sectores más postergados de aquellas comunas, que con toda justicia reconocieron su acción solidaria a través del importante medio de comunicación social que es la radio, y en particular, la Radio Festival.



Lamentablemente, alcanzó a ejercer durante muy poco tiempo su función en el Gobierno regional, dada la dolencia cardiaca que lo afectó y a consecuencia de la cual se registró su deceso, a una edad en que todavía estaba en condiciones de aportar mucho más a la comunidad.



Yo estuve en el hospital Gustavo Fricke la noche anterior al desenlace. Y tuve la oportunidad, también, de hablar telefónicamente con uno de sus hijos: se encontraba muy tranquilo. Pero, finalmente, la muerte se llevó a un gran hombre en forma muy inesperada.



Sin lugar a dudas, su gran espíritu solidario y de ayuda social lo habría aplicado en forma entusiasta para colaborar con las víctimas de la inmensa catástrofe provocada por el incendio que afectó a la parte alta de Valparaíso el 12 de abril pasado. Incluso, se hallaba preparando un evento para ir en ayuda de las tantas familias porteñas afectadas por ese drama. Ello que demuestra la capacidad humana de nuestro amigo Carlos.



Fue un hombre alegre, de gran bonhomía, franco, sin dobleces, captador de afectos, que no generaba enemistades; por el contrario, solo concitaba cariño y admiración.



Carlos formó junto a su esposa, Jacqueline, una hermosa familia, constituida además por sus hijos, Carlos Javier, Juan Pablo y Lucas, y su nieta, Ignacia, hija del primero. A todos los amó entrañablemente. Y, por cierto, ellos lo extrañan inmensamente: nunca olvidarán las enseñanzas que les dejó ese gran hombre.


Asimismo, Carlos Alarcón supo integrar a su familia a sus actividades creativas. En efecto, con su esposa, Jacqueline, y sus hijos Carlos Javier y Juan Pablo conformaron la productora Ocho Pro.



Además, fueron devotos de la Virgen de Pompeya y asiduos visitantes del Cristo de Tabolango, porque se sentían agradecidos de la vida y de las oportunidades que les había prodigado, especialmente en lo que se trata de ayudar a la comunidad.



Las exequias de Carlos “Superocho” Alarcón constituyeron una demostración palpable del inmenso cariño que le profesaban diversos sectores de la comunidad, al punto que la iglesia de la Orden Carmelita en Viña del Mar no dio abasto para contener a las más de tres mil personas que asistieron a la celebración eucarística fúnebre que ofició el Obispo de Valparaíso.



A ellos hay que añadir el millar de personas provenientes de todos los sectores sociales, quienes con anterioridad a esa ceremonia concurrieron a visitar la capilla ardiente, ubicada al costado del templo, donde le dieron su adiós postrero.


Antes de que el cortejo enfilara hacia su última morada, en el Cementerio Parque del Mar -Camino Internacional-, su féretro circuló -acompañé el recorrido- por diversas calles céntricas de la ciudad, pasando frente a su querida Radio. En todas esas arterias fue saludado por numerosas personas que agitaban pañuelos blancos y pancartas con afectuosas frases de despedida. Porque todos esos sectores de la comunidad agradecieron a Carlos “Superocho” Alarcón lo mucho que hizo por el mejoramiento de la calidad de vida de los más desposeídos.



Fue así como en su funeral cosechó lo que sembró con honestidad, humildad, solidaridad y una auténtica vocación de servicio público, que ejerció desde su ámbito de acción: la comunicación radial y la animación de eventos, donde sobresalió por su simpatía, carisma y cercanía con su auditorio. 



Estoy cierto de que su familia sabrá conservar incólume el legado que deja, conformado por la acción solidaria constante, llevada a cabo en el mundo de las comunicaciones durante más de treinta años, que lo caracterizó.


Por ello, junto con saludar a su familia con todo mi afecto, los insto a continuar la senda trazada por Carlos “Superocho” Alarcón, a quien le rindo este sencillo homenaje, porque se ha ganado con toda justicia el sitial que el Todopoderoso tiene reservado para los hombres buenos y nobles.



Yo quiero despedir en lo personal a mi amigo Carlos Alarcón: que su ejemplo sea el motivo que guíe a todas las personas que hoy día se desempeñan en la radio, para que puedan compartir con él ese afán de solidaridad, que no solo ha sido el sello de “Superocho”, sino también el de Radio Festival.



Muchas gracias.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- En el marco del homenaje que el Senado rinde a don Carlos Alarcón Vega, recientemente fallecido, le ofrezco la palabra al Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Eugenio Tuma, Vicepresidente del Senado; estimados amigos parlamentarios; señor Oscar Sumonte, Alcalde de Concón; familia de don Carlos Alarcón Vega: doña Jacqueline Quinteros, Carlos Javier, Juan Pablo y Lucas; señora Rossana Chiesa, directora gerenta de Radio Festival; señores Carlos Williams y Juan Alberto Sepúlveda, locutores de ese medio de comunicación:



Yo tuve el privilegio de hacer un recuerdo de Carlos Alarcón el día en que lo despedimos. Y le agradezco a su familia por la oportunidad que me brindó y por la confianza que puso en mí al permitirme dirigir las palabras que expresé.



Es para mí un verdadero honor tributar ahora este homenaje en el Senado, en mi nombre y en del Senador Ignacio Walker, quien nos acompaña en la Sala.



Rindo tributo al hombre, al comunicador, al servidor público, al ciudadano y amigo, a quien se entregó en cuerpo y alma a su vocación de comunicador social y popular.



Se trata de Carlos Alarcón Vega, conocido popularmente como “Superocho” Alarcón. 



Nació el 6 de febrero de 1959 en la ciudad de Viña del Mar. Se crió y creció en su barrio de toda la vida: la población Vergara, de Forestal, donde jugó sus primeros partidos de fútbol; incluso, llegó a vestir la tricota del Club Deportivo Forestal. 


Sus primeros estudios los cursó en los colegios viñamarinos Agustín Escobar y Rubén Castro.


Fue en esa alegre e inocente etapa de la niñez que Carlos y Jacqueline se hicieron amigos, y amigos inseparables. Y eso derivó en 34 años de vida en común, fruto de la cual nacieron Carlos, Juan Pablo y Lucas.



A fuerza de perseverancia, de coraje y de su característico empuje, Carlos logra estudiar locución. Para costear sus estudios trabaja de vendedor itinerante, con la ilusión de llegar pronto a ejercer su gran pasión: la comunicación radial.



Y fue en la Radio Festival, su emisora de toda la vida, donde dio sus primeros pasos como radiodifusor. 



Un remplazo en un programa deportivo le permitió a ese talentoso comunicador comenzar a mostrar sus atributos, los cuales muy pronto le posibilitaron llegar a ser un pilar fundamental de la popular “Radio en Colores” y un emblema de la comunicación popular de nuestra Quinta Región.



También se desempeñó en Radio Agricultura y en Radio Punto 7. Pero, sin lugar a dudas, la Radio Festival fue su domicilio y la familia de siempre; desde ahí se le podía escuchar con su alegre voz, que acompañó durante años la rutina del pueblo costero y de la ciudadanía del interior de la Región de Valparaíso.



Muchas cosas podemos decir de Carlos. Ciertamente, que era un hombre con una enorme empatía con los problemas de los viñamarinos. Y eso se vio reflejado en el cariño que le demostraron durante muchos años y al momento de su despedida.



Como comunicador social, llegó a ser una de las personas con mayor credibilidad entre la ciudadanía. Era objeto del profundo respeto de sus auditores, por el trabajo en terreno que realizaba.



El cariño que los auditores le demostraron día a día al “Superocho” era inconmensurable: un cariño honesto, que lo reconocía como a un par, como parte de cada familia que diariamente se entretenía con su alegre voz.



Fue esa misma gente la que hace algunos años -como señaló el Senador Chahuán- se organizó y recolectó miles de firmas para solicitar que Carlos Alarcón animara el Festival de la Canción de Viña de Mar. No llegó a conducir el principal festival de Chile, pero el año 2001 fue nombrado jurado del certamen.



Carlos Alarcón, ciertamente, no animó el Festival de Viña. Sin embargo, durante diecisiete años animó otro, el más popular de la Ciudad Jardín, el verdadero festival de Viña del Mar, de sus cerros y de sus quebradas: el Festival de la Cebolla, que fue la plataforma donde “Superocho” compartió con artistas populares y vecinos. 



Y es que Carlos no solo ejercía la comunicación desde el locutorio radial: también recorría cerros y plan conversando con vecinos y ofreciéndose para cuanta actividad solidaria surgiera. Para él su Región era prioridad, y desde ella siempre mantuvo su navegar. El “Superocho”, animando platos únicos, cenas bailables, bingos y conciertos para ir en ayuda de quienes la necesitaban, salió de la radio y se desplazó por nuestra ciudad.



Fue un locutor y animador que prefirió el escenario natural de las poblaciones a ciertas luces y megaescenarios de la fama. 



Porque Carlos Alarcón asumía la comunicación primero como un compromiso con los más necesitados: para él era un compromiso con el día a día, con la pena de la dueña de casa, con la alegría de los obreros durante el fin de semana y con el agotador recorrido del conductor de la micro.



Porque la solidaridad de nuestro “Superocho” no requería cámaras ni registros: era parte de su esencia.



Destaco la labor de ayuda y cooperación que el fallecido locutor brindó durante años al Sanatorio Marítimo de Viña del Mar. Eso le significó, a petición de su Director, recibir la bendición directa del Papa Juan Pablo II.



Fue esa misma vocación de servicio la que motivó a Carlos Alarcón a asumir el desafío de postularse y desempeñarse como consejero regional por la comuna de Viña del Mar. El cariño por los suyos, por su gente, lo llevó a tomar la responsabilidad de gestionar y administrar su ciudad desde el Estado.



Eso se lo agradezco enormemente, pues no es fácil, en los tiempos que vivimos, asumir desafíos políticos institucionales. Carlos no necesitaba de ello, pues tenía una vida profesional consolidada. Esa fue una decisión muy meditada, que la llevó adentro por mucho tiempo.



Antes de ser consejero regional evaluó presentarse como concejal por Viña del Mar. Finalmente tomó aquella determinación. 



Es cierto que muchos lo empujamos a embarcarse en las turbulentas aguas de una elección popular. Pero no dudó en aceptar el desafío. Y su debut como candidato no pudo ser mejor: logró una tremenda primera mayoría de votos en la última elección de consejeros regionales “sin haber salido nunca en televisión”. Fueron su nombre y su voz los que hicieron la campaña. Y, como decía su eslogan, él era un “Súper CORE”.



Doy fe del trabajo que Carlos estaba comenzando a desarrollar en el Consejo regional. Se encontraba motivado y feliz de estar sirviendo a Viña del Mar e incidiendo en su futuro.



La repentina y pronta partida de nuestro amigo y compañero nos debe hacer reflexionar.



Carlos Alarcón -si me permiten la analogía- fue el Chile descentralizado: ese que construye región desde el territorio; aquel comunicador que escucha y convive con el ciudadano; el hombre que hizo de la radio una institución al servicio de la comunidad.



En tiempos de total y extrema frivolidad, competencia y sensacionalismo de los medios de comunicación masivos, invito a tomar el ejemplo de nuestro “Superocho”: comunicar es educar, compartir y amar. Ese era su eslogan.



Comunicar también es resguardar la identidad local y favorecer a los más desposeídos.



Carlos fue conocido como un hombre fuerte y consecuente, emprendedor y talentoso, que se perfiló durante toda su vida como alguien capaz de superar los obstáculos que fueran surgiendo. Desde niño supo que el sacrificio y el esfuerzo eran las herramientas válidas para salir adelante. Debió trabajar como vendedor itinerante para pagar sus estudios. Así, el joven locutor del cerro Forestal se convertiría en una de las figuras populares más importantes en la historia de la Quinta Región en materia de comunicación radial.



¡Cómo olvidar su sonrisa contagiosa y esa energía envidiable que llevaba a todas partes! Porque se preocupaba no solo de hacer un buen trabajo, sino además de subirles el ánimo a quienes lo necesitaban.



Siempre miraba la mitad llena del vaso; no era que no viese la mitad vacía: él destacaba la mitad llena. 



Siempre tuvo un buen gesto. Trataba a todos los demás de la misma forma, sin hacer distinciones de ningún tipo. 



Creo que solamente una vez lo vi sin llevar puesta una corbata: era muy formal.



Quiero dirigirme a sus colegas de Radio Festival. 



Entiendo que hoy los micrófonos de esa radioemisora siguen de luto, pero no en silencio. Ustedes deberán cargar con la responsabilidad que Carlos nos deja a todos, humildemente. Espero que puedan seguir con ese estilo cercano con la ciudadanía y que continúen con la noble misión de hacer un puente entre las demandas de la sociedad local y las soluciones que deben dar las autoridades.



También me dirijo en particular a Jacqueline, su esposa y compañera de vida. Porque Carlos deja una gran familia, compuesta además por sus hijos, Juan Pablo, Carlos y Lucas. Nosotros nos comprometemos -como lo señalé en su oportunidad- a apoyarlos, a darles aliento y a sobrellevar esta pena larga que los acompaña y los acompañará siempre. Lo único que puedo decirles, para darles un poco de tranquilidad, es que Carlos era una persona íntegra que nos dio lecciones de humildad y, por sobre todo, nos enseñó que con una sonrisa y optimismo nos puede cambiar el día.



Hoy queda un vacío en la Quinta Región en términos comunicacionales. Ciertamente, no será lo mismo la radio en Viña y Valparaíso sin el “Superocho”. Algo de estas dos ciudades parte con Carlos Alarcón.



¡Nosotros, que hoy te despedimos, debemos asumir que la vida es un instante pasajero y que es difícil que las cosas buenas perduren!



Hoy rindo homenaje a un amigo y compañero. Y quisiera agradecer, mirando a su familia y a sus amigos hoy presentes, la oportunidad de haberlo conocido. Pocas veces se nos da la posibilidad de conocer a personas como Carlos, hombres con su manera de enfrentar la vida: ¡siempre con la sonrisa en los labios y una mano abierta para entregar!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- De esta forma el Senado ha rendido tributo al comunicador social don Carlos Alarcón Vega, recientemente fallecido.



Expresamos nuestro saludo y nuestras condolencias a sus familiares y amigos y a los medios de comunicación que nos acompañaron en esta jornada de homenaje en su memoria.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Socialista, Independientes y Partido MAS, Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente y Partido Demócrata Cristiano e Independiente, ningún señor Senador interviene.

)------------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:18.









Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 362
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 14ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE MAYO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurre, asimismo, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón. Asiste, también, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 11ª, ordinaria, de 22 de abril; 12ª, especial, y 13ª, ordinaria, ambas de 23 de abril, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Ocho de S. E. la señora Presidenta de la República:


Con los dos primeros, da inicio a los siguientes proyectos de acuerdo:


1.- El que aprueba el “Acuerdo por el que se sustituye el Anexo I del Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina de 2009”, suscrito entre las mismas partes, por cambio de notas, fechadas en Santiago, el 23 de agosto de 2013 (Boletín Nº 9.331-10).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito en Washington, el 5 de junio de 2013 (Boletín  Nº 9.332-10).


- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica la ley     N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, disponiendo funciones y atribuciones para el Presidente del Consejo Regional (Boletín N° 9.294-06). 


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


2.- Proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).  


Con los tres últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


2.- Proyecto de ley sobre seguridad privada (Boletín N° 6.639-25).


3.- Proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica (Boletín N° 9.155-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de S. E. la señora Presidenta de la República:


Con el primero, pide que se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 21 de mayo próximo, con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la Nación, y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 09:30 horas de dicho día.


- Se accede a lo solicitado.


Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (Boletín N° S 1.656-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. 


- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Con el último, requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública al señor Eduardo Abarzúa Cruz, hasta el 29 de julio de 2016, en reemplazo del señor Rodrigo Egaña Baraona (Boletín Nº S 1.657-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política. 


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:

Con los dos primeros, comunica que ha dado su aprobación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica (Boletín N° 9.155-07) (con urgencia calificada de “simple”).


2.- Proyecto de ley que modifica disposiciones que señala, referidas al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín N° 9.244-15).


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  


Con el siguiente, expone que rechazó la idea de legislar respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas (Boletín N° 5.345-04) e informa la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse conforme al artículo 70 de la Carta Constitucional.


- Se toma conocimiento y se designa como integrantes de la referida Comisión a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Con el cuarto, consigna que rechazó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05) e informa la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse conforme al artículo 71 de la Carta Constitucional.


- Se toma conocimiento y se designa como integrantes de la referida Comisión a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Hacienda.

Con el último, informa la nómina de Honorables Diputados que integrarán el Grupo Bicameral de Transparencia.


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Adjunta copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada por esa Magistratura en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de Honorables Senadores, que representan más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio de esta Corporación, respecto de la actuación de la Honorable Cámara de Diputados que declaró la inadmisibilidad de las observaciones del Presidente de la República sobre el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Expide copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto de los proyectos de ley que se indican a continuación:


1.- El que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


2.- El que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (Boletín N° 9.230-07).


- Se toma conocimiento y se manda comunicarlos a S. E. la señora Presidenta de la República. 


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 11, letra e), de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Envía copia de la resolución pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de la parte final del inciso primero del artículo 60 del Libro IV, “De las quiebras”, del Código de Comercio.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Contralor General de la República


Informa sobre revisión del proceso de licitación pública para adquirir inmuebles en la Zona Franca de Aysén, materia pedida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, y adjunta copia informativa del decreto supremo N° 54, de 2014, debidamente cursado por la Entidad de Control, que deroga el decreto supremo N° 113, de 2013; ambos del Ministerio de Bienes Nacionales.


Da respuesta a reiteración de oficio, enviada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, y adjunta copia del informe final recaído en una denuncia sobre ejecución del proyecto Estación Cultural Pueblo Hundido en la comuna de Diego de Almagro.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Contesta solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la detención de nueve menores, el día 8 de enero pasado, en el marco de una operación de las Fuerzas Especiales de Carabineros para desalojar el fundo Santa Filomena, en las cercanías de la ciudad de Curacautín.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Atiende solicitud, remitida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, con la adhesión del Honorable Senador señor Tuma, relativa a la pronta solución de las dificultades observables en el sistema de transporte en las regiones del sur del territorio nacional.


Contesta acuerdos de la Corporación, adoptados a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina, Orpis, Pérez Varela y Prokurica y de los ex Senadores señores Kuschel, Novoa y Uriarte, sobre las siguientes materias: 


1.- Llamado a consulta al Embajador de Chile ante la República Bolivariana de Venezuela y solicitud de convocatoria del Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos (Boletín Nº S 1.638-12).


2.- Condena de los actos de violencia ocurridos desde el inicio de las protestas en Venezuela; llamado al diálogo de los actores políticos y sociales; excarcelación de los líderes políticos y estudiantiles detenidos y requerimiento al Gobierno de aquel país para que cumpla con el deber de garantizar la seguridad y los derechos fundamentales de sus ciudadanos (Boletín Nº S 1.639-12).

Del señor Ministro de Justicia


Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Muñoz y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Guillier, Navarro, Prokurica, Quinteros y Walker, don Patricio, referente al envío de una iniciativa legal que disponga que el Director Nacional de Gendarmería de Chile sea nombrado de entre oficiales penitenciarios con el rango de coronel (Boletín Nº S 1.641-12).

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Atiende petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la factibilidad de instalar en la Región de Los Ríos una oficina de la Superintendencia de Seguridad Social.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde solicitud, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativa a la urgencia de invertir en seguridad vial al interior del Parque Nacional Torres del Paine.

De la señora Ministra de Salud


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, relativa al cierre definitivo del vertedero Boyeco, en la comuna de Temuco, y de las medidas que se han adoptado para eliminar aquel foco de riesgos para la vida y salud de jóvenes.


Atiende peticiones de antecedentes, formuladas en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de las siguientes materias:


1.- Implementación de las bases SAMU, ya aprobadas, en las comunas de Paillaco y Río Bueno.


2.- Resultados de las fiscalizaciones efectuadas por la Autoridad Sanitaria de la Región de Los Ríos, en relación con diversos brotes de intoxicaciones detectadas en el presente año y que han afectado a numerosas personas. 

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Da respuesta a solicitudes de información, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la distribución de los recursos correspondientes a los “fondos espejo” del Transantiago, desglosados por regiones.

Del señor Ministro de Bienes Nacionales


Adjunta en respuesta a solicitud de antecedentes, hecha en nombre del Honorable Senador señor Araya, copia del oficio dirigido al señor Juan Centellas Martínez respecto del estado de la solicitud de compra de un terreno fiscal.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Informa, ante consulta cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, que se ha requerido al señor Comandante en Jefe del Ejército que exponga los motivos por los que no se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en la ley N° 20.672, respecto de los funcionarios civiles de esa rama de la Defensa Nacional cuyas remuneraciones fueron disminuidas a partir del mes de mayo de 2011.

Del señor Secretario General de Carabineros


Atiende petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa a la evaluación de la situación que afecta al ex funcionario policial don Iván Vidal Medina.

Del señor Presidente del Banco Central de Chile


Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 78 y 79 de la ley orgánica constitucional de esa Institución, un ejemplar de la memoria correspondiente al año 2013. 

Del señor Intendente de Valores


Responde solicitud de información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la venta del archivo del diario La Nación.

Del señor Director de Bibliotecas, Archivos y Museos


Da respuesta a petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre factibilidad de crear un museo regional en la Región de Los Ríos y adjunta diez ejemplares de la guía institucional correspondiente a los museos administrados por ese servicio público. 

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre tala ilegal de bosque nativo detectada por funcionarios de esa Corporación en la provincia del Ranco.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (S)


Refiere que atendida la materia en consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre emisión anual de material particulado, óxidos de nitrógeno, dióxido de azufre y dióxido de carbono de las empresas que indica, remitió los antecedentes a la Superintendencia de Medio Ambiente y al Ministerio de Salud.


Contesta solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto del plan de descontaminación de la ciudad de Valdivia y de las acciones y medidas que impulsará el Ministerio del ramo para abordar el problema de contaminación del aire en las diversas ciudades del país.

Del señor Presidente del Banco del Estado de Chile


Atiende consulta, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, relativa a la petición de la señora Alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de Futrono para que se instale una sucursal de la entidad bancaria en dicha comuna. 

De la señora Gerente General Ejecutiva del Banco del Estado de Chile


Da respuesta a consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de la factibilidad de instalar una sucursal de la institución para atender las localidades de Alerce y La Vara, en la comuna de Puerto Montt. 

Del señor Presidente del Consejo Técnico de Inversiones,

Superintendencia de Pensiones


Informa publicación en la página web institucional de la memoria, correspondiente al año 2013, relativa a los fondos de pensiones y los fondos de cesantía; lo anterior con el objetivo de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 167 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Del señor Jefe de la División Atención y Servicios al Usuario,

Superintendencia de Pensiones


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, relativa a la revisión de pensión concedida a la señora Mónica Violeta Adaro Valencia.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, disponiendo funciones y atribuciones para el Presidente del Consejo Regional (Boletín N° 9.294-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- En virtud del acuerdo de los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que protege la libre elección en los servicios de cable, internet o telefonía (Boletín N° 9.007-03).


- Queda para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señoras Muñoz y Allende y señores Araya, Horvath y Prokurica, con la que proponen un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado para crear la Comisión permanente de Agua, Desertificación y Sequía (Boletín N° S 1.655-09).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath y Prokurica, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo imponiendo al empleador la obligación que señala en materia de protección de los trabajadores de carga y descarga de manipulación manual (Boletín N° 9.334-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que crea el programa de recuperación de la ciudad de Valparaíso, dependiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de S. E. la Presidenta de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción de los Honorables Senadores señor Araya y señoras Goic y Muñoz, con la que inician un proyecto de ley que establece la obligatoriedad de que las Administradoras de Fondos de Pensiones paguen los fondos de pensiones de sus afiliados en las hipótesis que indica.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de S. E. la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 6°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Comunicaciones


Del Partido Demócrata Cristiano, por medio de la cual pone en conocimiento de la Corporación que ha designado al señor Manuel Antonio Matta Aragay como Senador de la República, en reemplazo de la señora Ximena Rincón González.


- Se toma conocimiento y se procederá a tomar el juramento de rigor en la sesión ordinaria del día de mañana, al término de la Cuenta.


Del Grupo Bicameral de Transparencia, con la que informa su constitución y la elección como Presidente del Honorable Senador señor Hernán Larraín Fernández y como Vicepresidente del Honorable Diputado señor Patricio Vallespín López.


- Se toma conocimiento.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Letelier, para ausentarse del territorio nacional a partir del día de mañana miércoles 7 de mayo.


- Se accede a lo solicitado. 

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Autorizar a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para discutir en general y en particular, durante el nuevo primer informe, el proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


2.- Autorizar a la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso, para sesionar hoy simultáneamente con la Sala, a partir de las 17:30 horas.

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor Girardi, en cumplimiento de un acuerdo unánime de la Comisión de Salud, solicita recabar la anuencia de la Sala para que esa Comisión pueda debatir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que adecúa la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control de Tabaco (Boletín N° 8.886-11). Se accede.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Lagos pide obtener el asentimiento de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (Boletín N° 8.034-15).


La Sala accede a lo solicitado fijando dicho término hasta el día 2 de junio próximo a las 12:00 horas, debiendo ser presentadas las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, disponiendo funciones y atribuciones para el Presidente del Consejo Regional, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y

Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.294-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 23 de abril de 2014 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2° del proyecto no fue objeto de indicaciones o de modificaciones, de consiguiente, debe darse por aprobado, salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la señora Presidenta da por aprobado el referido precepto.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la citada Comisión realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de una de ellas que será puesta en discusión y votación oportunamente.

Destaca que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o existan indicaciones renovadas.

Finalmente, indica que de estas enmiendas unánimes, las recaídas en el numeral 3), la que incide en el numeral 4) y el numeral 5), nuevo, todos del artículo 1°, son normas de rango orgánico constitucional. 
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

Número 3)


Introducir las siguientes enmiendas a los artículos 30 bis y 30 ter propuestos por este número:

Artículo 30 bis

Inciso primero


Intercalar las palabras “a viva voz,” entre las expresiones “votación pública,” y “en orden alfabético.”.

Inciso cuarto


Suprimir la coma (,) y la frase “no tendrá discusión” que siguen a las palabras “en ejercicio”.

Inciso sexto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por los mismos hechos en que se fundó, salvo que se aportaren nuevos antecedentes o que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.”.

Inciso séptimo


Suprimir la frase “sin discusión,”, y la coma (,) que la precede.

Inciso octavo


Sustituirlo por el siguiente: 


“En caso de ausencia o impedimento temporal del presidente del consejo, ejercerá dicha presidencia el consejero que en el acto se elija, quien se desempeñará como tal mientras dure la ausencia o impedimento.  Con todo, si la ausencia o impedimento excediere de noventa días corridos contados desde la elección de quien lo supliere, se procederá a una nueva elección. Las elecciones de que trata este inciso se ajustarán a las disposiciones del inciso primero de este artículo, en lo que procediere.”.

Artículo 30 ter

Letra k)


Intercalar entre las palabras “Dar cuenta,” y “en el mes de diciembre,” las expresiones “pública,”. 

Número 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 36: 


a) Agrégase en la letra a), a continuación de las palabras “comisiones de trabajo”, la frase “cuyas presidencias no podrán ser ejercidas por el presidente del consejo”.


b) Elimínase en la letra g) la expresión “presidente del consejo y de”.”.

Incorporar el siguiente número 5), nuevo:


“5) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 73, la frase “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.”, por la siguiente: “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.

- - -


A continuación, la Mesa pone en discusión las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Quinteros, Orpis y Espina.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Espina pide obtener el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a S.E. la Presidenta de la República a objeto de solicitarle que se sirva asignar urgencia al proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06), que se encuentra en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Se accede.

- - -


Cerrado el debate y puestas en votación las referidas enmiendas, son aprobadas por 35 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los números 3), 4) y 5), nuevo, del artículo 1° del proyecto.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Navarro, señora Von Baer, señores Zaldívar, Bianchi, Quinteros y De Urresti, señora Pérez San Martín, señores Pizarro, Quintana, Moreira, Guillier, Larraín, Rossi y Montes, señora Goic y señores García-Huidobro y Orpis. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Ossandón, quien fundamenta su decisión.

- - -

Luego, se pone en votación la modificación propuesta por la Comisión para el inciso cuarto del artículo 30 bis contenido en el número 3) del artículo 1° del proyecto, que es aprobada por 30 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Espina, Zaldívar y Pizarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio de Interior:


1) Elimínase en el inciso primero del artículo 23 la oración “y presidirá el consejo regional”.


2) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) Derógase su letra c), pasando la actual d) a ocupar su lugar y, así, sucesivamente.


b) Reemplázanse en la letra q), que pasa a ser p), la coma y la conjunción “y” que le sigue por un punto y coma.


c) Agréganse las siguientes letras q) y r), nuevas, pasando la actual letra r) a ser s):


“q) Asistir a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Este, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata; 


r) Proponer al presidente del consejo, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en aquella. La comunicación se realizará en forma escrita al secretario ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiese un plazo legal o reglamentario que obligare a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada, y”.


3) Incorpóranse, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 30 bis y 30 ter:


“Artículo 30 bis.- En su sesión constitutiva, el consejo regional elegirá de entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, en votación pública, a viva voz, en orden alfabético de los apellidos de los consejeros, un presidente, que permanecerá en su cargo durante un período de cuatro años. Dicha sesión constitutiva será presidida por el presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. Sólo para efectos de la elección, dicho presidente accidental no podrá ejercer la facultad indicada en la letra e) del artículo 30 ter. En caso de no elegirse presidente en la primera votación, ésta se repetirá hasta en dos ocasiones adicionales. Con todo, si no fuere posible elegir presidente en la sesión constitutiva del respectivo cuadrienio, dicha elección deberá realizarse, con sujeción a las normas señaladas, en la sesión inmediatamente siguiente, y así sucesivamente hasta que ésta se verifique. Con todo, el período de cuatro años se contará desde la sesión constitutiva indicada.


La designación del nuevo presidente será comunicada al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, al intendente y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región respectiva y al Presidente de cada rama del Congreso Nacional, por intermedio de su respectivo Secretario.


El presidente del consejo cesará en su cargo si incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente ley, por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio, o por renuncia aprobada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.


La moción de remoción podrá ser presentada por no menos de un cuarto ni más de un tercio de los consejeros en ejercicio y será votada públicamente en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 


En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el que siempre deberá ser fundado, corresponderá, en la misma sesión ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien sucede.


Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por los mismos hechos en que se fundó, salvo que se aportaren nuevos antecedentes o que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.


La renuncia deberá ser depositada por el presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá en votación de carácter público en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a la fecha de su presentación. La sesión en que se vote la renuncia será pública. Si la renuncia fuere aprobada, o si el presidente incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40, el nuevo presidente elegido durará en dicho cargo hasta completar el período que restaba a quien sucede.


En caso de ausencia o impedimento temporal del presidente del consejo, ejercerá dicha presidencia el consejero que en el acto se elija, quien se desempeñará como tal mientras dure la ausencia o impedimento. Con todo, si la ausencia o impedimento excediere de noventa días corridos contados desde la elección de quien lo supliere, se procederá a una nueva elección. Las elecciones de que trata este inciso se ajustarán a lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo, en lo que procediere.


Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:


a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra r) del artículo 24.


b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad con el reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.


c) Presidir las sesiones y dirigir los debates.


d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo, requiriéndose informe de la División de Análisis y Control de Gestión cuando así lo disponga el reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.


e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones.


f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública. 


g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.


h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. 


i) Oficializar la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:


1) Plan de Desarrollo de la Región.


2) Plan Regional de Ordenamiento Territorial.


3) Planes Reguladores Comunales.


4) Planes Reguladores Intercomunales.


5) Convenios de Programación.


6) Convenios Territoriales.


7) Reglamentos Regionales.


8) Anteproyecto Regional de Inversiones.


j) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en la letra precedente, con excepción de los Convenios de Programación.


k) Dar cuenta pública, en el mes de diciembre de cada año, tanto al intendente como al consejo, así como a los alcaldes de la región y a la comunidad regional, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas, acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento de las autoridades indicadas.


l) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.


m) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.


n) Las demás que disponga el reglamento a que se refiere la letra precedente.”.


4) Introdúcense, en el artículo 36, las siguientes modificaciones: 


a) Agrégase, en la letra a), a continuación de las palabras “comisiones de trabajo”, la frase “cuyas presidencias no podrán ser ejercidas por el presidente del consejo”.


b) Elimínase, en la letra g), la expresión “presidente del consejo y de”.”.


5) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 73, la frase “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.”, por la siguiente: “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1) Sustitúyese, en el encabezado del Párrafo 2º del Título IV del Libro Cuarto, la expresión “y Gobernadores” por la frase “, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”.


2) Reemplázase en el artículo 423 la conjunción “o” por una coma, e intercálase, entre la palabra “gobernador” y la coma que le sigue, la frase “o de un presidente de consejo regional”.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier y Quintana y del ex Senador señor Uriarte, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones

La Mesa anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia, y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.584-15, para el cual, en sesión de fecha 22 de abril de 2014, se pidió segunda discusión.

- - -


La señora Presidenta pone en segunda discusión en general el proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Girardi, García-Huidobro, Tuma, Chahuán, Quinteros, Larraín, Bianchi y Espina y señora Von Baer. Interviene, también, el señor Subsecretario de Telecomunicaciones.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores De Urresti y Navarro.

- - -


Finiquitada la votación, interviene el señor Subsecretario de Telecomunicaciones.

- - -

La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 2 de junio de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores De Urresti, Horvath, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica y Walker (don Ignacio), han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario General del Senado.
SESIÓN 15ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 7 DE MAYO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurre, asimismo, el Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª, ordinaria, de 22 de abril; 12ª, especial, y 13ª, ordinaria, ambas de 23 de abril, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. la señora Presidenta de la República, con el que hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que establece un nuevo concepto de empresa (Boletín N° 4.456-13).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico (Boletín N° 9.173-07).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes. 


Con el tercero, refiere que dio su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8.201-09).

- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a     S. E. la señora Presidenta de la República.


Con el último, solicita el acuerdo de esta Corporación para proceder al archivo de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath y del ex Senador señor Sabag, que modifica la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, con el fin de permitir la participación ciudadana en los procesos de calificación de las declaraciones de impacto ambiental (Boletín N° 5.483-12).


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath y de los ex Senadores señores Moreno, Stange, Valdés y Vega, sobre protección y valoración del árbol (Boletín Nº 2.238-12).


- Se accede al archivo de los referidos proyectos. 

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de las inversiones efectuadas en regiones con los recursos que la ley N° 20.378 asigna por concepto de subsidio para promover el uso del transporte público.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Moción


De los Honorables Senadores señores Navarro y De Urresti, con la que inician un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado para crear la Comisión permanente de Cultura, Comunicaciones y Deporte (Boletín N° S 1.658-09).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para ausentarse del territorio nacional a partir del día 7 de junio próximo.


- Se accede a lo solicitado.
- - -

Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:
Oficio


De S. E. la señora Presidenta de la Republica, con el que comunica su ausencia del territorio nacional los días 11 y 12 del mes en curso, en visita de Estado a la República Argentina.


Informa, además, que durante su ausencia la subrogará con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Peñailillo Briceño, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 29 de la Carta Fundamental.


- Se toma conocimiento.
- - -


En su momento, la señora Presidenta solicita a la Sala y al público en las tribunas, guardar un minuto de silencio en memoria el ex Senador y ex Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, señor Ramón Vega Hidalgo, que ha fallecido en el día de hoy.


La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Lagos solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el del Honorable Senador señor Zaldívar, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, con la que se propone crear la Corporación de mejoramiento urbano de Valparaíso, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Posteriormente, los Honorables Senadores señores Chahuán y Horvath solicitan pedir el asentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que crea el programa de recuperación de la ciudad de Valparaíso, dependiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Araya solicita recabar el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de las Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que establece la obligatoriedad de que las Administradoras de Fondos de Pensiones paguen los fondos de pensiones de sus afiliados en las hipótesis que indica, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.
- - -


Finalmente, el Honorable Senador señor García-Huidobro pone de relieve la aprobación por parte del Congreso Nacional del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8.201-09).

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

INVESTIDURA DEL SENADOR SEÑOR MANUEL ANTONIO MATTA ARAGAY

La señora Presidenta señala que corresponde ocuparse del juramento del nuevo Senador, señor Manuel Antonio Matta Aragay.


Luego, precisa que, de conformidad con lo prescrito en el artículo 4º del Reglamento de la Corporación, procede que el Honorable Senador que se integra preste juramento o promesa individual. En consecuencia, le solicita ubicarse frente a la testera para este efecto. Asimismo, pide a los Honorables Senadores y a las demás personas presentes ponerse de pie.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Matta presta juramento, declarándolo la señora Presidenta investido en el carácter de tal y, por tanto, incorporado al Senado.


Finalmente, la señora Presidenta destaca la presencia del ex Presidente de la República, don Patricio Aylwin Azócar, y saluda a los familiares del Honorable Senador señor Matta que se encuentran en las tribunas. 


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el derecho real de conservación, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 5.823-07. 


Añade que su objetivo es fomentar y desarrollar la participación del sector privado en la conservación y protección ambiental, estableciendo el derecho real de conservación, que nacería de un acuerdo de voluntades entre el propietario de un inmueble sobre el que recae el derecho y una persona jurídica sin fines de lucro, denominada “titular”, destinado a preservar el medio ambiente mediante limitaciones o gravámenes al dominio del bien raíz afectado.

Subraya que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Navarro.

Finalmente, destaca que por acuerdo de la Sala de fecha 28 de agosto de 2013, la iniciativa debe ser considerada, en la discusión particular, por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, luego, por la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.
- - -


A continuación, se pone en discusión en general el proyecto y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio), Horvath, Montes y De Urresti.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 29 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Harboe, Larraín, Navarro, Prokurica, Quinteros, Moreira, Araya y Coloma y señoras Von Baer y Goic.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 9 de junio de 2014, a las 12:00 horas.

Acuerda, también, precisar que la discusión en particular se realizará por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Chahuán y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 164 de la Ley de Tránsito con el objeto de sancionar a los conductores y organizadores de carreras de vehículos no autorizadas por la autoridad competente, como responsables de los delitos que señala, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.919-15. 


Añade que su objetivo es prohibir las carreras clandestinas, sancionando al conductor con multas de 4 a 12 unidades tributarias mensuales y la suspensión de su licencia de conducir. En caso de que, como consecuencia de estas carreras, se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1, del Código Penal, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo, y si se causare la muerte de una o más personas, el conductor será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, multa de 20 a 50 unidades tributarias mensuales e inhabilidad perpetua para conducir vehículos motorizados.

Destaca que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió el proyecto únicamente en general, y deja constancia de que acordó proponer a la Sala discutirlo sólo en esos términos, no obstante ser de artículo único.

Señala, finalmente, que la Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Quinteros, Chahuán, Larraín, Moreira, Prokurica, Araya, Espina, Ossandón y Orpis.

Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Luego, la Sala acuerda que este proyecto vuelva a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un nuevo primer informe.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica, en primer trámite constitucional, que rebaja a un año el plazo de prescripción a que se refiere el inciso primero del artículo 24 de la ley N° 18.297, con informe de la Comisión de Transportes y

Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.121-15. 


Añade que el objetivo del proyecto es reducir de tres a un año, contado desde la fecha de la anotación, el plazo de prescripción para las multas no pagadas.

Destaca que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, Prokurica, Pizarro, Quinteros, García-Huidobro y Ossandón. 
- - -


Luego, la Sala acuerda que este proyecto vuelva a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un nuevo primer informe.

- - -

Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, García y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Guillier (en el tiempo del Comité Partido por la Democracia e Independiente), quien se pronuncia -y solicita el envío de oficio- en relación con la materia que se consigna, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el mencionado Senador, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Socialista; Independientes y Partido Movimiento Amplio Social; Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente; Partido Demócrata Cristiano e Independiente, y Partido Renovación Nacional.

- - -


Se levanta la sesión.
(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario General del Senado.
D O C U M E N T OS 

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES NACIONALES, EN HAITÍ

(S 1656-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyo objetivo es que el Senado dé su acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en Haití, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por el plazo de un año.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 6 de mayo del año en curso, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.





A la sesión, concurrió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Patricio Walker.

- - -





Cabe destacar que S.E. la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





Asistieron, especialmente invitados a la sesión en que se discutió esta solicitud, del Ministerio de Defensa Nacional: el Ministro, señor Jorge Burgos; el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante señor José Miguel Romero; el Director de Operaciones Internacionales del Estado Mayor Conjunto, General de Brigada Aérea señor René Sánchez; el Jefe de Operaciones de Cooperación del Estado Mayor Conjunto, Capitán de Navío señor Enrique Marín; el Asesor en Operaciones de Paz de la Subsecretaría de Defensa, señor Luis Doñas; el Jefe Jurídico del Gabinete del Ministro de Defensa Nacional, señor José Miguel Beytía; el Asesor en Operaciones Internacionales de la Subsecretaría de Defensa, señor Valentín Segura; el Jefe de Gabinete del Ministro de Defensa Nacional, señor Ricardo Montero, y la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Defensa, señora Carola Muñoz.





Asimismo, concurrió del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario (s), señor Alfredo Labbé; el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso, y el Director de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana, señor Alfredo García.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala Su Excelencia, que Chile participa activamente en Operaciones de Paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su política nacional en dicha materia y dentro del marco jurídico dispuesto por la ley 19.067, modificada por la ley N° 20.297; por el decreto supremo N° 75 y demás normas que regulan dicha participación nacional en estas operaciones.




Añade que, mediante la Resolución N° 2119, de 10 de octubre de 2013, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, prorrogó el mandato de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), a que se refieren sus resoluciones 2070 (2012), 2012 (2011), 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004), reafirmando el compromiso de la Organización de Naciones Unidas con la solución política de la crisis haitiana, preservando la soberanía e integridad territorial de ese país.




Hace presente que el Honorable Senado autorizó al Ejecutivo la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, por el período de un año, a contar del 1 de junio del 2013, lo que se comunicó mediante oficio N° 421, de 22 de mayo del 2013.





Destaca que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable para las tareas de estabilización y reconstrucción de Haití, se materializa en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual la participación de nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades haitianas, como de la Organización de las Naciones Unidas. Añade que esta labor ha redundado, a la vez, en un fortalecimiento de las capacidades operativas y logísticas de la Defensa Nacional.




Asimismo, indica que es importante considerar que las acciones desarrolladas por Chile han estado acompañadas de un relevante esfuerzo de coordinación entre los países de la región contribuyentes de tropas, a través del cual se ha generado un consenso en cuanto a mantener el apoyo a MINUSTAH, en tanto se efectúa un retiro gradual de efectivos y medios militares. Este mecanismo de concertación se vislumbra especialmente significativo en el momento actual con miras a generar una posición regional susceptible de ser promovida en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por Chile, en su calidad de miembro no permanente de la Organización.




Explica el Ejecutivo que, coherente con lo anterior, Chile ha desarrollado una estrategia de reducción de su contingente desplegado, por la vía de reemplazar efectivos nacionales con personal de países amigos, en consonancia con las reducciones efectuadas por la propia MINUSTAH y bajo el concepto de reducciones responsables y adecuadas a la situación observada en terreno.




Finalmente, por las razones anteriores, y estimando fundamental continuar con la participación de Chile en MINUSTAH, y de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití por el plazo de un año, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9°, inciso segundo, de la ley N° 19.067.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:




a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.




Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.




b) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.




c) Ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




d) Resolución Nº 1529 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de febrero de 2004, que crea la Fuerza Multinacional Provisional. Por oficio Nº 222, de fecha 1 de marzo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la autorización para salida de tropas, por un plazo de noventa días renovables. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004, lo que comunicó mediante el oficio N° 23.422, de la misma fecha.





e) Resolución N° 1542 del Consejo de Seguridad, de 30 de abril de 2004 que crea la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, MINUSTAH, entidad que sucederá a la Fuerza Multinacional Provisional (FMP). Mediante el oficio Nº 542, de fecha 11 de mayo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la prórroga de la autorización. Al respecto, el Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables, lo que comunicó mediante oficio N° 23.752, de 19 de mayo de 2004.





f) Oficio N° 21.759 del señor Ministro de Relaciones Exteriores, en que comunicó que, con fecha 29 de noviembre de 2004, se dictó la Resolución Nº 1576 del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH, hasta el 1 de junio de 2005 con la intención de renovarlo por nuevos plazos. El Senado autorizó dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004, lo que se comunicó por oficio N° 24.398 de 1 de diciembre de 2004.





g) Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio N° 25.294, de 18 de mayo de 2005.





h) Resolución Nº 1608 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.





i) Oficio N° 341, de 3 de mayo de 2006, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses. El Senado accedió a dicha solicitud y lo comunicó mediante oficio N° 26.980, de 17 de mayo de 2006.





j) Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1702, de 15 de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004) y 1.608 (2005), hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.




k) Oficio N° 1.499, de 21 de noviembre de 2006, de S.E. el señor Vicepresidente de la República en el que solicita la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, concedida hasta el 1° de diciembre de 2006, por un nuevo plazo de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Mediante oficio Nº 28.732, de 29 de noviembre de 2006, el Honorable Senado, da cuenta del acuerdo para autorizar la prórroga.





l) Resolución Nº 1743, de 15 de febrero de 2007, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de prorrogarlo por periodos sucesivos.





m) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 463, de 11 de abril de 2007, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 422/SEC/07, de 16 de mayo de 2007.




n) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1780, de 15 de octubre de 2007, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004), 1.608 (2005), 1.702 (2006), y 1.743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente”.





ñ) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 499, de 24 de abril de 2008, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008.





o) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1840, de 14 de octubre de 2008, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo nuevamente”.






p) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 448 de 16 de abril de 2009, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 370/SEC/09, de 13 de mayo de 2009.





q) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1892, de 13 de octubre de 2009, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), hasta el 13 de octubre de 2010, con la intención de renovarlo nuevamente”.






r) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 564, de 29 de abril de 2010, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 342/SEC/10, de 19 de mayo de 2010.





s) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1944, de 14 de octubre de 2010, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), 1908 y 1927 (2010) hasta el 15 de octubre de 2011, con la intención de renovarlo nuevamente”.






t) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 553, de 2 de mayo de 2011, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2011, lo que se comunicó mediante oficio N° 716/SEC/11, de 17 de mayo de 2011.





u) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2012, de 14 de octubre de 2011, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.






v) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 630, de 24 de abril de 2012, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2012, lo que se comunicó mediante oficio N° 539/SEC/12, de 22 de mayo de 2012.





w) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2070, de 12 de octubre de 2012, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.






x) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 554, de 8 de mayo de 2013, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2013, lo que se comunicó mediante oficio N° 421/SEC/13, de 22 de mayo de 2013.





y) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2119, de 10 de octubre de 2013, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.





3) Informe presentado por el Gobierno sobre la renovación del mandato en Haití.- En conformidad a las disposiciones de la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, se reproduce a continuación el informe con los fundamentos para la renovación del mandato en Haití.

“FUNDAMENTOS PARA LA RENOVACIÓN DEL MANDATO EN HAITÍ

(En conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la Ley 19.067 modificada por la Ley 20.297 de 13 de diciembre de 2008)





I. Exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas




II. Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados





III. Plazo por el que se hace la solicitud




IV. Exposición de las normas de empleo de la  fuerza en el marco del mandato




V. Descripción de las tropas desplegadas




VI. Organización del mando del contingente nacional y soporte logístico




VII. Estimación global del costo financiero de la  participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz y las fuentes de su financiamiento
ANEXOS





“A” Resoluciones del Consejo de Seguridad de la O.N.U.




“B” Informe del Secretario General sobre Progresos en la Consolidación de la MINUSTAH.





“C” Política Nacional para la participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz.





“D” Despliegue de las Fuerzas.




“E” Organigrama del Mando y Control Nacional.




“F” Material y Equipo.




“G” Situación Financiera.




I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS





La Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) fue establecida por la Resolución 1542 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 30 de abril de 2004. Se constituyó para continuar con la labor iniciada por la Fuerza Multinacional Interina para Haití (MIFH), desplegada en febrero de 2004, a raíz de la grave crisis institucional sufrida por ese país.




En términos generales, la Resolución 1542 y los mandatos sucesivos disponen acciones en cuatro ámbitos:





- Promover un entorno seguro y estable.





Restablecer y mantener el estado de derecho, la seguridad pública y el orden público.




Proteger al personal, los servicios, las instalaciones y el equipo de las Naciones Unidas, la seguridad y libertad de circulación de su personal.




Proteger a los civiles y contribuir a la estabilidad del país.




Supervisión, reestructuración y reforma de la Policía Nacional de Haití.





- Proceso político y desarrollo institucional.





Apoyar el proceso constitucional y político, fomentar los principios del gobierno democrático y el desarrollo institucional.




Ayudar al proceso de diálogo y reconciliación nacional.





Cooperar en la organización y supervisión de elecciones municipales, parlamentarias y presidenciales.





- Derechos Humanos.





Promover y proteger los derechos humanos, particularmente los de las mujeres y los niños.




Vigilar la situación de los derechos humanos.





- Promoción del desarrollo económico y social. 





Insta a los Estados Miembros, órganos de Naciones Unidas, organizaciones internacionales, instituciones financieras internacionales y ONGs a contribuir en la promoción del desarrollo social y económico de Haití.





La Resolución 2119, aprobada por el Consejo de Seguridad el 10 de octubre de 2013, constituye el último mandato entregado a la misión a la fecha. En ella se reconoce que la situación general de seguridad se ha mantenido relativamente estable desde la aprobación de la resolución 2070 (2012), lo cual ha permitido que la MINUSTAH siga reduciendo la dotación de efectivos y adaptando su configuración, sin socavar la seguridad y estabilidad de Haití. Asimismo, reconoce la importancia de que las decisiones que se adopten con respecto al futuro de la MINUSTAH relativas a la situación de la seguridad se basen en las condiciones imperantes en el terreno (texto completo en Anexo A).





En términos generales, la resolución establece lo siguiente:




- Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en las resoluciones 1542 (2004) a la resolución 2119 del 10 de octubre del 2013, hasta el 15.OCT.2014, con la intención de renovarlo posteriormente.





- Decide que la dotación general de la MINUSTAH sea de hasta 5.021 efectivos, tras la retirada equilibrada de efectivos de infantería e ingeniería, en consonancia con lo indicado en el párrafo 54 del informe del Secretario General al Consejo de Seguridad, y mantener un componente de policía de MINUSTAH de hasta 2.061 efectivos.





- Afirma que los ajustes en la configuración de la dotación deberán estar basados en la situación de la seguridad sobre el terreno, teniendo en cuenta la importancia de mantener un entorno seguro y estable y el impacto de la realidad política y social en la estabilidad y seguridad de Haití. Exhorta a la MINUSTAH a mantener su capacidad de desplegar contingentes rápidamente a todo el país.




- Reitera que el desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de Haití es una tarea de importancia decisiva para la MINUSTAH y que prosiga su labor encaminada a fortalecer la capacidad institucional y operacional de la Policía  Nacional de Haití.




- Insta a la MINUSTAH a seguir prestando asistencia al Gobierno de Haití, en cuanto a la protección de la población vulnerable, especialmente mujeres y niños en los campos de desplazados, expresando además su preocupación por los delitos sexuales y basados en el género cometidos en Haití.





- Solicita a la MINUSTAH que, en coordinación con el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga ejecutando proyectos de efecto rápido que contribuyan a crear un entorno seguro y estable y aumenten la confianza de la población en la MINUSTAH.




- Solicita al Secretario General que lo mantenga informado y que le informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada seis meses y a más tardar cuarenta y cinco días antes del vencimiento de dicho mandato.





- Solicita al Secretario General que incluya en sus informes una evaluación exhaustiva de las amenazas para la seguridad existentes en Haití; que proponga, según convenga, opciones para seguir consolidando y reconfigurando la MINUSTAH; y que siga presentando un informe sobre la marcha del plan de consolidación como anexo de su próximo informe.





II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEN INVOLUCRADOS.





1. Antecedentes Generales




El periodo cubierto por el presente informe se ha caracterizado por dos elementos que han generado un nuevo escenario para la MINUSTAH. En primer lugar, se ha logrado un acuerdo político, patrocinado por la Conferencia Episcopal de Haití, que permitió destrabar los acuerdos para la realización de las largamente postergadas elecciones municipales y parlamentarias. El tema ha sido la causa directa del estancamiento del proceso político y motivador de disturbios civiles. Aunque la firma del acuerdo logrado está aún pendiente, ha permitido programar elecciones combinadas (municipales y parlamentarias) para finales de 2014.





Un segundo elemento destacable es el progreso de los indicadores generales de seguridad, revirtiendo una tendencia observada durante los últimos cuatro años. Si bien las autoridades de MINUSTAH señalan que aún es necesario el apoyo de la fuerza internacional de paz, se ha abierto la posibilidad de acelerar el ritmo de reducción de tropas más allá de lo planteado inicialmente por el Plan de Consolidación de MINUSTAH, propuesto a principios de 2013.





En este marco, la posición de Chile se basa en apoyar la ejecución y objetivos del Plan de Consolidación, promoviendo las condiciones para que se pueda dar una marcha más ágil a la reducción gradual de tropas, bajo el concepto de “reducción responsable y cooperativa”. Esta postura está en sintonía con lo manifestado por los países de la región que contribuyen tropas a la misión y cuenta con apoyo en el Consejo de Seguridad.





2. Acciones en Desarrollo





2.1 Plan de Consolidación de MINUSTAH





En su informe al Consejo General de agosto de 2012, el Secretario General anunció que se estaba elaborando el plan de reconfiguración y consolidación de la misión, el cual entrañaba una reducción de las actividades de la MINUSTAH a un conjunto básico de las tareas.




El Plan fue presentado en el informe del Secretario General de marzo de 2013, y estableció que, suponiendo que la situación de la seguridad permaneciera dentro de los parámetros de ese momento, que la capacitación y el despliegue de la policía nacional en las regiones se llevara a cabo como se preveía en el plan de desarrollo, y que mejorara la capacidad del Estado en materia electoral, los efectivos uniformados de la misión podrían reducirse en aproximadamente un 30% antes de las elecciones presidenciales previstas para 2015.





Este concepto inicial propuso un enfoque de seguridad más específico y selectivo en apoyo de las actividades operacionales de la PNH, centrado en las tareas y las zonas geográficas críticas (centros de seguridad). En principio, se definió que esos centros estuvieran en Puerto Príncipe, Leogane, Gonaives, Cabo Haitiano y Quanaminthe.





Durante 2013 se retiró cerca de un 15% del contingente militar. Asimismo, se estaría contemplando una reducción adicional de un 15% a efectuarse entre 2014 y 2015, lo que implicaría el retiro del 30% del personal autorizado al 2012.





Esta previsión fue ratificada y aun acelerada por la resolución 2119 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, adoptada el 10 de octubre de 2013, que autorizó un volumen de fuerza de MINUSTAH equivalente a 5.021 efectivos castrenses, lo que implica una reducción de 1.249 efectivos a completarse antes de junio de 2014. Esta disminución efectivamente implica un 30 por ciento del contingente autorizado para 2012.




En vista de los progresos en la situación de seguridad de Haití y del momento político al interior del Consejo de Seguridad respecto de la misión, en enero de 2014 el Departamento de Operaciones de Paz de la ONU (DPKO, sigla en inglés) envió una Misión de Estudio de Capacidades a Haití para analizar alternativas de reconfiguración del componente militar para 2016. Las alternativas propuestas por el Secretario General en su informe del 7 de marzo de 2014 son las siguientes:




- Opción 1: Fin del mandato de mantenimiento de paz de la ONU y la designación de un Enviado Especial de la ONU para Haití. (sin presencia militar).




- Opción 2: Fin del mandato de mantenimiento de paz de la ONU para establecer una Misión Política Especial (sin presencia militar).




- Opción 3: Fin del mandato de la MINUSTAH para establecer una nueva Misión de Mantenimiento de la Paz con un reducido tamaño y un papel político más amplio. (sin presencia militar).




- Opción 4: Fin del mandato de la MINUSTAH para establecer una nueva Misión de Mantenimiento de la Paz con un papel político más amplio y una Fuerza de Reserva Estratégica Militar (1 Batallón Tipo ONU - 800/1000 efectivos) emplazada en Puerto Príncipe. Implica la salida de todos los otros contingentes militares.





- Opción 5: Continuación de la MINUSTAH con un cambio en el mandato de mantenimiento de la paz que refleje una reducción adicional de las fuerzas armadas, de policía y los componentes civiles independientemente de los demás objetivos del proceso de consolidación en curso.




El componente militar se reduciría hasta un nivel aproximado del 10 Compañías, más una Compañía de Reserva. Se mantendría el apoyo de la aviación, un hospital de Nivel II y apropiada capacidad de ingenieros.




Según los informes emitidos por la Misión de Chile ante Naciones Unidas, tanto los miembros del Consejo de Seguridad como autoridades del DPKO se inclinarían por la Opción 4. De cualquier modo, estimaciones iniciales de personal de la ONU señalan que una decisión debiera producirse a agosto de 2014.





Lo anterior fue refrendado por la Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas para Haití, Sandra Honoré (Trinidad y Tobago), quien visitó Chile entre los días 16 y 17 de marzo, en el contexto de una gira regional que incluyó a Argentina, Brasil, Chile y Uruguay. El marco general de las conversaciones sostenidas dijo relación con las próximas acciones que se tomarán en el contexto del Plan de Consolidación de MINUSTAH, en particular, la disposición de los países a respaldar y eventualmente aportar medios a la Fuerza Estratégica de Reserva.





2.2 Reducción del Contingente Nacional





A la par de las disposiciones de Naciones Unidas, Chile ha avanzado en la reducción de su contingente militar a través de los siguientes expedientes:





- Incorporación de 34 salvadoreños al Batallón Chile a partir de febrero de 2013.




- Incorporación de 37 hondureños al Batallón Chile a partir de febrero de 2014.




- Incorporación de 1 hondureño a la Compañía de Ingenieros Chile-Ecuador, a partir de agosto 2013.




- Reducción en curso de ingenieros dispuesta por ONU: 16 de Chile y 14 de Ecuador.




El total de reducción a marzo de 2014 es de 88 efectivos, equivalente a un 17,7% del total del contingente mantenido entre enero de 2013 y febrero de 2014, dejando el contingente nacional en 426 efectivos aproximadamente. La cifra desplegada en 2013 es de 479 efectivos chilenos.




En el contexto general de la misión, los contingentes de los países latinoamericanos que contribuyen tropas quedarán en los siguientes volúmenes:




Argentina:


572





Bolivia:


208





Brasil:



1.330




Chile:



426 (sólo chilenos)





Cifra a 2012, antes de ingreso de el Salvador, 514.





Cifra al 2013, tras el ingreso de contingente Salvador e ingeniero de Honduras, 479




Cifra al 30 de marzo 2014, 426.




Ecuador:


53





Guatemala:


137





Paraguay:


115





Perú:



374





Uruguay:


645




Total Latinoamérica:
3.860 





Participación de Chile en esfuerzo latinoamericano en MINUSTAH: 12,5%





Un elemento a considerar es que los miembros permanentes del Consejo de Seguridad no son partidarios de darles tareas de reconstrucción o desarrollo a las unidades de ingenieros militares, más allá de situaciones puntuales de apoyo a la población, pues consideran que esa es una tarea de agencias civiles y compañías privadas. En razón de lo anterior, fuentes de la MINUSTAH han señalado que se vislumbra que en el futuro inmediato podría reducirse el elemento de ingenieros. Esta situación abre la posibilidad de gestionar el retiro de los medios de la compañía de ingenieros, con un horizonte de tiempo al 2015. De verificarse esta información, podría redundar en una disminución adicional de 70 efectivos chilenos con su equipamiento y maquinaria correspondiente.





2.3 Coordinación Regional




El mecanismo 2x9 de cooperación internacional hacia Haití fue creado el 12 de febrero de 2007 en Lima, en una reunión a la que asistieron los Vicecancilleres y Viceministros de Defensa de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, Guatemala, Paraguay, Perú y Uruguay, países contribuyentes de tropas a MINUSTAH. Esta conformación resultó de la ampliación de anteriores instancias de coordinación regional para Haití: el 2X4, creado a principios de 2005 junto a Argentina, Brasil, Chile y Uruguay; y el 2X7, instaurado a fines de 2005 con el ingreso de Ecuador, Guatemala y Perú. La última convocatoria oficial de la instancia se produjo en 2009, aunque de manera informal las misiones de los países latinoamericanos ante Naciones Unidas han continuado realizando coordinaciones sobre la base de este agrupamiento.





A principios de 2011, se retomaron contactos entre Chile, Argentina y Brasil para reanudar los mecanismos de cooperación para Haití, aunque bajo una perspectiva sudamericana. De este modo, el 10 de marzo de 2011 se reunieron en Montevideo los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Uruguay, ocasión en la que se acordó conformar un Grupo de Trabajo y Diálogo para evaluar la situación de Haití y MINUSTAH. A partir de noviembre de 2011, por acuerdo entre los integrantes del grupo el tema fue incorporado a la agenda del Consejo de Defensa Suramericano de UNASUR (CDS/UNASUR), donde quedó estancado en 2013 por la oposición de países no contribuyentes de tropas a MINUSTAH.





Pese a que el tema de Haití fue repuesto en la agenda del CDS en febrero de 2014, se estima que el 2X9 es una mejor alternativa para evitar el bloqueo de instancias de coordinación regional, lo que no obsta que el tema pueda tratarse en las reuniones del CDS, de ser incluido en la agenda. En principio, Argentina coincide con esta postura. Asimismo, una reunión regional puede considerar la inclusión de nuevos países contribuyentes de tropas (El Salvador y Honduras). A atención a los plazos que Naciones Unidas tiene para analizar y decidir sobre las distintas alternativas de reconfiguración del componente militar de MINUSTAH, es importante que el encuentro debiera realizarse en mayo o junio a más tardar y se considera fundamental contar con el apoyo de Brasil. 




2.4 Cooperación Bilateral





a. Cooperación policial





Desde 1996 a la fecha el Programa de Cooperación Internacional para Policías Uniformadas Extranjeras (CECIPU) de Carabineros de Chile ha recibido a 181 becarios Haitianos para cursos de formación, perfeccionamiento o especialización. A partir de 2009, el programa empezó a funcionar en alianza con la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI), período en el cual se han formado 47 funcionarios de la PNH.





Durante 2012 se llevó a cabo una reforma en los cursos impartidos a la PNH a solicitud de Haití. Se modificó la modalidad de los mismos, los cuales dejaron de ser de formación general -modalidad de diplomado de un año-, para pasar a un mayor grado de especialidad en las materias policiales. Esto con el objeto de avanzar hacia una estrategia de formar instructores autónomos para la PNH.





Durante el año 2012 se consideró mantener 40 cupos para Haití, pero sólo fueron comisionado 30 policías de ese país. Se ha estimado que esto responde a los problemas institucionales de la PNH y las limitaciones de manejo del español de su personal. Para solucionar esto, CECIPU se encuentra trabajando en opciones para entregar una mayor flexibilidad en los tiempos de postulación, adelantando la fecha de llamados, lo cual permitía que los seleccionados puedan especializarse en español con mayor anticipación.





Para 2013 se ha mantenido esta modalidad de cursos especializados y la oferta de becas, logrando esta vez recibir 34 estudiantes, los cuales se han distribuidos de la siguiente forma: 18 estudiantes en cursos para instructores, 2 en laboratorios de criminalística, 1 en cursos anti-drogas, 3 en cursos de montaña-frontera y 2 en la escuela de cadetes de Carabineros. Todos los cursos tienen duración de un año, a excepción de 8 estudiantes que asisten durante dos meses al curso de mando estratégico, dirigido a Jefes Superiores.




Durante el 2014 fueron 29 los estudiantes seleccionados y que se distribuyeron de la siguiente forma: 4 en Formación de Oficiales de Orden y Seguridad, 15 en el Diplomado en Instrucción Policial PNH, y 10 en Gestión Estratégica y Operativa para la PNH.




Asimismo, desde el año 2008 al 2012, la Escuela de Investigaciones Policiales de la PDI (ESCIPOL) ha formado a un total de 13 becarios haitianos en el Curso de Oficiales Policiales de Línea. Para el 2013 no hubo postulantes ni becarios. Para el 2014 se envió invitación, pero a la fecha no se recibieron postulaciones.




b. Cooperación en áreas civiles





- Proyecto de cooperación “Apoyo a la Pequeña Infancia”





Los dos Centros de la Pequeña Infancia en Haití, creados entre los años 2009 y 2010 en la localidad de Aquin (Departamento Sur de Haití), permiten la educación de 184 niños y ha involucrado el trabajo de JUNJI, Fundación Integra, además de voluntarios latinoamericanos de América Solidaria, formando a monitores haitianos en una aproximación integral al cuidado de la infancia. Este proyecto también ha contado con la participación del BID y “World Food Program”.




Como producto de la experiencia en los dos centros piloto, JUNJI confeccionó la Propuesta del Referente Curricular de la Educación Pre escolar para Haití, la cual está siendo trabajada en conjunto con su Oficina de Gestión de la Educación Preescolar (BUGEP) para su futura implementación como Política Pública.




- Construcción y reconstrucción de escuelas




A partir de 2014 se comenzará a construir una Escuela Modular Chile-México con fondos de la cooperación de ambos países, que se ubicará en las cercanías de la ciudad de Hinche, emplazada a tres horas de Puerto Príncipe (Departamento Centro del país). Las instalaciones tendrán una capacidad estimada para recibir a 600 niños en 2 jornadas. Asimismo, desde 2013 se están efectuando los pre estudios y estudios de factibilidad y levantamiento de fondos, para llevar a cabo la reconstrucción de la Escuela República de Chile en Puerto Príncipe, cuya infraestructura fue seriamente dañada tras el terremoto de enero 2010. Actualmente el recinto atiende a 555 niñas. En dicho proyecto se trabaja en conjunto con América Solidaria.




- Formación de capital humano




Entre los años 1998 y 2013, en el marco del Programa “República de Chile” que permite cursar programas de magíster hasta por 2 años, han sido beneficiados 48 becarios haitianos en distintas áreas, entre las que destacan: Educación, Gestión y Política Pública, Desarrollo y Fomento Agrícola-Forestal.





Durante el 2014 fueron 4 los becarios seleccionados para estudiar Magister en Educación: mención Educación ambiental en la Universidad de la Frontera y Magister en Gestión y Políticas Públicas y en Gobierno y Gerencia Publica de la Universidad de Chile.




3. Estado de Situación




3.1 Situación Política Interna




El periodo comprendido entre junio de 2013 y abril de 2014 se ha caracterizado por un mejoramiento de la relación entre el poder ejecutivo y el Parlamento. La promulgación de una nueva ley electoral y la puesta en marcha de un proceso de diálogo nacional aliviaron algunas de esas tensiones al crear un entorno propicio para la celebración de elecciones, tan esperadas, y asegurar la continuidad del Parlamento.





El 9 de septiembre de 2013 la Cámara de Diputados aprobó una nueva ley electoral, que era un requisito previo para la celebración de las elecciones locales, municipales y parciales para el Senado, demoradas durante mucho tiempo. La ley fue aprobada posteriormente por el Senado el 2 de octubre con una serie de enmiendas adicionales.





El 24 de enero de 2014 se lanzó un proceso de diálogo nacional entre el poder ejecutivo, el Parlamento y los partidos políticos, con la mediación de la Conferencia Episcopal, centrado en tres esferas de preocupación: la gobernanza democrática, las elecciones y las enmiendas constitucionales. El 3 de febrero, representantes del poder ejecutivo, el Parlamento y algunos partidos políticos llegaron a un consenso preliminar sobre la celebración de elecciones combinadas de 2014 para dos tercios del Senado, la Cámara de Diputados, las administraciones municipales y los consejos locales.





3.2 Situación de Seguridad





La situación general de la seguridad siguió siendo relativamente estable. Las estadísticas sobre delitos reunidas por la Policía Nacional y la MINUSTAH mostraron una tendencia a la baja de los delitos graves en comparación con el período del año anterior. El número total de homicidios en 2013 (817 casos comunicados) fue un 21% inferior al de 2012. La violencia y la actividad de las bandas delictivas siguieron concentrándose en los centros urbanos. El número total de secuestros en 2013 disminuyó un 53% en comparación con 2012.





Durante el segundo semestre de 2013, caracterizado por las tensiones políticas relacionadas con el estancamiento sobre la ley electoral, se registró un aumento de las manifestaciones civiles. A diferencia de otras oportunidades, fueron mayormente desencadenadas por deficiencias en los servicios básicos, como la educación, la infraestructura, la electricidad y el abastecimiento de agua y tuvieron un tono esencialmente pacífico. La zona más afectada por las manifestaciones civiles fue la zona metropolitana de Puerto Príncipe, seguida de las zonas urbanas de los Departamentos de Norte, Nordeste y Artibonite.





El desempeño de la Policía Nacional siguió mejorando y la situación de la seguridad en los cinco Departamentos de los cuales se retiró el componente militar de la Misión (Grand-Anse, Nippes, Noroeste, Sur y Sureste) se mantuvo estable. Cuando la capacidad de la Policía Nacional se vio sobre exigida, tanto por las actividades delictivas locales como por el aumento de las manifestaciones civiles, fue necesario el apoyo operacional de fuerzas de la MINUSTAH.





Durante el período que se examina, se realizaron varias operaciones de seguridad conjuntas de conformidad con los procedimientos establecidos, por los que las operaciones las dirige la Policía Nacional con apoyo de la policía de la MINUSTAH y, en caso necesario, del componente militar de la Misión. Continuaron las patrullas independientes de la policía de las Naciones Unidas y patrullas militares sin la presencia de la Policía Nacional de Haití, una indicación de que hacen falta más progresos antes de que la Policía Nacional pueda dar el mismo nivel de seguridad que el proporcionado en la actualidad por la MINUSTAH.





El componente militar realizó operaciones de acordonamiento y búsqueda encaminadas a desbaratar actividades delictivas y de las bandas en las regiones más problemáticas de Haití, en particular la zona metropolitana de Puerto Príncipe. El componente militar también hizo operaciones de disuasión y apoyo, utilizando fuerzas de reacción rápida, en zonas remotas y aisladas del país.




Además de proporcionar capacidad de ingeniería a la Misión, las compañías de ingeniería militar de la MINUSTAH siguieron apoyando las prioridades del Gobierno encaminadas a mejorar las condiciones de vida de las comunidades, lo que incluyó la perforación de pozos, la distribución de agua y la rehabilitación de escuelas y orfanatos.




3.3 Acción humanitaria, desarrollo y construcción institucional





Haití ha logrado progresos en el frente humanitario. A fines de 2013, el 90% de la población desplazada por el terremoto de 2010 había abandonado los campamentos, en gran parte como consecuencia de los programas de regreso y reasentamiento ejecutados por el Gobierno, las Naciones Unidas y asociados no gubernamentales. La incidencia general de cólera se redujo a la mitad desde su comienzo a fines de 2010, y la grave inseguridad alimentaria disminuyó de 1,5 millones de personas afectadas a principios de 2013 a 600.000 afectados para fines del año.





Sin embargo, siguen existiendo grandes necesidades y vulnerabilidades. Según la Organización Internacional para las Migraciones, al 31 de diciembre de 2013 un total estimado de 146.000 personas (aproximadamente 39.000 hogares) seguían desplazados en 271 lugares y se enfrentaban a problemas de protección y falta de acceso adecuado a servicios básicos.





Respecto del cólera, aunque el número de presuntos casos se ha reducido considerablemente cada año, de 352.033 casos en 2011 a 58.608 casos en 2013, persisten deficiencias en la capacidad de los centros de salud para prestar servicios de salud adecuados y a tiempo a pacientes afectados.




Al tiempo que se reconocen las mejoras en la situación de la seguridad alimentaria, debido principalmente a la ausencia de huracanes durante el período, la prevalencia de malnutrición aguda entre niños menores de 5 años aumentó del 5,1% en 2012 al 6,5% en 2013, afectando aproximadamente a 100.000 niños, de los cuales 20.000 tienen malnutrición aguda grave.




En diciembre de 2013, el Fondo Monetario Internacional determinó que la tasa de crecimiento económico de Haití para el ejercicio económico 2012/13 era del 4,3%, por encima de la estimación del 3,4% publicada en junio de 2013. Durante 2013, la economía de Haití se benefició de un entorno económico mundial más favorable, una situación macroeconómica estable y mejores condiciones climáticas. Sin embargo, una serie de limitaciones estructurales siguen impidiendo un mayor crecimiento económico, como el inestable suministro de electricidad, la infraestructura deficiente, los elevados costos de transporte y las dificultades para acelerar la tasa de ejecución de la inversión pública.




En relación con la construcción institucional, durante el período la MINUSTAH proporcionó apoyo para la puesta en marcha del programa del Gobierno de intervención norte y nordeste, a fin de desarrollar la capacidad de determinados municipios para la prestación de servicios básicos. Asimismo, entre noviembre y diciembre, la MINUSTAH, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y otros asociados apoyaron la celebración de foros departamentales sobre la gestión de los riesgos y los desastres organizados por el Departamento de Protección Civil en los Departamentos Norte, Sur y Artibonite. La Misión siguió colaborando con el Parlamento para la creación de su oficina de género, y con el Ministerio de Justicia para poner en marcha las oficinas de asistencia jurídica, que tramitaron cerca de 2000 casos en el segundo semestre de 2013.




3.4 Desarrollo de la Policía Nacional de Haití





El período se caracterizó por una estrecha colaboración entre el componente de policía de la MINUSTAH, el Consejo Superior de la Policía Nacional y la jerarquía de la Policía Nacional de Haití en apoyo a la aplicación del plan de desarrollo de la Policía Nacional para 2012-2016, a través de un mecanismo conjunto de aplicación. En diciembre de 2013, se graduaron 1.058 cadetes (111 mujeres), en línea con el requisito de 1.000 agentes adicionales por año para alcanzar el objetivo del plan de tener 15.000 agentes en servicio. Se prevé que un nuevo grupo de más de 1.050 agentes comience un programa de siete meses de capacitación para fines de marzo de 2014.





La Policía Nacional de Haití es cada vez más proactiva y visible, incluso en barrios que antes eran propensos a la violencia. Las medidas de prevención del delito y lucha contra la delincuencia dirigidas por la Policía Nacional con el apoyo de la MINUSTAH en zonas urbanas problemáticas han dado lugar a una disminución de los índices de delitos graves en 2013 en comparación con 2012 y el desmantelamiento de varias bandas de delincuentes. Además, ha continuado la aplicación de estrategias policiales orientadas a la comunidad centradas en la prevención de la delincuencia, prestando especial atención a los jóvenes en situación de riesgo y las mujeres, en particular en Puerto Príncipe (Departamento Oeste), Les Cayes (Departamento Sur), Gonaïves (Departamento de Artibonite) y Jacmel (Departamento Sudeste).





En septiembre de 2013, se nombró a un nuevo Inspector General de la Policía Nacional de Haití. Desde entonces, la Inspección ha comenzado a aplicar su plan estratégico, que tiene por objetivo reforzar la independencia y la eficacia del órgano de supervisión, superando problemas como la insuficiencia de personal, recursos financieros y equipo inadecuado y la escasez de capacitación especializada.





3.5 Situación y perspectivas para la misión





De conformidad con la resolución 2119 (2013) del Consejo de Seguridad, el componente militar continuó la reducción de su personal durante el período sobre el que se informa y está bien encaminado para alcanzar la dotación prevista en su mandato de 5.021 efectivos mediante una retirada equilibrada de 1.249 efectivos de infantería e ingeniería antes de fines de junio de 2014. Esta reducción del 15% en el número de efectivos uniformados de la Misión coincide con los calendarios previstos de rotación de los contingentes. El 1 de julio de 2014, el componente militar constará de 21 compañías de infantería y 3 de ingenieros, capacidad de aviación y un hospital de nivel II, pero ya no tendrá capacidad marítima.





De conformidad con la resolución 2119 (2013) del Consejo de Seguridad, se puso en marcha un proceso de planificación integrada de la configuración de las Naciones Unidas en Haití después de 2016, según se describe en el Acápite II, numeral 2.1 del presente informe.





El Secretario General señaló en su informe del 7 de marzo de 2014 que la futura presencia de las Naciones Unidas en Haití debería garantizar, mediante un mandato más ajustado y una menor presencia, la consolidación de los avances en materia de seguridad y desarrollo de la capacidad logrados desde el despliegue de la MINUSTAH, a la vez que estaría en condiciones de complementar las posibles deficiencias operativas de seguridad. Asimismo, aseveró que si se mantiene el nivel actual de progreso, se podría volver a examinar la necesidad de invocar el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas en un futuro mandato. 





3.6 Situación política internacional




Brasil ha manifestado explícitamente que favorecerá un retiro paulatino de las tropas militares de la misión, en tanto Argentina y Perú han mostrado disposición a participar de las iniciativas de coordinación regional en este sentido. Paraguay ha solicitado a Naciones Unidas no retirar del todo su contingente de ingenieros militares, pues considera a las iniciativas en esta materia un mecanismo de reinserción internacional luego de su crisis institucional de 2012.





El incidente más visible de 2013 estuvo marcado por declaraciones del Presidente de Uruguay, José Mujica, quien señaló a finales de octubre que de no efectuarse las elecciones parlamentarias y municipales pospuestas desde 2012, retiraría las tropas uruguayas de Haití. A finales de noviembre, el Presidente Mujica modificó sus dichos, señalando que si bien favorecía el retiro de las tropas, actuaría en consonancia con los países de la región y la ONU.





El anuncio de un acuerdo político para la realización de elecciones ha generado un descenso en las expresiones críticas de los mandatarios sudamericanos hacia la misión. En este sentido, se aprecia un renovado apoyo al Plan de Consolidación de MINUSTAH, probablemente motivado por la expectativa que ha generado el anuncio de que en agosto de 2014 se adoptará una decisión sobre la expresión concreta de la reconfiguración militar de MINUSTAH.





Desde fuentes diplomáticas trascendió que el Gobierno haitiano consultó con la embajada de Estados Unidos sobre la posibilidad de aplazar las elecciones para 2015, ante lo cual se habría expresado que esa alternativa está terminantemente descartada por el gobierno de Estados Unidos. Una situación similar se habría producido con Brasil, particularmente en lo referido a una fragilización del respaldo de los países sudamericanos contribuyentes de tropas. Adicionalmente, Canadá, uno de los mayores donantes para Haití, ha venido planteando a la administración Martelly la necesidad de dar curso a los procesos electorales pendientes, el cual sería condición para continuar el envío de ayuda para el desarrollo, en razón de requerimientos internos de accountability del estado canadiense.





4. Fundamentos para la Renovación del Mandato





4.1 Requerimientos de la Misión





Los indicadores actuales y los consensos expresados en Naciones Unidas indican que se ha abierto una nueva etapa para la MINUSTAH, que podría acelerar el ritmo de las reducciones paulatinas del contingente militar, de modo que la misión pudiera reconfigurarse en 2016. Pese a lo anterior, las autoridades de MINUSTAH y del DPKO coinciden en que por el momento la situación de seguridad de Haití aconseja que se mantenga el apoyo de seguridad de los contingentes militares y policiales de la ONU a la Policía Nacional de Haití. En este sentido, 2014 y 2015 deben interpretarse como un periodo de preparación para el retiro sustantivo y programado de medios militares.





4.2 Consideraciones del entorno regional




MINUSTAH ha propiciado la construcción de un espacio político de diálogo y concertación entre los países latinoamericanos que la integran. En este sentido, Chile participa activamente en la mayoría de los diferentes foros multilaterales con Haití y MINUSTAH, como el Grupo de Amigos de Haití, Grupo Consultivo Ad-Hoc del ECOSOC para Haití, Grupo de Amigos en la OEA y el Mecanismo de Consultas 2x9. Esta participación permite a nuestro país tener un nivel de interlocución importante frente a las decisiones que se adoptan a través de estos espacios respecto de Haití.





Dentro del espacio sudamericano, de especial importancia para la política exterior, existe un acuerdo explícito entre los países en cuanto a que el proceso de reducción de tropas debe ajustarse a las condiciones en el terreno y responder a una concertación entre los países de la región, con el gobierno haitiano y con Naciones Unidas. De lo anterior se desprende que acciones unilaterales de los países sudamericanos en cuanto al retiro de tropas podrían redundar en una disminución de sus márgenes de influencia en esta materia y otras relacionadas con la cooperación internacional. Una situación de este tipo dificultaría la labor que Chile está desempeñando como miembro no permanente del Consejo de Seguridad de la ONU.





Nuestra participación en MINUSTAH ha servido también al propósito de ampliar la cooperación militar con Centroamérica, cuyo epítome es el exitoso trabajo realizado con El Salvador y Honduras para el ingreso de contingentes militares de esos países como parte del Batallón Chile, actualmente desplegado en Haití.





4.3 Consistencia con las prioridades, principios e intereses de la Política Exterior





La participación de nuestro país en MINUSTAH representa un compromiso concreto de Chile con la solidaridad regional e internacional, así como con la cooperación con el sistema de Naciones Unidas para preservar la paz y seguridad internacionales, contribuyendo asimismo a posicionarlo en la región latinoamericana como un actor relevante. Cabe destacar asimismo que el Secretario General ha encargado en dos ocasiones la dirección política de MINUSTAH a funcionarios chilenos, lo cual es indicativo de la responsabilidad política que se le ha entregado a Chile respecto de esta misión, en términos complementarios con su contribución militar y policial en MINUSTAH.





Para Chile, el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tiene un valor intrínseco, pues guarda relación con valores, principios e intereses nacionales de carácter permanente, como son el respeto del derecho internacional, la solución pacífica de controversias, la promoción de los derechos humanos y el impulso a los mecanismos multilaterales como forma de dar gobernabilidad al sistema internacional.




Cabe destacar asimismo el compromiso de Chile con la “Responsabilidad de Proteger”, expresado en la adhesión a los principios recogidos en distintas instancias multilaterales, tanto a nivel hemisférico, como global y regional. Este concepto prescribe que todo Estado tiene la obligación de proteger a sus ciudadanos y que, en caso que no pueda cumplir esta función, es la Comunidad Internacional quien debe asumir esta responsabilidad, en observancia del Derecho Internacional.





Finalmente, la participación en MINUSTAH y una aproximación responsable a las alternativas de reconfiguración de la misma son un reflejo de la prioridad que la Política Exterior atribuye al espacio regional y Latinoamérica en general.





4.4 Objetivos perseguidos





En conformidad con los antecedentes precedentemente expuestos, se visualiza una estrategia de dos vías para el periodo 2014-2015. En primer lugar, continuar apoyando el Plan de Consolidación de MINUSTAH, por cuanto representa un expediente de reducción del aporte de tropas con bajo costo político, especialmente en el contexto regional.





Dos elementos vinculados a las condiciones en las cuales se desarrollará este plan resultan especialmente relevantes al interés nacional: primero, los miembros permanentes del Consejo de Seguridad no son partidarios de darles tareas de reconstrucción o desarrollo a las unidades de ingenieros militares, por lo que versiones preliminares emitidas por MINUSTAH visualizan que en un futuro próximo podría producirse una reducción de estas unidades. En segundo lugar, en vista de los procesos derivados del Plan de Consolidación de MINUSTAH y su revisión propuesta para 2014, será particularmente relevante desempeñar un papel activo en la coordinación regional, de modo que se genere una postura común compatible con el interés nacional sobre cuál de las alternativas de reconfiguración propuesta por el Secretario General se promoverá y negociará como postura regional.





Como segundo expediente de la estrategia nacional, se mantendrá la incorporación de contingente de otros países en las unidades nacionales allí donde sea técnicamente factible, con el objetivo de mantener la baja en el volumen de los medios nacionales, aunque sin desmedrar los entendimientos alcanzados a nivel regional ni comprometer la inversión política y material efectuada en Haití. Hasta ahora, este expediente ha permitido una reducción de cerca del 18% de los efectivos nacionales en esa unidad.




4.5 Beneficios para las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad





Desde la perspectiva de la Defensa y de la capacidad profesional de las fuerzas armadas, la MINUSTAH ha representado un escenario eficaz para capacitar a militares y policías chilenos en un escenario de conflicto real y bajo condiciones aplicables al fenómeno de las amenazas asimétricas.





En este contexto, los efectivos nacionales reciben entrenamiento bajo estándar ONU, asimilable al estándar OTAN. Asimismo, su nivel de alistamiento es reforzado mediante el desempeño permanente en operaciones bajo condiciones reales y sus capacidades de interoperabilidad con otras fuerzas armadas se han reforzado, mediante la interacción permanente en un ambiente multinacional. Debe considerarse que el costo logístico de estas actividades que contribuyen a la preparación de las FF.AA. es de cargo de Naciones Unidas.





De igual modo, las lecciones aprendidas por Chile en la MINUSTAH, entre otras operaciones de paz, ha significado una experiencia altamente valiosa para mejorar cualitativamente la reglamentación interna, la logística del material empleado, y la doctrina de las fuerzas armadas y de orden de nuestro país.




Respecto de capacidades específicas, la unidad de ingenieros realiza una operación permanente en tareas propias de su función, situación no factible en Chile. De modo similar, el servicio en Haití le significa a las unidades de helicópteros un incremento significativo de horas de vuelo de los pilotos, de 8 horas mensuales promedio en Chile, a 30 horas promedio mensuales en Haití, en vuelos diurnos y nocturnos, bajo diferentes condiciones climáticas.





El efecto objetivo de esta realidad es un mejoramiento de los estándares de entrenamiento y alistamiento de las FF.AA. chilenas, situación que ha tenido una evaluación empírica a través de la participación de las Fuerzas Armadas y la Fuerza de Orden y Seguridad en situaciones de emergencia a nivel nacional, en las cuales se han empleado experiencias y capacidades adquiridas en las operaciones en Haití.




Se adjunta anexo “C” la Política Nacional para participar en OPAZ.




III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD





En virtud del mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto en detalle, anexos incluidos, y en consideración a los fundamentos expuestos, la solicitud de prórroga de la autorización para la permanencia de las tropas y medios nacionales en Haití se hace al Honorable Senado de la República por el plazo de 12 meses, a partir del 01 junio de 2014 y hasta el 31 de mayo de 2015.




IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO





En términos de procedimientos generales, el empleo de tropas militares en operaciones de paz se supedita a las disposiciones contenidas en la Ley 19.067, modificada por la Ley 20.297, que “Establece Normas Permanentes sobre Entrada de Tropas Extranjeras en el Territorio de la República y Salida de Tropas Nacionales del Mismo”, particularmente a través de su Párrafo II.





En términos específicos, estas misiones están regidas por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999, que establece las tareas concretas que pueden desempeñar las tropas nacionales y sus limitaciones. Asimismo, el documento explicita los criterios político-estratégicos, operativos y administrativos que el estado de Chile asume para evaluar su participación en operaciones de paz.




A nivel operacional, las tropas chilenas dan cumplimiento a las reglas de enfrentamiento (ROE) para MINUSTAH establecidas por la ONU en febrero de 2008, sobre la base de la Resolución 1542 (2004) del Consejo de Seguridad. El concepto de aplicación de las ROE se basa en el principio de restricción del empleo de la fuerza a la legítima defensa (autoprotección) y a la protección del mandato (incluida la protección de civiles). Dado el caso, estas disposiciones se supeditan a la normativa nacional para el empleo de la fuerza, que contempla el principio de jurisdicción penal nacional, la aplicación del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Internacional sobre los Derechos Humanos.




Adicionalmente, el Memorándum de Entendimiento entre la Organización de las Naciones Unidas y la República de Chile para la contribución de recursos a la Misión de las Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH), suscrito el 16 de febrero de 2006, establece obligaciones para el contingente nacional en materias de código de conducta y materias de género.





Finalmente, el contingente nacional opera en conformidad con el Acuerdo entre la Organización de las Naciones Unidas y el Gobierno de Haití referido al Estatuto de la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití, suscrito el 9 de julio de 2004, que regula los vínculos entre las tropas y el país receptor, incluidas inmunidades, jurisdicción penal y civil, y daños a terceros del país receptor.




V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS DESPLEGADAS




A. En lo militar





A la fecha, nuestro país mantiene desplegado un total de 408 efectivos militares (contingente), 14 efectivos policiales y 4 Oficiales en Cuartel General MINUSTAH, dando un total de 426 (detalle en Anexo “C”).




La fuerza militar chilena está compuesta por: un Batallón de Infantería, integrado por personal del Ejército (Infantería Mecanizada), de la Armada (Infantería de Marina), desde febrero de 2013, con personal del Ejército de El Salvador, y desde enero de 2014, con personal del Ejército de Honduras, que se encuentra desplegado en la ciudad de Cabo Haitiano (zona noreste del país); una Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal Combinada Chile–Ecuador, con base en la ciudad de Puerto Príncipe; y un Grupo de Helicópteros, asentado igualmente en la capital de Haití.





El mando del Batallón Chile es alternado entre un oficial jefe de Ejército y uno de la Armada del Cuerpo de Infantería de Marina. El mando de la Compañía de Ingenieros recae en un oficial jefe del arma de ingenieros del Ejército de Chile y su segundo comandante pertenece al Ejército de Ecuador. Finalmente, el mando del Grupo de Helicópteros recae en un oficial jefe de la Fuerza Aérea. El oficial más antiguo de los tres comandantes asume también como Jefe del Contingente Militar Nacional.




Del mismo modo, 2 (dos) Oficiales del Ejército y 1 (uno) de la Armada mantienen puestos clave de asesoría en el Cuartel General de MINUSTAH, en las áreas de Planes y Decisiones Estratégicas, Logística y Operaciones Marítimas. A partir del 27 de marzo del presente año, por un periodo de un año, se desempeña como Deputy Force Commander un Oficial General del Ejército de Chile.




En lo relativo a capacitación, antes de su despliegue el personal es sometido a una instrucción especial en su respectiva institución y recibe un entrenamiento específico en el Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC). Asimismo, se sigue un procedimiento estricto de sanidad, ya que Haití es considerado una zona de alto riesgo epidemiológico.




1. Batallón Chile





Unidad de Infantería compuesta por dos compañías: una integrada por 148 efectivos del Ejército de Chile y 34 del Ejército de El Salvador, y la otra por 136 efectivos de Infantería de Marina de Chile y 37 del Ejército de Honduras. Además, en esta unidad se encuentra encuadrada la Plana Mayor Especial, compuesta por un asesor jurídico, un periodista y un capellán, lo que completa la fuerza del Batallón Chile en 355 personas.





Sus actividades operativas se enmarcan en los mandatos del Consejo de Seguridad, que definen que la tarea fundamental de las tropas militares es “mantener un entorno seguro y estable” en apoyo de las autoridades locales y del resto de las organizaciones de la misión desplegadas, en este caso, en el Departamento Norte de Haití.




Tanto el Batallón Chile como el resto de las unidades militares que integran la misión se encuentran cumpliendo desde hace dos años labores de seguridad y control del borde costero e instalaciones portuarias, en el marco de las políticas de reforzamiento de fronteras orientadas a evitar el tráfico ilícito de especies.





Durante el año 2013, el “Batallón Chile” desarrolló actividades operativas y de colaboración con la ciudadanía local, como sigue:





- Actividades operativas realizadas durante el despliegue:





Patrullajes pedestres y motorizados de corto alcance.




Patrullajes pedestres y motorizados de largo alcance.




Patrullas e largo alcance




Reconocimientos aéreos.




Inserciones y extracciones aéreas.




Check Point en diferentes puntos de la ciudad y del área asignada.





Escolta de convoy y VIP.




Seguridad a unidades de ingenieros (PARENGCOY).




Atenciones y controles médicos. 




Control de manifestaciones. 





- Apoyo al Orfanato Le Fundation Du Bon Samaritain.





- Entrega de agua potable en diversas localidades y la cárcel de Cabo Haitiano.




- Celebración del Día Internacional del Niño.




- Entrega de útiles escolares en diferentes establecimientos educacionales.




- Actividades recreativas para la población de Cabo Haitiano (2da. corrida por la paz).





- Cursos de capacitación a locales




2. Compañía de Ingenieros Combinada Chileno-Ecuatoriana





Unidad combinada (binacional) compuesta por 70 efectivos del Cuerpo Ingenieros del Ejército de Chile y 52 miembros del Cuerpo de Ingenieros del Ejército del Ecuador. Esta unidad, asentada en la base internacional denominada “Campo Charlie”, en Puerto Príncipe, cuenta con equipo pesado de ingeniería horizontal provisto por ambos países y vehículos de apoyo. Su trabajo se orienta tanto al apoyo de los medios y unidades militares de la MINUSTAH, como a la comunidad haitiana.





Esta unidad ha cumplido trabajos de ingeniería horizontal programados por MINUSTAH en Puerto Príncipe y otras áreas de Haití, como Hinche, Miragoane, Mirebalais, Gonaives y Port de Paix, en los cuales se han realizado las siguientes actividades:




- Extracción de material en río Tabarre.




- Producción de áridos y grava.




- Limpieza de canal en Cité Soleil.




- Reparación de camino de acceso al Orfanato “Fraternite Notre Dame”.




- Reparación de camino de acceso a Base Percoy en Malpasse (en ruta al paso fronterizo Haití- República Dominicana). 




- Reparación Avenida Boulevard.





- Limpieza de canal Yumbala y Campo Charlie en Puerto Príncipe.




- Entrega de agua purificada a cuarteles de Naciones Unidas, escuelas, orfanatos, salas cuna, ONGs, instalaciones militares y navales de otros países.




- Mejoramiento del sistema de drenaje del helipuerto del hospital Mirebalais.




- Actividades CIMIC, relleno con gravilla, patio iglesia San Francisco.




- Controles ecográficos y obstétricos a embarazadas.




- Entrega de alimentos y útiles escolares en Puerto Príncipe.




- Trabajo de limpieza en campamento del Batallón Jordano, Delta Camp y Log base de MINUSTAH.





3. Grupo de Helicópteros




Unidad compuesta por 54 efectivos de la Fuerza Aérea de Chile, 4 helicópteros UH-1H -3 en operación y uno en mantenimiento, conforme al MOU vigente- y sus elementos de apoyo. En conformidad con las orientaciones y planificación operativa de MINUSTAH, la unidad cumple con las siguientes actividades:




- Reconocimiento aéreo en apoyo a las unidades terrestres, nacionales y de otros países.




- Operativos de rescate y evacuación aeromédicas (diurnos y nocturnos).




- Traslado de pacientes provenientes de otras regiones.




- Traslado de autoridades civiles y militares.




- Actividades CIMIC.




- Vuelos de reconocimiento con Flir y Kevlar.





- Inserciones/ extracciones y traslados.




Además de lo anterior, el Grupo de Helicópteros ha mantenido apadrinado al Orfanato Buen Samaritano, a través de visitas permanentes que incluyen la mantención de inmuebles, entrega de vestuario, distribución de leche y confites, además de diversas actividades recreativas para los menores. 





4. Acciones humanitarias del contingente nacional





Sin perjuicio de sus misiones específicas determinadas por MINUSTAH, cada una de las unidades chilenas desplegadas en Haití, se ha comprometido con acciones de carácter humanitario en sus respectivas áreas de responsabilidad. Estas iniciativas voluntarias han consistido principalmente en actividades dirigidas a los niños ubicados en orfanatos y colegios, como también de servicio público, y han sido evaluadas positivamente por MINUSTAH y las autoridades haitianas.





En términos generales, este tipo de actividades -que se basan en la voluntariedad del personal nacional y que no cuentan con recursos fiscales asignados- han constituido una forma de obtener la cooperación y confianza de la población local, contribuyendo a generar las condiciones para un entorno seguro y estable dentro del área de misión.




5. Cuartel General MINUSTAH




Existen 3 oficiales de las FF.AA. que integran el Cuartel General de MINUSTAH, los cuales ocupan puestos de relevancia para la misión. Lo anterior permite acceder y gestionar trámites administrativos y operativos con prontitud y celeridad, así como reforzar la posición nacional al interior de MINUSTAH en instancias pertinentes y frente a decisiones clave.




Los cargos actualmente ocupados son:





- Segundo Jefe de Planes y Decisiones Estratégicas (oficial jefe del Ejército).




- Jefe de Logística (oficial jefe del Ejército).




- Jefe de Operaciones Marítimas (oficial jefe de la Armada).




A partir del 27 de marzo, se incorporó a la misión el General de Brigada Jorge Peña Leiva, para desempeñarse como Deputy Force Commander por un periodo de un año.





6. Plana Mayor Especial





Esta plana mayor se encuentra bajo el mando del Jefe del Contingente Nacional (comandante nacional más antiguo) y está integrada por tres oficiales de las FF.AA., siendo éstos un capellán, un abogado y un periodista. Prestan servicios en el ámbito espiritual, asesoramiento jurídico y orientación comunicacional a todo el personal de las distintas unidades nacionales, sean estos militares y/o policiales.




7. Aspectos logísticos




Conforme al contrato que se mantiene con Naciones Unidas, Chile es el responsable de la operación, mantenimiento y reposición de todo su equipamiento mayor y de sus helicópteros que se encuentran en el área de misión, mecanismo llamado “Wet Lease” (responsabilidad nacional). Asimismo, es responsable del sostenimiento del personal desplegado en lo referido a la habitabilidad, preparación y entrega de la alimentación, comunicaciones, materiales de oficina, generación de electricidad, producción de agua potable, sanidad de primer nivel y bienestar. Las Naciones Unidas entrega el combustible con que operan los medios desplegados y los insumos para la alimentación.




Un listado resumido del material desplegado en la misión, se adjunta en anexo “E”




B. En lo policial





A la fecha, nuestro país contribuye con un total de 14 efectivos policiales (10 Carabineros y 4 Policías de Investigaciones), todos ellos desplegados de manera individual bajo la modalidad de expertos en misión. Los efectivos policiales chilenos integran el componente policial de Naciones Unidas (UNPOL) y están destinados en distintas unidades, conforme a las capacidades y experticias de cada uno, cumpliendo las siguientes misiones, entre otras:




- Asistente del Police Commissioner (Comisionado de Policía).




- Oficina de abastecimiento logístico de la UNPOL.




- Consejeros técnicos, asesores y monitores para el entrenamiento en las distintas unidades de la PNH en Puerto Príncipe, Leogane y Jeremie y, principalmente, para la implementación del plan de reestructuración de la PNH, que incluye los mecanismos de selección, depuración y entrenamiento.




- Unidad de Investigación Antisecuestro.




- Oficina de Investigación Interna UNPOL.





C. Participación de personal femenino en el período comprendido entre el 01.JUN.2013 y 31.MAR.2014, y funciones desempeñadas
	UNIDADES
	1er SEM.2013
	2do SEM. 2013
	1er SEM. 2014

	BTN. CHILE
	12
	8
	5

	COMP. ING.
	9
	6
	6

	GRUPO HELO
	4
	3
	2

	UNPOL
	CARAB.
	1
	1
	1

	
	PDI.
	1
	1
	1

	TOTAL
	27
	19
	15






Funciones desempeñadas:




- Oficial CIMIC del Batallón Chile.




- Oficial de Personal (S-1) del Batallón Chile.




- Oficial de Sanidad del Grupo de Helicópteros.




- Cdte. Escalón Mantenimiento del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros.




- Cdte. Sección Maquinarias de la Compañía de Ingenieros.




- Cdte. Sección Transportes del Batallón Chile.




- Periodista y asesor comunicacional en el Batallón Chile.




- Asesoría policial de la componente policial de UNPOL.




- Auxiliares en función de personal (S-1) del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros.




- Auxiliares en función de informaciones (S-2) del Batallón Chile.




- Auxiliares en función logística (S-4) del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros.




- Auxiliar de abastecimiento del Batallón Chile y Compañía de Ingenieros.




- Operador de mini cargador de la Compañía de Ingenieros.




- Operador equipo de iluminación, Compañía de Ingenieros.




- Operador de equipo purificador de agua de la Compañía de Ingenieros.




- Radio operador del Batallón Chile.




- Mecánico de vehículos motorizados del Batallón Chile.




- Enfermeras de Combate del Batallón Chile, Compañía de Ingenieros y Grupo Helicópteros.




VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL Y SOPORTE LOGÍSTICO





A. Organización del mando del contingente nacional





El Mando Operacional (OPCOM)
 del contingente nacional desplegado en Haití (en anexo “D”) lo ejerce el Jefe del Estado Mayor Conjunto en su calidad de Autoridad Militar Nacional, y tiene la responsabilidad de ejercer el mando sobre todas las unidades chilenas desplegadas en OPAZ.




El Control Operacional (OPCON)
 es entregado al Force Commander para las tropas militares y de UN Police Commissioner para los efectivos nacionales de policía.





La Autoridad Militar Nacional tiene la facultad de actuar por veto ante el Force Commander en caso de que se ordenara a las tropas chilenas cumplir una misión que no contemplada en el acuerdo entre Chile y Naciones Unidas o que se presente reñida con la normativa nacional para operaciones de paz.




B. Soporte Administrativo y Logístico





El Estado Mayor Conjunto se comporta como “escalón de coordinación logístico” en relación al apoyo de las tropas desplegadas en Haití, debiendo estar permanentemente informado de la situación de las unidades con la finalidad de cumplir con los compromisos adquiridos por el país en el memorándum firmado entre Naciones Unidas y Chile.




Por otra parte, las instituciones de las FF.AA. se comportan como “escalones administrativos y logísticos”, teniendo la responsabilidad de mantener la operacionalidad de las tropas. El soporte administrativo y logístico se materializa de manera directa entre las instituciones y las tropas apoyadas, interviniendo el Estado Mayor Conjunto solo ante la necesidad de acarreo de bastimentos entre el país y el área de misión.




En cuanto a los cargos que requieren las tropas para el cumplimiento de su misión, éstos pueden provenir de distintos orígenes (FF.AA., de Orden y Seguridad Pública, Estado Mayor Conjunto o MINUSTAH).





VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO





A partir del año 2011, en cumplimiento a la Ley N° 20.297 Art. 2° el financiamiento de la participación militar nacional en la misión en Haití se efectúa con fondos presupuestarios (Ley de Presupuesto), incluyéndose el sostenimiento logístico y las remuneraciones del personal.





El 2013 los fondos presupuestarios asignados fueron entregados a través de dos transferencias corrientes semestrales por parte del Ministerio de Hacienda al Fondo de Operaciones de Paz (asignación por Ley de Presupuesto, Nº20.641).





Los reembolsos de Naciones Unidas a Chile durante 2013 ascendieron a la suma de USD 16.704.386.





El gasto en remuneraciones del personal nacional desplegado el 2013 ascendió a la suma de USD 26.300.098. Con la reducción de personal de ingenieros nacionales y la incorporación de los efectivos salvadoreños y hondureños se proyecta una reducción del ítem de remuneraciones para el 2014 de USD 2.264.529.




El costo acumulado de la Operación Haití en el período 2004-2013 ha sido de USD 151.792.617.





El costo país de la Operación Haití el año 2013 fue de USD 15.300.403.




En el anexo “G” se encuentras los detalles de la situación financiera.

ANEXO “A”

RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LA O.N.U.





Resolución 2119 (2013) Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 7040ª sesión, celebrada el 10 de octubre de 2013





El Consejo de Seguridad,





Reafirmando sus resoluciones anteriores sobre Haití, en particular sus resoluciones 2070 (2012), 2012 (2011), 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004),





Reiterando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la integridad territorial y la unidad de Haití,





Reconociendo que, en el último año, Haití ha adoptado medidas en pro de la estabilización, entre otras, la creación del Colegio de Transición del Consejo Electoral Permanente y la presentación de un proyecto de ley electoral a la Asamblea Nacional, que son importantes para la celebración de elecciones parciales al Senado, municipales y locales, que deberían haberse llevado a cabo hace tiempo,





Observando con preocupación que se siguen produciendo demoras en los preparativos de las elecciones que podrían afectar su celebración en 2013, como anunció el Gobierno de Haití; exhortando al Gobierno de Haití y a todos los agentes interesados a que celebren en forma urgente elecciones libres, limpias, inclusivas y fidedignas de conformidad con la Constitución de Haití a fin de fomentar la estabilidad política y establecer un entorno propicio para el desarrollo socioeconómico,





Reconociendo que la situación general de la seguridad se ha mantenido relativamente estable y ha mejorado en cierta medida desde la aprobación de la resolución 2070 (2012), lo cual ha permitido que la MINUSTAH siga reduciendo la dotación de efectivos y adaptando su configuración sin socavar la seguridad y estabilidad de Haití, y reconociendo la importancia de que las decisiones que se adopten con respecto al futuro de la MINUSTAH guarden relación con la seguridad y se basen en las condiciones existentes,





Reconociendo el papel crucial de la MINUSTAH para que haya estabilidad y seguridad en Haití, encomiando a la MINUSTAH por la asistencia que sigue prestando al Gobierno de Haití para crear un entorno seguro y estable, expresando gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países, y rindiendo homenaje a quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio; encomiando también la gran variedad de iniciativas de reconstrucción emprendidas en Haití y la exitosa labor realizada por las unidades de ingeniería militar de la MINUSTAH,





Subrayando la necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y penitenciario de Haití, a fin de apoyar un sector haitiano de la seguridad más integrado y cohesionado, y observando el compromiso del Gobierno de Haití de fortalecer el estado de derecho y lograr mayores avances en la reforma del sector de la seguridad, y alentando a las autoridades haitianas a que sigan realizando esfuerzos al respecto,





Reiterando el vital papel que desempeña la Policía Nacional de Haití en lo que respecta a la seguridad y estabilidad del país; destacando la importancia de la labor que se está realizando para fortalecer, profesionalizar y reformar dicha Policía a fin de posibilitar que asuma plena responsabilidad por la seguridad de Haití; observando los avances logrados en la aplicación del plan quinquenal de desarrollo de la Policía Nacional de Haití para 2012-2016 y reiterando la importancia de seguir prestándole apoyo, en particular en lo relativo al reclutamiento y la retención de personal,





Reconociendo las medidas adoptadas por el Consejo Superior del Poder Judicial para ejecutar su mandato y promover el fortalecimiento de la independencia judicial, y expresando la necesidad de seguir tratando de resolver los problemas de derechos humanos que todavía existen en el sistema penitenciario, como la excesiva duración de la prisión provisional, el hacinamiento en las cárceles y las condiciones sanitarias,





Reconociendo que, si bien se han realizado importantes progresos, Haití sigue enfrentando grandes problemas humanitarios que hay que continuar resolviendo, como la existencia de alrededor de 279.000 desplazados internos que aún dependen de ayuda para su supervivencia básica, la epidemia de cólera y las condiciones de vida en los campamentos,





Poniendo de relieve que para lograr una estabilidad duradera y sostenible es fundamental avanzar en la reconstrucción de Haití, así como en su desarrollo social y económico, en particular mediante una asistencia internacional para el desarrollo eficaz y encomiable y un aumento de la capacidad institucional de Haití para beneficiarse de esa asistencia, y reiterando la necesidad de que la seguridad vaya acompañada del desarrollo económico y social, incluidos esfuerzos en la reducción de riesgos y preparación que tengan en cuenta la extremada vulnerabilidad del país a los desastres naturales, esfuerzos en los que el Gobierno de Haití desempeña un papel primordial,





Acogiendo con beneplácito que se siga elaborando el Marco para la Coordinación de la Asistencia Externa del Gobierno de Haití como mecanismo elegido para la coordinación de donantes y el apoyo a las prioridades de desarrollo del Gobierno de Haití, y acogiendo con beneplácito también que el equipo de las Naciones Unidas en Haití haya aumentado la programación conjunta en consonancia con el Marco Estratégico Integrado respaldado por el Gobierno, y acogiendo con beneplácito además el compromiso de fomentar una mayor armonización de la asistencia internacional con las prioridades nacionales, aumentar la transparencia y fortalecer la rendición de cuentas mutua, así como la necesidad de una coordinación más intensa,





Observando los esfuerzos que está realizando el Gobierno de Haití por controlar y erradicar la epidemia de cólera, e instando a las entidades de las Naciones Unidas a que, en coordinación con otros agentes pertinentes sigan apoyando al Gobierno de Haití para solventar las deficiencias estructurales, en particular en los sistemas de suministro de agua y saneamiento, y recalcando la importancia de reforzar las instituciones nacionales haitianas de salud y reconociendo los esfuerzos de las Naciones Unidas por luchar contra el cólera, entre otras cosas, mediante la iniciativa del Secretario General para apoyar el Plan Nacional para la Eliminación del Cólera; destacando la importancia de que se preste un apoyo adecuado y sostenible, con especial atención a las respuestas médicas rápidas contra los brotes de la enfermedad destinadas a reducir la amenaza,





Instando a los donantes a que cumplan las promesas que formularon en la conferencia celebrada en Nueva York en 2010 a fin de ayudar, entre otras cosas, a promover el acceso de los más vulnerables a los servicios y al empleo, y subrayando la responsabilidad del Gobierno de Haití de proporcionar una orientación clara a los donantes sobre sus prioridades y de facilitar el suministro de asistencia a quienes más la necesitan,





Poniendo de relieve el papel de las organizaciones regionales en el proceso de estabilización y reconstrucción de Haití en marcha y exhortando a la MINUSTAH a que siga colaborando estrechamente con las instituciones financieras internacionales, las organizaciones regionales y subregionales y otros interesados, en particular la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) y la Comunidad del Caribe (CARICOM),





Reconociendo que los desafíos que enfrenta Haití están interconectados, reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo, incluida la lucha contra el desempleo y la pobreza, se refuerzan entre sí, y acogiendo con beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de Haití y la comunidad internacional para encarar esos desafíos, en consonancia con las prioridades del Gobierno establecidas en su programa de políticas “5Es” (empleo, educación, medio ambiente, energía y estado de derecho),





Acogiendo con beneplácito los constantes esfuerzos de la Policía Nacional de Haití para patrullar e intensificar su presencia y su interacción directa con la población; reconociendo los constantes esfuerzos de la MINUSTAH, en estrecha coordinación con los comités de los campamentos, en el ámbito de la policía de proximidad en los campamentos de desplazados internos, y acogiendo con beneplácito su interacción con la población,





Reconociendo que la violencia sexual y por razón de género sigue siendo motivo de grave preocupación, especialmente en los distritos marginados de Puerto Príncipe, los campamentos de desplazados internos y las zonas remotas del país,





Reconociendo que el fortalecimiento de las instituciones nacionales de derechos humanos, así como el respeto de los derechos humanos y las debidas garantías procesales, la lucha contra la delincuencia, en particular la violencia sexual y por razón de género, y las medidas para poner fin a la impunidad son esenciales para garantizar el estado de derecho y la seguridad en Haití; acogiendo con beneplácito en este sentido el establecimiento de la comisión interministerial de derechos humanos,





Reafirmando la autoridad del Representante Especial del Secretario General en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas en Haití, y reafirmando también su apoyo al papel que desempeña el Representante Especial del Secretario General para asegurar que haya una coordinación y una colaboración óptimas entre la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país en lo referente a los aspectos de sus respectivos mandatos que guardan relación entre sí, particularmente como parte del plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes,





Recalcando la importancia de proporcionar fondos suficientes a la Policía Nacional de Haití para mejorar su capacidad logística, administrativa y operacional, y alentando al Gobierno de Haití a que aproveche el apoyo que presta la comunidad internacional para garantizar que el pueblo haitiano cuente con la debida seguridad, y exhortando a todos los asociados internacionales a que intensifiquen su coordinación a este respecto,





Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General publicado con la signatura S/2013/493, de 19 de agosto de 2013,




Teniendo presente que, con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, le incumbe la responsabilidad primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales,




Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, de conformidad con lo dispuesto en la sección I del párrafo 7 de la resolución 1542 (2004),




1. Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007), 1840 (2008), 1892 (2009), 1908 (2010), 1927 (2010), 1944 (2010), 2012 (2011) y 2070 (2012), hasta el 15 de octubre de 2014, con la intención de renovarlo posteriormente;




2. Decide que la dotación total de la MINUSTAH sea de hasta 5.021 efectivos, tras la retirada equilibrada de efectivos de infantería e ingeniería, en consonancia con lo indicado en el párrafo 54 del informe del Secretario General, y un componente de policía de hasta 2.601 efectivos;





3. Afirma que los ajustes en la configuración de la dotación deberán estar basados en la situación de la seguridad sobre el terreno, teniendo en cuenta la importancia de mantener un entorno seguro y estable y el impacto de la realidad política y social en la estabilidad y seguridad de Haití; el desarrollo cada vez mayor - de la capacidad estatal de Haití, en particular el fortalecimiento de la Policía Nacional de Haití que se está llevando a cabo; y el mayor ejercicio por parte de las autoridades nacionales de la responsabilidad estatal de Haití en el mantenimiento de la estabilidad y la seguridad del país; y exhorta a la MINUSTAH a mantener su capacidad de desplegar contingentes rápidamente en todo el país;




4. Toma nota de que se está aplicando el plan de consolidación de la MINUSTAH basado en las condiciones existentes; reitera su objetivo de centrar las actividades de la Misión en un conjunto básico de tareas encomendadas que se puedan ejecutar en un plazo razonable, conforme a lo acordado con el Gobierno de Haití; toma nota del párrafo 64 del informe del Secretario General y aguarda con interés las propuestas que se incluirán en el próximo informe del Secretario General, tras la celebración de consultas con el Gobierno de Haití y los Estados Miembros;




5. Reconoce la implicación y la responsabilidad primordial del Gobierno y del pueblo de Haití en todo lo que respecta a la estabilización del país; alienta a la MINUSTAH a intensificar sus esfuerzos para proporcionar conocimientos logísticos y técnicos, con los medios disponibles y de conformidad con su mandato en coordinación, según corresponda, con el equipo de las Naciones Unidas en el país y otras entidades que participen en la labor de estabilización, a prestar asistencia, cuando lo solicite el Gobierno de Haití, para que se sigan realizando actividades de descentralización y se siga fortaleciendo la capacidad de sus instituciones en los planos nacional y local, con miras a aumentar aún más la capacidad del Gobierno para extender la autoridad del Estado a todo Haití y promover la buena gobernanza y el estado de derecho en todos los niveles;




6. Insta a los agentes políticos de Haití a que cooperen entre sí para terminar de elaborar todas las medidas, incluida una ley electoral, necesarias para preparar y celebrar unas elecciones libres, limpias y transparentes al Senado, municipales y locales, que deberían haberse llevado a cabo hace tiempo, de conformidad con la Constitución de Haití, a fin de garantizar el funcionamiento continuado de la Asamblea Nacional y otros órganos electivos;




7. Acoge con beneplácito los esfuerzos de la Representante Especial del Secretario General para prestar apoyo al proceso político que se desarrolla en Haití; reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que siga prestando apoyo a este proceso; exhorta a la MINUSTAH a que suministre y coordine, según corresponda, la asistencia electoral internacional al Gobierno de Haití, en cooperación con los interesados internacionales, incluida la OEA, la UNASUR y la CARICOM, según corresponda;




8. Recuerda su resolución 1325 (2000) y alienta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de las partes interesadas pertinentes, promueva una mayor participación política de la mujer en el país, de conformidad con la Constitución de Haití;




9. Reafirma que, en el marco de la mejora del estado de derecho en Haití, es indispensable fortalecer la capacidad de la Policía Nacional para que el Gobierno asuma plena y oportunamente la responsabilidad de las necesidades del país en materia de seguridad, lo cual es fundamental para la estabilidad general y el futuro desarrollo de Haití;




10. Reitera que el desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de Haití es una tarea de importancia decisiva para la MINUSTAH; solicita a la INUSTAH que prosiga su labor encaminada a fortalecer la capacidad institucional y operacional de la Policía Nacional de Haití, en particular mediante esfuerzos renovados de capacitación y orientación del personal de policía y penitenciario, incluido el personal de rango intermedio; exhorta a la MINUSTAH a que ajuste los conocimientos especializados del personal de la Policía de las Naciones Unidas para apoyar esos objetivos y a que proporcione instructores y asesores técnicos calificados;




11. Subraya la necesidad de asegurar un apoyo eficaz del Gobierno de Haití y de sus asociados internacionales y regionales al plan de desarrollo de la Policía Nacional de Haití para 2012-2016, a fin de cumplir los objetivos de lograr un mínimo de 15.000 agentes de policía en activo plenamente operativos para 2016, una capacidad logística y administrativa suficiente, la rendición de cuentas, el respeto de los derechos humanos y el estado de derecho, un proceso estricto de selección, mejores procesos de contratación y capacitación, el fortalecimiento de los controles en las fronteras terrestres y marítimas, y la mejora de la prevención de la delincuencia organizada transnacional;





12. Destaca la necesidad de que haya una estrecha coordinación entre la MINUSTAH, los donantes y el Gobierno de Haití para incrementar la eficacia y la sostenibilidad de las medidas en pro del desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de Haití; solicita también a la MINUSTAH que facilite esta coordinación y que continúe proporcionando orientación técnica a los proyectos financiados por donantes, según se solicite, para rehabilitar y construir instalaciones policiales y penitenciarias, así como a otros proyectos destinados a apoyar la capacidad institucional de la Policía Nacional de Haití, según corresponda;




13. Alienta a la MINUSTAH a que, en colaboración con los agentes internacionales pertinentes, preste ayuda al Gobierno para hacer frente con eficacia a la violencia de bandas, la delincuencia organizada, el tráfico de drogas y la trata de personas, especialmente de niños;




14. Alienta a las autoridades de Haití a que continúen ejecutando el plan de reforma del sector de la justicia mediante la adopción de las medidas necesarias, incluso mediante la prestación de apoyo continuo al Consejo Superior del Poder Judicial para asegurar la independencia y eficacia de las instituciones judiciales, y a que sigan haciendo frente a los problemas de la prisión provisional prolongada y las malas condiciones y el hacinamiento en las cárceles, especialmente en lo que respecta a las mujeres y los niños detenidos;




15. Exhorta a todos los donantes y asociados, incluidas las organizaciones internacionales y no gubernamentales, a que coordinen mejor sus esfuerzos y colaboren estrechamente con el Gobierno de Haití por conducto de su Marco para la Coordinación de la Ayuda Externa, que tiene por objeto ayudar al Gobierno a aumentar la transparencia, la implicación nacional y la coordinación de la asistencia externa y fortalecer la capacidad del Gobierno para gestionar la asistencia externa;




16. Solicita al equipo de las Naciones Unidas en el país, y pide a todos los agentes, que complementen las operaciones de seguridad y desarrollo iniciadas por el Gobierno de Haití con el apoyo de la MINUSTAH con actividades dirigidas a mejorar efectivamente las condiciones de vida de la población afectada, en particular las mujeres y los niños;




17. Solicita a la MINUSTAH que, en coordinación con el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga ejecutando proyectos de efecto rápido que contribuyan a construir un entorno seguro y estable y aumenten la implicación nacional y la confianza de la población de Haití en la MINUSTAH, en particular en los ámbitos prioritarios determinados por los dirigentes de la Misión y teniendo presentes las prioridades del Gobierno de Haití, según corresponda;




18. Condena enérgicamente las graves infracciones contra niños afectados especialmente por la violencia de las bandas de delincuentes, así como los numerosos casos de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y niñas, y exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga promoviendo y protegiendo los derechos de las mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones del Consejo de Seguridad 1325 (2000), 1612 (2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 (2009) y 1889 (2009), y alienta a todos los agentes del Gobierno de Haití, la comunidad internacional y la sociedad civil a que renueven sus esfuerzos para eliminar la violencia sexual y por razón de género en Haití y para mejorar la respuesta a las denuncias de violación y el acceso a la justicia de las víctimas de violaciones y otros delitos sexuales; alienta a las autoridades nacionales a promover legislación nacional a este respecto;




19. Alienta a la MINUSTAH a que siga ayudando al Gobierno de Haití a proporcionar una protección adecuada a la población civil, prestando particular atención a las necesidades de los desplazados internos y demás grupos vulnerables, especialmente las mujeres y los niños, por medios como los servicios conjuntos de policía de proximidad en los campamentos, de conformidad con la resolución 1894 (2009) del Consejo de Seguridad;




20. Solicita al Secretario General que siga adoptando las medidas necesarias para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política de las Naciones Unidas de tolerancia cero frente a la explotación y los abusos sexuales, y que lo mantenga informado, e insta a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía a intensificar sus esfuerzos para prevenir casos de mala conducta y asegurarse de que se investiguen y castiguen debidamente los actos de ese tipo en que esté involucrado su personal;




21. Reafirma que el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos humanos es un componente esencial de la Misión y reconoce que el respeto de los derechos humanos es un elemento esencial para la estabilidad de Haití, en particular la atención a la responsabilidad de las personas por infracciones graves ocurridas durante gobiernos anteriores, insta al Gobierno a que, con el apoyo de la comunidad internacional, según corresponda, garantice el respeto y la protección de los derechos humanos por la Policía Nacional de Haití y la magistratura, y exhorta a la MINUSTAH a que proporcione supervisión y apoyo a este respecto;





22. Alienta a la MINUSTAH a que, dentro de los límites de su mandato, continúe utilizando los medios y la capacidad de que dispone, incluidos sus ingenieros, con miras a mejorar la estabilidad en Haití, al tiempo que alienta a que haya una mayor implicación de Haití en el contexto de su plan de consolidación basado en las condiciones existentes;




23. Solicita a la MINUSTAH que mantenga su enfoque de reducción de la violencia en las comunidades, en estrecha colaboración con el Gobierno de Haití, con especial atención a los jóvenes en situación de riesgo, las mujeres, los desplazados y las personas que viven en barrios afectados por la violencia, y que se asegure de que esta actividad se coordine con el equipo de las Naciones Unidas en el país y apoye la labor que este realiza para fortalecer la capacidad local en este ámbito;




24. Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a las autoridades haitianas en sus esfuerzos por controlar la circulación de armas pequeñas, la creación de un registro de armas, la revisión de las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, la reforma del sistema de licencias de armas, y la elaboración y aplicación de una doctrina nacional sobre la policía de proximidad;




25. Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los componentes militar y policial de la MINUSTAH, como el concepto de operaciones y las normas de intervención, se actualicen periódicamente, según proceda, y se ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes, y solicita al Secretario General que informe al respecto al Consejo de Seguridad y a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía;




26. Solicita al Secretario General que lo informe regularmente y que lo informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada 6 meses y a más tardar 45 días antes del vencimiento de dicho mandato;




27. Solicita al Secretario General que siga incluyendo en sus informes una evaluación exhaustiva de las amenazas para la seguridad existentes en Haití, que proponga, según corresponda, opciones para seguir consolidando y reconfigurando la MINUSTAH, y que siga presentando un informe sobre la marcha del plan de consolidación como anexo de su próximo informe;





28. Decide seguir ocupándose de la cuestión.

- - -

ANEXO “B”

INFORME DEL SECRETARIO GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS:

PROGRESOS EN LA CONSOLIDACIÓN DE LA MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS EN HAITÍ





En mi informe al Consejo de Seguridad de 8 de marzo de 2013 (S/2013/139), expuse el plan de consolidación basado en condiciones de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), que establece cuatro parámetros de estabilización que constituyen el marco de la puesta en marcha de la consolidación de la Misión. En el presente anexo figura información actualizada sobre los progresos realizados durante el período que se examina en el logro de esos cuatro parámetros de estabilización.




Logros principales




Desarrollo de la policía




La MINUSTAH centró su apoyo en aumentar la capacidad de la Policía Nacional de Haití conforme al plan del país para el desarrollo de la policía para el período 2012-2016. Los logros en los parámetros de referencia fundamentales del plan de consolidación relativa al desarrollo de la policía figuran a continuación:





- En diciembre de 2013 se graduaron de la capacitación 1.058 cadetes (111 mujeres), lo que está en consonancia con el requisito de contar con 1.000 agentes adicionales por año para alcanzar el objetivo del plan de desarrollo de tener 15.000 agentes en servicio. Se prevé que un nuevo grupo de más de 1.050 agentes comience un programa de siete meses de capacitación en marzo de 2014.





- De conformidad con el plan de consolidación, la Academia Nacional de Policía está funcionando a plena capacidad, con 98 instructores nacionales. En cuanto a la capacidad de gestión superior de la Policía Nacional, en octubre de 2013 41 comisarios se graduaron de la Academia Nacional de Policía. Además, en noviembre de 2013 un nuevo grupo de 38 comisarios comenzó su programa de seis meses de capacitación.





- En el momento de preparar el presente informe, la dotación de la Policía Nacional de Haití asignada a regiones fuera de la zona metropolitana de Puerto Príncipe ascendía al 32,5%, cerca de la meta de un tercio. La mitad de la dotación de agentes de policía en las regiones recibió capacitación en control antidisturbios durante el período que abarca el informe.





- A fin de mejorar la capacidad de la fuerza de policía para gestionarse eficazmente a sí misma, en octubre de 2013 se puso en marcha una revisión de los procedimientos para las ofertas, las asignaciones y la cadena de suministro. Durante el período que abarca el informe, se construyeron o renovaron 87 instalaciones de la policía y el parque automotor recibió 194 nuevos vehículos y motocicletas. También se mejoraron los procedimientos de conservación de equipo y de activos.





- Se ha asignado a un total de 4.291 oficiales (38,2% de la fuerza de la Policía Nacional) a unidades especializadas, incluidas las penitenciarías, las actividades policiales orientadas a la comunidad, el control de disturbios, las investigaciones penales, la trata, la respuesta a la violencia sexual y por razón de género, los derechos humanos, la guardia costera y la gestión de las fronteras.





- En los dos últimos años el Gobierno de Haití ha aumentado la proporción del presupuesto nacional asignada a la Policía Nacional. Para el ejercicio económico 2013/14, el presupuesto previsto para la Policía Nacional de Haití es de 153,9 millones de dólares. La Cámara de Diputados ha aprobado una suma de 157,5 millones de dólares y la asignación final está pendiente de aprobación del presupuesto por el Senado.




Desarrollo de la capacidad electoral





El objetivo de la Misión es crear condiciones necesarias para que el Gobierno de Haití asuma la plena responsabilidad del proceso electoral tras las próximas elecciones presidenciales, previstas para 2015.





- Como no se celebraron elecciones en 2011, 2012 y 2013, no se respetaron los plazos constitucionales.





- Aunque no se ha establecido un Consejo Electoral Permanente, el 19 de abril de 2013 se creó un Consejo Electoral de transición y el 13 de enero de 2014 se nombró a un Director Ejecutivo.





- El Gobierno de Haití se ha comprometido a aportar aproximadamente una tercera parte del presupuesto electoral provisional. A la luz de las disposiciones de la ley electoral de 2013, así como la secuencia y el tipo de elecciones que se celebrarán en 2014, tal vez sea necesario revisar el presupuesto previsto.





- En cuanto a la capacidad de las autoridades de Haití para asumir progresivamente la plena responsabilidad de la seguridad y logística electoral, las conversaciones entre la MINUSTAH y el Consejo Electoral sobre esta cuestión se encuentran en una etapa temprana debido a que todavía no se ha alcanzado un acuerdo formal sobre la secuencia y el calendario de las elecciones de 2014.





Estado de derecho y derechos humanos





La MINUSTAH está centrando sus actividades en prestar apoyo a la labor del Gobierno para reforzar los mecanismos de supervisión y rendición de cuentas del estado de derecho y hacer avanzar la crucial reforma legislativa.





- Si bien se han redactado las normas de los procedimientos internos del Consejo Superior del Poder Judicial, los miembros del Consejo todavía no las han aprobado.





- En cuanto a la creación de la Inspección Judicial del Consejo Superior del Poder Judicial y otras estructuras administrativas de su secretaría, ha comenzado el proceso de contratación de un Director e inspectores judiciales.





- Se han tenido en cuenta consideraciones de género en la contratación de nuevos estudiantes de la magistratura que en la actualidad se están capacitando en la Escuela de la Magistratura, lo que ha dado como resultado que haya entre los estudiantes un 37% de mujeres.




- No se han logrado avances positivos en lo que respecta a la capacidad del Tribunal Superior de Cuentas y Contencioso Administrativo para atender a un número cada vez mayor de casos. En la actualidad, el Presidente ha confirmado a 7 de los 10 miembros propuestos por el Senado.





- La Oficina del Ombudsman está en funcionamiento y financiada adecuadamente con cargo al presupuesto estatal y cuenta con representación en todo el territorio.





- Se han propuesto al Gobierno los proyectos de Código Penal y Código de Procedimiento Penal. En lo que respecta al Código Penal, el Presidente de la Comisión de Reforma Legislativa ha preparado un proyecto alternativo. Ninguna de las versiones se ha presentado todavía al Parlamento para su aprobación.





- Cuando se redactó el presente informe, la Dependencia contra la Corrupción tiene capacidad para investigar casos. La ley contra la corrupción está pendiente de aprobación por el Parlamento, lo que conferiría a la Dependencia facultades de ejecución de las que actualmente carece.





- El proceso de investigación de antecedentes de la Policía Nacional de Haití está avanzando y se ha certificado a 4.992 agentes de policía y personal civil. Otros 3.201 casos se completarán en breve. La verificación de los antecedentes de los nuevos agentes la realizan conjuntamente la Inspección General y el componente de policía de la MINUSTAH antes de que se gradúen de la Academia Nacional de Policía.





- En febrero de 2014, la Inspección General publicó su primer informe anual desde 2008, donde documentó 78 causas contra agentes de policía abiertas por distintas faltas de conducta y violaciones de los derechos humanos. Hasta la fecha, se ha despedido de la fuerza de policía a 14 de esos agentes, se han impuesto sanciones adecuadas en otros 14 casos y se consideró que 28 casos eran infundados.





Cuestiones clave de gobernanza





El objetivo de la Misión es fomentar el diálogo sobre un mínimo consenso político respecto de las elecciones y la agenda legislativa y apoyar el fortalecimiento de las instituciones del Estado a nivel central y local.





- Los interesados políticos nacionales entablaron un proceso de diálogo con mediación centrada en la gobernanza democrática, las elecciones y la reforma constitucional.





- Organizaciones de la sociedad civil finalizaron y presentaron a las autoridades haitianas propuestas de políticas en que se definirían las prioridades a corto, mediano y largo plazo en materia de gobernanza y derechos humanos en seis Departamentos (Nordeste, Artibonite, Sudeste, Grand-Anse, Sur y Oeste).

- - -

ANEXO “C”

POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ





Decreto Supremo Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra Nº 68 de 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario oficial Nº 36.510 del 10 de noviembre de 1999.





Considerando:




1. Que Chile es parte de la comunidad internacional de naciones y que, en su carácter de Estado libre y soberano, aspira a participar activamente en las instituciones y foros que promueven la paz y el desarrollo de los pueblos;




2. Que Chile integra desde su origen la Organización de las Naciones Unidas, habiendo ratificado la Carta de dicha organización, así como otros tratados y acuerdos en el marco de ese organismo internacional;





3. Que la Carta de las Naciones Unidas establece en sus Capítulos VI; VII y VIII un sistema de seguridad internacional, que define las medidas disponibles para participar en las operaciones de paz, así como las reglas que las gobiernan;





4. Que la Constitución Política de la República de Chile establece que es deber del Estado de Chile resguardar la seguridad nacional;





5. Que, en un sentido integral y moderno, la seguridad de Chile depende de un diverso conjunto de factores, tanto internos como externos.





6. Que entre estos factores, cabe destacar la estabilidad y la seguridad internacionales. Asimismo, que la globalización de las relaciones deriva en que los conflictos repercuten internacionalmente en forma más amplia e intensa, por lo tanto, adquieren una mayor supremacía los pactos de seguridad y estabilidad internacional.





7. Que, al mismo tiempo, el Estado de Chile basa su política exterior en los principios de respeto a los tratados, observancia del principio de no intervención en asuntos de otros Estados soberanos y promoción de buenas relaciones entre los pueblos y los gobiernos, rechazando toda forma de expansionismo;





8. Que resulta indispensable que el Estado de Chile, dentro de los marcos de la Constitución Política, las leyes y los tratados vigentes, disponga de reglas y criterios que definan claramente la forma en que se produce la participación nacional en las indicadas operaciones, incluidas las operaciones de imposición de la paz.





9. Que solemnizar y dar publicidad a las reglas y criterios que informan la Política Nacional para operaciones de paz, son exigencias que derivan del derecho que asiste a la ciudadanía y especialmente, a las personas e instituciones directamente concernidas en orden a conocer la posición oficial del Estado de Chile sobre esta importante materia; y





10. Que, finalmente, corresponde al Presidente de la República conducir las Relaciones Exteriores del país, extendiéndose su autoridad, además, a todo cuanto tenga por objeto la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República.





Visto lo dispuesto en los artículos 24 y 32 número 8 de la Constitución Política de la República,





Resuelvo promulgar la siguiente "POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ":




1. El mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena. Tales imperativos, representativos de la vocación pacífica del pueblo chileno y plenamente coherente con el interés nacional, deben informar siempre de la actuación de los agentes del Estado de Chile.





2. Fiel a los principios enunciados, el Estado de Chile reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz y la seguridad internacionales que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas.





3. En concordancia con los principios descritos, el Estado de Chile manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana y de acuerdo a los criterios enunciados en este instructivo, en operaciones de paz impulsadas por las Naciones Unidas.





Para los efectos de este instructivo Presidencial, entiéndase por operación de paz todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades.





Las operaciones de paz pueden comprender, entre otras funciones, las siguientes tareas concretas:




a) Verificación del cese del fuego.




b) Colaboración en la separación de fuerzas.




c) Supervigilancia de las líneas divisorias o de las zonas de exclusión.




d) Escolta, conducción y distribución de ayuda humanitaria.




e) Supervisar la desmovilización de combatientes.

f) Certificar el registro, entrega y/o destrucción de armamento.




g) Colaborar con los programas de desminado.




h) Contribuir al éxito de los programas de retorno y reubicación de refugiados de guerra.




i) Contribuir a la reconstrucción de zonas afectadas por conflictos o desastres naturales.




j) Colaborar y asistir a los procesos electorales que se lleven a efecto bajo la supervisión de la Organización de Naciones Unidas.





Además, y excepcionalmente, las operaciones de paz pueden comprender las siguientes funciones especiales:





- Cooperación en la mantención del orden público en el período siguiente al cese de las hostilidades.




- Colaborar en supervisión del respeto a los derechos humanos. Esta misión puede comprender, además, la tarea de cooperar en la investigación de violaciones cometidas durante las hostilidades.





Las funciones a que se refieren las letras k) y l) no autorizan el empleo de fuerzas chilenas para la búsqueda y/o captura de delincuentes, beligerantes o criminales de guerra.





4. Quedan comprendidas en esta declaración de Política Nacional las operaciones de imposición a la Paz, tales como la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, ruptura de relaciones diplomáticas, demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por Fuerzas Aéreas, Navales o Terrestres a que se refiere la Carta de las Naciones Unidas.





5. La participación nacional en operaciones de paz constituye una decisión soberana del Estado de Chile. Las determinaciones respectivas se adoptan por el Presidente de la República conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y las Leyes pertinentes. La participación de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en las referidas Operaciones, a su vez, se rige especialmente por lo prescrito en la Ley N° 19.067.




6. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz, se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios políticos-estratégicos:




6.1 Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional.





Este interés se relaciona, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y sobre todo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales.





6.2 Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.





6.3 En todo caso, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de Naciones Unidas o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue.





6.4 El mandato de las Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración.





6.5 Las partes involucradas en el conflicto, deben haber solicitado la intervención de Fuerzas de Paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, en donde no se requiere dicha solicitud.





6.6 Deberán ponderarse siempre los costos que las operaciones de paz involucran respecto de los beneficios que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos.





6.7 Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes.





7. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios operativos:





7.1 Se deberá establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona de el en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.





En concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de fuerzas armadas y/o de orden y seguridad pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización.





7.2 Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.





7.3 Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse, permanentemente, operativos.





Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación de personal destinado a participar en Operaciones de Paz.





7.4 En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.





8. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios gubernativos y administrativos:





8.1 La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición y la proposición posterior a S.E. el Presidente de la República, será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, en conjunto.





8.2 La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz, será del Ministerio de Defensa; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.





8.3 Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá, en forma permanente, un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.





8.4 Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuesto contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chileno en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa.




8.5 La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S.E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores.





9. Será responsabilidad del Ministerio de Defensa desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearán en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas.





10. Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.

- - -

ANEXO “D”

DESPLIEGUE DE LAS FUERZAS





1.- Mapa de despliegue, actualizado a marzo de 2014.
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2.- Fuerzas chilenas en comparación con otras naciones contribuyentes en la MINUSTAH (al 31.MAR.2014).
PARTE DE FUERZA DE LA MINUSTAH
	Nº
	PAÍSES
	CONTINGENTE
	POLICÍAS
	TOTAL POR PAÍS

	
	
	M
	F
	M
	F
	

	1
	ARGENTINA
	530
	40
	5
	1
	576

	2
	BANGLADESH
	0
	0
	217
	104
	321

	3
	BENIN
	0
	0
	40
	1
	41

	4
	BOLIVIA
	196
	11
	0
	0
	207

	5
	BRASIL
	1.419
	14
	8
	2
	1.443

	6
	BURKINA FASO
	0
	0
	35
	20
	55

	7
	BURUNDI
	0
	0
	35
	8
	43

	8
	CAMERÚN
	0
	0
	29
	5
	34

	9
	CANADÁ
	6
	1
	74
	14
	95

	10
	REP. CENTRO AFRICANA
	0
	0
	1
	0
	1

	11
	CHAD
	0
	0
	5
	0
	5

	12
	CHILE
	399
	13
	12
	2
	426

	13
	COLOMBIA
	0
	0
	26
	1
	27

	14
	COSTA DE MARFIL
	0
	0
	125
	7
	132

	15
	CROACIA
	0
	0
	5
	0
	5

	16
	ECUADOR
	52
	1
	0
	0
	53

	17
	EGIPTO
	0
	0
	15
	0
	15

	18
	EL SALVADOR
	35
	0
	0
	0
	35

	19
	ESPAÑA
	0
	0
	8
	0
	8

	20
	ESTADOS UNIDOS
	7
	1
	52
	8
	68

	21
	FILIPINAS
	148
	11
	9
	3
	171

	22
	FRANCIA
	2
	0
	21
	2
	25

	23
	GUINEA
	0
	0
	15
	0
	15

	24
	GRANADA
	0
	0
	2
	0
	2

	25
	HONDURAS
	38
	0
	0
	0
	38

	26
	INDIA
	419
	1
	9
	0
	429

	27
	INDONESIA
	168
	0
	0
	0
	168

	28
	JORDANIA
	251
	0
	291
	0
	542

	29
	KYRGYZSTAN
	0
	0
	1
	0
	1

	30
	KOREA
	1
	1
	0
	0
	2

	31
	LITHUANIA
	0
	0
	1
	0
	1

	32
	MALI
	0
	0
	35
	2
	37

	33
	NEPAL
	34
	0
	133
	9
	176

	34
	NIGER
	0
	0
	42
	10
	52

	35
	NIGERIA
	0
	0
	1
	2
	3

	36
	NORWAY
	0
	0
	2
	4
	6

	37
	PAKISTAN
	139
	0
	0
	0
	139

	38
	PARAGUAY
	110
	4
	1
	0
	115

	39
	PERU
	351
	23
	0
	0
	374

	40
	PORTUGAL
	0
	0
	1
	0
	1

	41
	REINO UNIDO
	0
	0
	1
	0
	1

	42
	RUANDA
	126
	14
	9
	4
	153

	43
	RUMANIA
	0
	0
	20
	3
	23

	44
	RUSIA
	0
	0
	8
	1
	9

	45
	SENEGAL
	0
	0
	130
	12
	142

	46
	SRI LANKA
	861
	0
	5
	3
	869

	47
	TAILANDIA
	0
	0
	4
	3
	7

	48
	TÚNEZ
	0
	0
	12
	1
	13

	49
	TURQUÍA
	0
	0
	12
	0
	12

	50
	URUGUAY
	894
	39
	6
	0
	939

	51
	VANUATU
	0
	0
	2
	0
	2

	52
	YEMEN
	0
	0
	17
	0
	17

	TOTAL
	6.186
	174
	1.482
	232
	8074






3.- Esfuerzo Nacional para Haití

	EN PERSONAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MINUSTAH
	JUN-DIC 2004
	ENE-DIC 2005
	ENE-DIC 2006
	ENE-DIC 2007
	ENE-DIC 2008
	ENE-DIC 2009
	ENE-DIC 2010
	ENE-DIC 2011
	ENE-DIC 2012
	ENE-DIC 2013
	ENE-DIC

2014
	TOTAL

	EJÉRCITO
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	. Inf. Mecanizada
	178
	356
	358
	358
	358
	359
	359
	357
	357
	290
	145
	3475

	. Ingenieros
	
	174
	174
	174
	174
	174
	174
	173
	174
	173
	70
	1634

	. Helicópteros
	41
	84
	43
	
	
	
	
	
	
	
	
	168

	. Pl. My. Especial
	3
	7
	3
	3
	3
	3
	2
	3
	4
	1
	3
	35

	. CTEL. GRAL. MINUSTAH
	3
	4
	3
	8
	4
	6
	4
	2
	2
	2
	3
	41

	ARMADA
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	. Infantería Marina
	174
	346
	346
	346
	345
	346
	345
	346
	346
	346
	136
	3422

	. Pl. My.Especial
	
	1
	
	2
	1
	
	1
	2
	
	3
	
	10

	. CTEL.GRAL.MINUSTAH
	1
	1
	2
	
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	1
	11

	FUERZA AÉREA
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	. Helicópteros
	52
	102
	104
	107
	104
	104
	112
	112
	108
	108
	54
	1067

	. Pl. My. Especial
	
	
	3
	1
	2
	3
	3
	1
	2
	2
	
	17

	. CTEL.GRAL.MINUSTAH
	1
	1
	1
	
	
	
	
	
	
	
	
	3

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL
	453
	1076
	1037
	999
	992
	996
	1001
	997
	994
	926
	412
	9883

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PERSONAL POLICIAL
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	. Carabineros
	36
	23
	8
	
	10
	14
	11
	10
	10
	10
	10
	142

	. Investigaciones
	2
	1
	3
	3
	3
	2
	4
	4
	4
	4
	4
	34


ANEXO “E”

ORGANIGRAMA DEL MANDO Y CONTROL NACIONAL
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ANEXO “F”

MATERIAL Y EQUIPO

	NOMENCLATURA
	CARGO

	EJERCITO
	 

	VEHÍCULOS
	 

	CARRO V.T.P. 6 x 6
	16

	AMBULANCIA 6 x 6
	1

	GRÚAS HORQUILLA
	2

	CAMIÓN MB 1017 (TALLER)
	1

	CAMIONETA TOYOTA  HILUX
	2

	CAMIONETA MITSUBISHI
	1

	CONTENEDORES
	

	CONTENEDORES (HABITABILIDAD, TALLERES, COCINA, GIMNASIO, BAÑOS, ETC.)
	83

	ARMADA
	 

	VEHICULOS
	 

	JEEP KIA KM-420
	8

	CAMIONETA KIA KM-450
	8

	CAMIÓN KIA KM -250
	8

	AMBULANCIA KIA KM-451 
	2

	CONTENEDORES
	

	CONTENEDOR (HABITABILIDAD, TALLERES, COCINA, GIMNASIO, BAÑOS, ETC.)
	20

	
	

	COMP. INGENIEROS
	 

	VEHÍCULOS
	 

	CAMIONETAS KATANA  MITSUBICHI  M. L200  4X4  2005
	7

	CAMIONETAS TOYOTA 4X4
	7

	AMBULANCIA MJILITAR  CAMPAÑA M/B M.609 D
	2

	CAMIÓN TRANSPORTE PERSONAL M. BENZ 1017, 1981
	6

	CAMION  ALJIBE  M. BENZ 1017, 1981,  5000  LTS
	2

	CAMIÓN ESTANQUE COMB.  M.BENZ   LA 1114,  1974, 5000 LTS
	2

	CAMIÓN LUBRICADOR  M. BENZ  LA 1114,  1974 
	1

	CAMIÓN  TALLER  MERCEDZ BENZ LA- 1114 1974 
	1

	CAMIÓN  GRUA   M.BENZ ATENGO  5 TON  2012
	2

	CAMIÓN IMPRIMADOR ASFALTICO MACK M. GU 813
	1

	CAMIÓN TRACTOR 
	4

	SEMI REMOLQUE CAMA BAJA 
	4

	REMOLQUES
	11

	MONTACARGAS
	2

	MAQUINARIA
	 

	BULLDOZER 
	2

	CARGADOR. FRONTAL 
	3

	MINICARGADOR BOBCAT
	3

	RODILLO CATERPILLAR
	1

	EXCAVADORA CAT 320C, MATR. 22621
	2


ANEXO “G”
SITUACIÓN FINANCIERA
	INGRESOS (USD) EXPRESADOS EN DÓLARES

	
	
	

	REEMBOLSOS ONU 2013
	               16.704.386  

	
	
	

	TOTAL INGRESOS AÑO 2013
	               16.704.386

	 
	 
	 


	EGRESOS (USD)

(EN MONEDA NACIONAL Y EXTRANJERA EXPRESADO EN DÓLARES)

	
	
	
	
	

	Institución
	Sueldos
	Gastos Operacionales 2013 (Pesos)*
	Gastos Operacionales  2013 (USD)
	Total

	
	
	
	
	

	EJÉRCITO DE CHILE
	      13.099.174   
	        2.305.694   
	        1.147.200   
	          16.552.068   

	 
	
	
	
	 

	ARMADA DE CHILE
	        9.565.934   
	            663.753   
	        2.198.218   
	          12.427.905   

	 
	
	
	
	 

	FUERZA AÉREA DE CHILE
	        3.327.894   
	            596.799   
	        6.835.362   
	          10.760.055   

	POLICIA DE INVESTIGACIONES
	            307.096   
	
	
	307.096                            

	ESTADO MAYOR CONJUNTO
	
	            218.677   
	        1.857.425   
	             2.076.102   

	Total
	      26.300.098   
	        3.784.922   
	      12.038.205   
	          42.123.225   

	
	
	
	
	

	TOTAL EGRESOS
	
	
	
	          42.123.225   

	 
	 
	 
	 
	 

	* tipo de cambio utilizado $500, valor dólar promedio año 2013.-
	
	
	


	
	 
	 
	 

	RESUMEN DEL COSTO NACIONAL ANUAL (AÑO 2013)

	 
	 
	 
	 

	INGRESOS (USD)
	EGRESOS (USD)

	 
	 
	 
	 

	REEMBOLSOS ONU
	   16.704.386,00   
	 SUELDOS 
	   26.300.097,85   

	 
	 
	
	 

	 
	 
	
	 

	 
	 
	
	 

	 
	 
	GASTO OPERACIONAL 2013 
	   15.823.127,40   

	 
	 
	
	 

	 
	 
	
	 

	TOTAL
	   16.704.386,00   
	 TOTAL 
	   42.123.225,25   

	 
	
	
	 

	DIFERENCIA ANUAL (APORTE NACIONAL)
	(-)  25.418.839,25   

	 
	
	
	 

	 
	 
	 
	 

	REMUNERACIONES EN MONEDA NACIONAL
	 (+) 10.118.435,39   

	 
	
	
	 

	 
	 
	 
	 

	COSTO PAÍS NETO ANUAL
	
	(-)  15.300.403,86   

	 
	 
	 
	 


- - -

DISCUSIÓN





El Presidente de las Comisiones unidas, Senador señor Letelier, otorgó el uso de la palabra al Ministro de Defensa Nacional, señor Jorge Burgos.




El Ministro de Defensa Nacional, señor Jorge Burgos, señaló que nuestro país participa activamente en operaciones de paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en cumplimiento de su política nacional y dentro del marco jurídico de la ley N° 19.067. Añadió que desde el año 2004 Chile forma parte del esfuerzo multinacional conducido a través de la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH).





Indicó que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, mediante la Resolución N° 2119, de octubre de 2013, ratificó el compromiso de dicho organismo con el proceso político haitiano, y mandató al Secretario General para proponer opciones que permitan seguir reconfigurando la MINUSTAH.




Destacó que Chile ha recibido, por esta participación, un alto grado de reconocimiento por parte de la comunidad internacional, tanto de las autoridades haitianas, como de la Organización de las Naciones Unidas. Asimismo, precisó que ha fortalecido las capacidades operativas y logísticas de la defensa nacional.





Asimismo, manifestó que se ha observado una mejoría de las condiciones en las cuales la MINUSTAH desempeña sus labores, entre ellas, las de seguridad, revirtiendo la tendencia al estancamiento observada durante los últimos cuatro años. Añadió que lo anterior ha permitido el surgimiento de nuevos escenarios para la reducción de efectivos, acelerando las previsiones originales.





Sin perjuicio de ello, explicó que deben tenerse a la vista los acuerdos alcanzados en el seno del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en cuanto a la necesidad de mantener la presencia de fuerzas internacionales en Haití para proteger los avances obtenidos, en el entendido de que una transformación de la misión sin la protección adecuada puede descarrilar los logros alcanzados. En este sentido, añadió que 2014 y 2015 deben interpretarse como un periodo de preparación para el retiro sustantivo y programado de medios militares a partir del año 2016.





Agregó que las acciones desarrolladas por nuestro país han estado acompañadas de un esfuerzo de coordinación entre los países de la región que contribuyen con tropas, a través del cual se ha generado un consenso en cuanto a mantener el apoyo a MINUSTAH, en tanto se efectúa el retiro gradual de efectivos y medios militares. Enfatizó que este mecanismo de concertación es especialmente importante en el momento actual, a fin de generar una posición regional susceptible de ser promovida en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por Chile, en su calidad de miembro no permanente de esa organización.





Resaltó que Chile ha desarrollado una estrategia de reducción de su contingente desplegado, por la vía de reemplazar efectivos nacionales con personal militar de Honduras y El Salvador.





Señaló que, en este marco, la posición de Chile se basa en apoyar la ejecución y objetivos del plan de consolidación de MINUSTAH, promoviendo las condiciones para que se pueda dar una marcha más ágil a la reducción gradual de tropas, bajo el concepto de "reducción responsable y cooperativa", pues representa una disminución de efectivos nacionales con el costo político más bajo, especialmente a nivel regional.





Finalmente, estimó fundamental continuar con la participación de Chile en MINUSTAH. Por ello, solicitó el acuerdo del Senado para prorrogar la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití por el plazo de un año, desde el 1 de junio de 2014 hasta el 31 de mayo de 2015.





A continuación, el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo, expresó que el 10 de octubre de 2013 el Consejo de Seguridad de la ONU aprobó la Resolución N° 2119, extendiendo el mandato hasta el 15 de octubre de 2014. Añadió que se consideró la propuesta sudamericana para la reducción de tropas. En ese sentido, dispuso la disminución militar desde 6.270 a 5.021 efectivos; la mantención policial de 2.601 UNPOL, y ratificó el plan de incremento de la policía haitiana, la que al año 2016 contaría con 15.000 miembros.




Indicó que, de esta forma, se concreta la reducción del 30% de las fuerzas establecida por la ONU, desglosada en 15%, para los países que habían incrementado sus tropas después del terremoto de 2010, y de un15%, de disminución efectiva.




Precisó que el contingente latinoamericano quedó con 572 argentinos; 208 bolivianos; 1.330 brasileños; 426 chilenos, contingente nacional que era de 514 efectivos el 2012 y 479 a 2013; 53 ecuatorianos; 137 guatemaltecos; 115 paraguayos; 374 peruanos y 645 uruguayos. Aclaró que la participación de Chile en el esfuerzo latinoamericano en MINUSTAH representa el 12,5% del total.




Destacó que la propuesta inicial del plan de consolidación 2013 propone cuatro indicadores de avance del proceso: el desarrollo de la capacidad de la policía de Haití; el estado de derecho y los derechos humanos; el fomento de la capacidad electoral de Haití, y el avance sobre cuestiones de gobernanza.





Agregó que el plan disponía una reducción de efectivos del 30% a 2015, respecto de los contingentes autorizados para 2011. Añadió que el mandato 2013-2014 ha confirmado esta tendencia, por lo que esta disminución estaría completa a junio de 2014.




Manifestó que, en razón del mejoramiento de las condiciones de seguridad y por presiones surgidas del Consejo de Seguridad, se han acelerado los estudios para la transformación de la misión. Al respecto, indicó que el Secretario General ha planteado cinco opciones para la reconfiguración de la misión a partir del 2016, tras las elecciones presidenciales de 2015.




Explicó que dichas alternativas son: opción 1, designación de un enviado especial de la ONU para Haití, sin presencia militar; opción 2, establecimiento de una misión política especial, sin presencia militar; opción 3, una nueva misión de mantenimiento de la paz con un reducido tamaño y un papel político más amplio, sin presencia militar; opción 4, fin del mandato de la MINUSTAH para establecer una nueva misión de mantenimiento de la paz con un papel político más amplio y una fuerza de reserva estratégica militar, compuesta por un batallón tipo ONU, de 1.000 a 1.500 efectivos, y opción 5, continuación de la MINUSTAH con un cambio en el mandato que refleje una reducción adicional de las fuerzas armadas, de policía y los componentes civiles, el componente militar se reduciría hasta un nivel aproximado de 10 compañías más 1 compañía de reserva, apoyo de la aviación, un hospital de nivel II y apropiada capacidad de ingenieros.





En cuanto a la reducción paulatina de los efectivos chilenos, señaló que, en línea con el interés del país de incrementar la cooperación con Centroamérica, en 2012 se inició un trabajo de identificación de países que pudiesen interoperar con Chile. Añadió que, a la fecha, 34 efectivos de El Salvador y 37 de Honduras han reemplazado a personal nacional.





Señaló que también se efectuó una reducción de los efectivos de la compañía de ingenieros horizontal (16 chilenos y 14 ecuatorianos), derivada del plan de consolidación de MINUSTAH, y se incorporó un efectivo de Honduras en reemplazo de un efectivo chileno. Añadió que la próxima reducción importante sería la totalidad de los medios de ingenieros (2015-2016).





Expresó que el año 2013 los fondos presupuestarios asignados fueron entregados a través de dos transferencias corrientes del Ministerio de Hacienda al fondo de operaciones de paz.




Agregó que los reembolsos de Naciones Unidas a Chile durante 2013 ascendieron a la suma de $16.704.386 dólares. Añadió que el costo acumulado de la operación Haití en el período 2004-2013, ha sido de $151.792.617 dólares, y que el costo país de la operación Haití durante el año 2013 fue de $ 15.300.403 dólares.




Por último, como conclusión indicó que: Chile está procediendo bajo el concepto de reducciones responsables de contingentes, adecuadas a las condiciones en terreno; en comparación con el período anterior, las condiciones para la reducción de contingentes han mejorado y la ONU ha acelerado el ritmo de reconfiguración de la misión; el periodo 2014 - 2015 debe interpretarse como una fase de preparación para el retiro sustantivo y programado de medios militares; existen consensos regionales en cuanto a Haití y la MINUSTAH, por lo que acciones unilaterales pueden disminuir el margen de influencia de Chile en la materia y afectar su trabajo en el Consejo de Seguridad; y se mantiene la coordinación con los países contribuyentes latinoamericanos, para continuar con el proceso de reducción de fuerzas.





Luego, el Subsecretario de Relaciones Exteriores (s), señor Alfredo Labbé, expresó que cuando nuestro país volvió a postular como integrante del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas invocó el respeto de los principios internacionales. Agregó que, en este sentido, MINUSTAH constituye una respuesta elocuente dentro de un plano global como regional, por cuanto contribuye a la confianza entre los países de la región. En efecto, enfatizó que dentro del contingente dispuesto en Haití se encuentran efectivos de Honduras y El Salvador, lo cual ha permitido mejorar relaciones entre países vecinos que han tenido conflictos.





Manifestó que se ha acompañado a Haití a lo largo de todo este proceso, existiendo cuatro gobiernos distintos en nuestro país en ese período. Añadió que la MINUSTAH ha tenido una evolución, pues el contingente militar tiene menos relevancia y adquiere una mayor importancia el Estado de Derecho y la viabilidad del Estado.





Por su parte, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante señor José Miguel Romero, destacó que el aporte chileno para recuperar la institucionalidad de Haití ha significado un beneficio para el contingente nacional, tanto en el plano humano como institucional.





El Honorable Senador señor Prokurica expresó que los argumentos expuestos por las autoridades presentes son similares a los vertidos en oportunidades anteriores. Argumentó que nuestro crecimiento económico se ha basado en las exportaciones, por lo cual no podemos mantener indiferencia ante lo que ocurre en la comunidad internacional. Resaltó que en el extranjero se ha reconocido ampliamente la labor de nuestras Fuerzas Armadas y Carabineros en Haití.





Señaló que esta misión ha experimentado los cambios que el Senado ha planteado. En efecto, indicó que existe un plan de retiro y una reorientación para imponer la paz, un proyecto de apoyo a la infancia, reconstrucción de escuelas, capacitación de la Policía Nacional, etc. En consecuencia, añadió que Chile debe efectuar de buena forma su participación en MINUSTAH, pero ahora con una presencia distinta, con un menor carácter militar.





A su vez, el Honorable Senador señor Lagos manifestó que en la MINUSTAH se ha pasado a una etapa de estabilidad democrática, debatiéndose ahora el rol que debe jugar nuestro país en esta misión. Aclaró que se habla de la implementación de un programa de retiro, no obstante se ha reducido sólo en un 17% el contingente dispuesto en Haití.





Preguntó qué pasa con el resto de los países de la región respecto del rol que se debe jugar en Haití.





El Ministro de Defensa Nacional, señor Burgos, explicó que dentro de MINUSTAH hay una serie de acciones civiles y policiales. En efecto, hizo presente que existe una serie de policías haitianos que se han capacitado en la Escuela de Carabineros, los cuales superan los 100 efectivos.





Explicó que éste no es un proceso de carácter individual, por lo tanto se deben retomar las conversaciones con países como Brasil y Uruguay.





El Subsecretario de Defensa Nacional, señor Robledo, informó que desde el año 2007 existe un mecanismo de concertación política latinoamericana por Haití. Agregó que en el seno de esta instancia se acordó una reducción del contingente, por lo cual es necesario volver a dialogar sobre esta materia. Señaló que hubo declaraciones dentro de Latinoamérica que han manifestado molestias por los retardos en los avances.





A continuación, el Honorable Senador señor Lagos consultó si el mecanismo de concertación política latinoamericana por Haití está operando regularmente.





El Subsecretario de Defensa Nacional, señor Robledo, contestó que los países que han ido reduciendo contingente son aquellos que lo aumentaron con ocasión del terremoto. Añadió que existen países críticos a la presencia de MINUSTAH, por lo cual es necesario retomar conversaciones a través del mecanismo de concertación política Latinoamericana por Haití.





Por su parte, el Honorable Senador, señor Pizarro, indicó que la concertación política en Sudamérica es fundamental, ya que algunos pueden ver a la MINUSTAH como una fuerza de ocupación. Agregó que debe considerarse que hace un año surgieron problemas en cuanto a la legitimidad del gobierno haitiano, manifestadas desde su propio parlamento.





Destacó que existen Congresos, como el de Uruguay, que han solicitado el retiro de las tropas de Haití. Señaló que un retiro no conversado producirá un proceso de agudización de los conflictos, por lo que resulta fundamental un consenso en estas políticas. A su vez, solicitó una evaluación de las opiniones que entrega el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.





Luego, el Honorable Senador señor García Huidobro señaló que existen problemas sociales en el personal que va a Haití. Estimó que cuando se inició esta misión era atractiva económicamente, pero ahora se financia una tercera parte del costo del contingente en Haití. Manifestó que le preocupa que los beneficios de la función realizada no queden en Chile. Preguntó qué avances se ven en Haití, por cuanto se necesita una respuesta más concreta.





A su vez, el Honorable Senador señor Pérez Varela expresó que tener tropas en el extranjero es complejo. No obstante, añadió que nuestro país lo ha hecho de manera correcta. Aseguró que no es posible un retiro unilateral de tropas, a pesar de que algunos países latinoamericanos lo han manifestado, por lo que la negociación con los países que componen la MINUSTAH es básica.





Manifestó que desconoce la viabilidad de las opciones 1, 2 y 3, por cuanto no tienen papel militar alguno. Agregó que, al parecer, la opción más concreta sería la número 4, sin perjuicio de considerar peligroso discutir sobre opciones que no son reales. Por otra parte, preguntó cuál es la viabilidad que tiene la opción de designar un enviado especial de las Naciones Unidas para Haití, sin presencia militar; cuál es el plazo para elegir una opción y cuál es la voluntad real del Secretario General de Naciones Unidas al plantear estas opciones.





A continuación, el Honorable Senador señor Guillier aseguró que la experiencia en Haití ha sido beneficiosa para Chile, por cuanto las tropas se encuentran en una situación de conflicto real, lo que les permite un mejor entrenamiento, y es importante tener una voz en los conflictos regionales.





Indicó que la situación en Haití se ha estabilizado, sin embargo, no sabe cómo va a funcionar dicho equilibrio cuando no existan fuerzas disuasivas. Precisó que la permanencia en Haití es un problema de rol, presencia y formación de las Fuerzas Armadas.





El Honorable Senador señor Prokurica preguntó sobre el militar que falleció en República Dominicana y por la labor que han desarrollado las Organizaciones No Gubernamentales en Haití.





El Ministro de Defensa Nacional, señor Burgos, explicó que el gasto operacional para nuestro país de la misión en Haití es de 42.000.000 de dólares, a lo cual se debe descontar 16.000.000 de dólares por el reembolso que realiza Naciones Unidas, con lo cual quedan 26.000.000 de dólares. Aclaró que a esta cifra se le deben deducir los sueldos en moneda nacional, los cuales de todas maneras se deben pagar en Chile, por lo que el costo final asciende a 15.000.000 de dólares.





Hizo presente que uno de los principales problemas de Haití es el delictual. Al respecto, precisó que se han mejorado las cifras, pues la cifra de homicidios bajó en un 21%, mientras los secuestros se redujeron en un 53%, lo que se debe esencialmente al contingente militar. Por otra parte, aclaró que no existen plazos para adoptar una de las opciones propuestas por Naciones Unidas.





El Subsecretario de Relaciones Exteriores (s), señor Alfredo Labbé, destacó que existe presencia en Haití a nivel de Organización de Estados Americanos (OEA), además de una política constante de Argentina, Uruguay, Bolivia y Ecuador.





Hizo presente que lo que está en juego en Haití es la viabilidad del Estado, el cual es el órgano llamado a proveer de seguridad a sus habitantes. Por lo tanto, precisó que lo razonable, de mantenerse esta consolidación, es ir reduciendo el contingente.





Por su parte, el Subsecretario de Defensa Nacional, señor Robledo, señaló que gran parte del fundamento de las propuestas proviene de la evolución de la Policía en Haití, pretendiéndose que ésta llegue a 16 mil efectivos. Destacó que los estudios de opinión realizados en Haití han mostrado a la Policía Nacional de Haití como la institución mejor evaluada.





A su vez, el Honorable Senador, señor Letelier, reconoció haber defendido la presencia de tropas en Haití, pero aclaró que debe existir un compromiso internacional con dicha nación. Precisó que, con anterioridad, se señaló que habría un cambio de contingente militar por civil, lo cual no se aprecia en estos momentos. Inquirió sobre cuál es el compromiso internacional que existe respecto de Haití, pues advierte una ausencia de los países más grandes.





El Honorable Senador señor Lagos coincidió con la mirada o cronograma de evolución. No obstante, destacó la falta de coordinación con los demás países, lo que podría llevar a que algunos podrían soportar toda la carga respecto de Haití.





El Ministro de Defensa Nacional, señor Burgos, indicó que no tiene dudas de que debe reforzarse el trabajo multilateral con Haití. Agregó que es importante saber que piensan Brasil, Uruguay y otros países, en relación con esta problemática.





Por su parte, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante señor Romero, indicó que no debe quedar la sensación de que la permanencia de contingente en Haití conlleva un costo social. En este sentido, destacó que el cien por ciento del contingente es de carácter voluntario, incluidas las mujeres.





En cuanto al fallecimiento del Sargento señor Flores en República Dominicana, hizo presente que todo indica que se trató de un ataque al corazón. Precisó que se encuentran a la espera de la autopsia y que se cumplieron con todos los protocolos vigentes.





Sometida a votación la solicitud de S.E. la señora Presidenta de la República, fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, García Huidobro, Guillier, Lagos, Letelier, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 13 de mayo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Alejandro Guillier Álvarez, Ricardo Lagos Weber, Víctor Pérez Varela, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.




Sala de las Comisiones unidas, a 13 de mayo de 2014.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SUPRIME EL FERIADO JUDICIAL PARA LOS TRIBUNALES QUE INDICA

(9155-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del entonces Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “simple”.





A la sesión en que se trató esta iniciativa asistió, especialmente invitado, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, señor Sergio Muñoz. Lo acompañaron la Directora de Estudios, Análisis y Evaluación del Máximo Tribunal, señora Constanza Collarte, y el Jefe de Comunicaciones de la Región de Valparaíso, señor Álvaro Astudillo.




Igualmente, por el Ministerio de Justicia, concurrieron el Subsecretario de Justicia, señor Marcelo Albornoz, y la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González.





Estuvieron presentes, asimismo, los asesores legislativos de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Annette Hafner y señor Juan Pablo Cavada.





Participaron, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Italo Jaque, y por el Instituto Igualdad, el asesor legislativo, señor Claudio Rodríguez.





Asistieron, además, el asesor del Honorable Senador Araya, señor Robert Angelbeck; el asesor del Honorable Senador Espina, señor Leonardo Contreras; el asesor del Honorable Senador Harboe, señor Sebastián Abarca, y el asesor del Honorable Senador Larraín, señor Sergio Morales.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio tiene como propósito suprimir el feriado judicial del mes de febrero, cuidando de asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los tribunales ordinarios del país y de cautelar el descanso anual a que tienen derecho sus funcionarios. Para estos efectos, se introduce un conjunto de modificaciones al Código Orgánico de Tribunales, de manera de excluir a los tribunales ordinarios con competencia civil y a los Tribunales Superiores de Justicia del referido receso e incorporar a su personal al estatuto general de vacaciones establecido en el artículo 343 del mismo Código, correspondiéndoles un feriado anual de un mes. Igualmente, el proyecto contempla una serie de adecuaciones a otros cuerpos legales que hacen referencia a esta materia.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo 1° del proyecto de ley en estudio debe aprobarse con carácter orgánico constitucional, por incidir en materias propias de la organización y atribuciones de los tribunales, en los términos del artículo 77 de la Constitución Política. En consecuencia, para su aprobación requiere del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1.- Constitución Política de la República, particularmente su artículo 19, número 3°, que garantiza a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos, y su Capítulo VI, relativo al Poder Judicial.

2.- Código Orgánico de Tribunales, especialmente sus artículos 61, 105, 313, 314, 315, 343, 477 y 497.

3.- Igualmente, existe un conjunto de preceptos en otros cuerpos normativos que hacen alusión al feriado judicial. Es el caso de los artículos 66 del Código de Procedimiento Civil; 247 y 275 del Código de Aguas; 177 ter del Código de Comercio; 435 del Código del Trabajo y 10 de la ley N° 15.632.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- El Mensaje


El Mensaje menciona el significativo avance en el proceso de modernización de la justicia que ha existido en nuestro país en los últimos veinte años, iniciado con la Reforma Procesal Penal, seguido de la reforma a la justicia de familia, laboral, tributaria y de medio ambiente, a lo que se suma el diseño actualmente en discusión del nuevo sistema de justicia civil y comercial, ha significado importantes mejoras en los índices de efectividad en la tutela judicial de los derechos de las personas. La instauración de nuevos procedimientos inspirados en los principios de inmediación, oralidad, publicidad y libertad probatoria, entre otros, ha mejorado valiosamente tanto en calidad como en oportunidad la obtención de justicia por parte de los habitantes de nuestro país.




Afirma que, de esta manera, el Estado de Chile viene cumpliendo y promoviendo, decidida y enérgicamente, su compromiso de asegurar la debida, oportuna e igualitaria protección de la ley en el ejercicio de los derechos de todas las personas.





Hace presente que en este contexto de reformas judiciales y de notable progreso económico y social de nuestro país, la ciudadanía se ha hecho más consciente de sus derechos y de las oportunidades que el sistema de administración de justicia le provee. Como consecuencia de esta legítima expectativa, la demanda por los servicios judiciales ha experimentado un notable aumento en los últimos años, llegando a 3.003.271 ingresos en el año 2012, cifra ampliamente superior a los 1.676.472 ingresos ocurridos el año 2002.





Expresa que, al mismo tiempo y con el propósito de entregar el mejor servicio posible, tales reformas implicaron profundas modificaciones a la administración de los tribunales. Así, se introdujo un modelo de gestión que incorporó la figura del Administrador del Tribunal y de distintas unidades administrativas. De esta manera, se ha concebido la Administración de Justicia como un servicio público de excelencia y orientado a las personas, a través del cual se ejerce la jurisdicción y se resuelven las controversias de relevancia jurídica con un estándar acorde a un Estado Democrático de Derecho moderno.




Lo anterior, agrega, ha implicado que, al igual que en el resto de los servicios públicos, en el ejercicio jurisdiccional se vele por la continuidad del servicio, haciéndose necesaria la exclusión del feriado judicial en estos nuevos tribunales. Así, los tribunales de Familia y del Trabajo, junto a los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal, los Juzgados de Garantía, los Tribunales Tributarios y Aduaneros y los Tribunales Ambientales, se encuentran excluidos del referido receso estival. De esta manera, junto a algunos tribunales especiales que no son objeto de la presente iniciativa, solo los juzgados civiles y los Tribunales Superiores de Justicia suspenden su funcionamiento durante el mes de febrero.




Por otra parte, desde el punto de vista estatutario, resulta impropio obligar a determinados funcionarios del orden judicial a ejercer su derecho a vacaciones en un específico mes del año calendario, en circunstancias que sus pares de la judicatura especializada pueden hacerlo en cualquier período del año, resguardando, en todo caso, el buen y continuo servicio judicial del ente jurisdiccional a que pertenecen. En este mismo sentido, sostiene que con esta normativa los funcionarios del Poder Judicial gozarán de flexibilidad en el uso de su feriado legal, lo cual resulta beneficioso para su desempeño profesional y también en términos de gestión de los tribunales.





Indica que, del mismo modo, desde un punto de vista constitucional, el feriado judicial no contribuye a la promoción de la “igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos”, que la Constitución Política de la República asegura a todas las personas en su artículo 19, número 3°, toda vez que, en la actualidad, existen ciertas pretensiones jurídicas que se pueden ejercer todos los días hábiles del año y otras que no.




Observa que, en otro orden de ideas, si se analizan los tribunales que tienen competencia en asuntos civiles, siguiendo la diferenciación que se hace en el Código Orgánico de Tribunales encontramos que existen 133 juzgados con competencia común y 85 con competencia civil. Los primeros, junto con conocer asuntos civiles y comerciales, ven conflictos regidos por procedimientos reformados que no se suspenden durante el feriado judicial, por lo que funcionan ininterrumpidamente durante todo el año y podrían seguir conociendo las causas civiles durante febrero sin mayor inconveniente. A lo anterior se suma que, por ejemplo, en los territorios jurisdiccionales de las Ilustrísimas Cortes de Apelaciones de Arica y Puerto Montt no existen juzgados civiles y las causas civiles son conocidas por tribunales con competencia común, por lo que no se aplica el señalado receso estival en primer grado jurisdiccional.




Explica que, por su parte, en lo que respecta a los tribunales civiles, el actual artículo 314 del Código Orgánico de Tribunales enumera una serie de materias y procedimientos que se encuentran exceptuados del feriado judicial, por lo que en la actualidad funciona un sistema de turno que implica que, en promedio, cada territorio jurisdiccional mantenga un 31% de funcionamiento de sus tribunales civiles, excluyendo los de la Corte de Apelaciones de Santiago.




El Mensaje informa que, a mayor abundamiento, dentro de las materias consideradas en la disposición señalada en el párrafo anterior, se encuentran los juicios ejecutivos, las gestiones preparatorias a la vía ejecutiva y las medidas prejudiciales, que, en conjunto, corresponden a más del 90% de los ingresos civiles. De esta manera, las materias que se ven afectadas por el feriado judicial son menos del 10% del total de ingresos civiles, cifra que puede ser menor aún dado que los litigantes siempre pueden solicitar la habilitación de feriado contemplada en el artículo 314 del Código Orgánico de Tribunales.




Concluye que, de esta manera, queda de manifiesto que la institución del feriado judicial, junto con ser tributaria de una realidad social, jurídica y comercial diferente y de constituir un obstáculo al acceso a la justicia, tiene un impacto menor respecto del universo de materias que conocen nuestros tribunales de justicia.




Añade que, por su parte, la Excelentísima Corte Suprema ha venido manifestando su interés en la supresión del mencionado receso en variadas ocasiones, destacándose la propuesta elaborada por el Comité de Modernización del Poder Judicial en el año 2009; el acuerdo logrado en sus Jornadas de Reflexión de octubre de 2010 y distintos borradores elaborados por el Poder Judicial sobre esta materia.




Resumiendo los objetivos del proyecto, el Mensaje expone que éstos consisten en eliminar el feriado judicial del mes de febrero, asegurando la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los tribunales ordinarios del país.




Para estos efectos, el texto original del proyecto contiene las siguientes proposiciones centrales:




a. Poner fin al feriado judicial en los tribunales ordinarios con competencia civil y en los tribunales superiores de justicia, mediante la debida adecuación normativa del artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales. De esta manera, se asegura la provisión del servicio judicial durante todo el año, sin generar problemas de continuidad a raíz del descanso anual al que sus trabajadores tienen derecho, garantía que esta iniciativa salvaguarda adecuadamente.




b. En lo que se refiere al estatuto de vacaciones aplicable a los funcionarios judiciales de los tribunales ordinarios con competencia civil y de los Tribunales Superiores de Justicia, se busca incorporarlos al estatuto general establecido en el artículo 343 del Código Orgánico de Tribunales. Junto a lo anterior, se regula la prohibición que se haga uso simultáneo del feriado judicial por un juez y el secretario de un mismo tribunal.




c. Asimismo, se contemplan modificaciones a distintas disposiciones contenidas en diversos cuerpos legales, que hacen referencia al feriado judicial que tienen los tribunales civiles.
III. INFORME DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Cabe hacer presente que, al comenzar la tramitación de esta iniciativa, la Cámara de Diputados la puso en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, en los términos de los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


La respuesta del Máximo Tribunal –que contempla un conjunto de sugerencias que fueron recogidas mediante indicaciones presentadas durante el primer trámite constitucional-, es del tenor que sigue:
“Oficio N° 1-2014

INFORME PROYECTO DE LEY 44-2013

Antecedente: Boletín N° 9155-07.

Santiago, 7 de enero de 2014.


Por Oficio N° 10.995, recibido el 28 de noviembre último, el señor Presidente de la Cámara de Diputados ha remitido a esta Corte el proyecto de ley -iniciado en Mensaje- que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, a fin de que se evacue el informe previsto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 3 del actual, presidida por el titular señor Rubén Ballesteros Cárcamo y con la asistencia de los Ministros señores Milton Juica Arancibia, Nibaldo Segura Peña, Sergio Muñoz Gajardo, Hugo Dolmestch Urra, Juan Araya Elizalde, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun, Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouét, señores Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz y suplentes señores Juan Escobar Zepeda, Carlos Cerda Fernández y Alfredo Pfeiffer Richter, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

"Santiago, tres de enero de dos mil catorce.


Vistos y teniendo presente:


Primero: Que por Oficio N° 10.995, recibido el 28 de noviembre último, el señor Presidente de la Cámara de Diputados ha remitido a esta Corte el proyecto de ley -iniciado en Mensaje- que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, a fin de que se evacue el informe previsto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


El objeto de la iniciativa está expresado en dos órdenes de ideas: la modernización de instituciones que actualicen el accionar de los tribunales y el otorgamiento de mayor cobertura a los ciudadanos en el acceso a la justicia, en este caso, a los tribunales con competencia civil.


Segundo: Que el tema del feriado judicial ha sido materia de pronunciamiento de esta Corte Suprema en variadas oportunidades. Entre tales, merece la pena destacar especialmente dos acuerdos del Tribunal Pleno que se vinculan. El primero es el adoptado en las XIII Jornadas de Reflexión de la Corte Suprema con fecha 24 de octubre de 2010 relativo a "proponer la supresión del actual régimen de feriado judicial, con el objeto de hacer más equitativas las vacaciones de todo el personal de este Poder del Estado".  El segundo, en este mismo sentido, data del 28 de octubre de 2010 y se reproduce a continuación:


"Santiago, veintiocho de octubre de dos mil diez.


Teniendo presente que por resolución de diecisiete de abril de dos mil nueve, escrita a fojas 109, el Tribunal Pleno resolvió acoger la propuesta presentada por el Comité de Modernización en su informe de fecha 2 del mismo mes y año, en el que se plantearon adecuaciones dirigidas a transformar el régimen de feriado legal del Poder Judicial y asimilarlo al sistema de la Administración Pública, y que conforme consta del Acta 151-2010, de veinticuatro de octubre último, durante las últimas Jornadas de Reflexión de la Corte Suprema se acordó reactivar el aludido acuerdo y proponer la supresión del actual sistema de feriado judicial, con el objeto de evitar la suspensión de la actividad jurisdiccional y hacer más equitativas las vacaciones de todo el personal de este Poder del Estado, ofíciese al Ministerio de Justicia o fin de poner en su conocimiento lo antes resuelto, remitiéndosele copia del informe del Comité de Modernización, para que se sirva proceder al planteamiento de la respectiva reforma legal.".


Con lo anterior se deja consignado que ha sido la Corte Suprema quien ha instado por la iniciativa que ahora se ha enviado como proyecto de ley por el señor Presidente de la República. Si bien existen otros temas asociados a la materia, en esta oportunidad únicamente aparece esta iniciativa en el proyecto.


Tercero: Que el proyecto consta de siete artículos, introduciendo el primero de ellos las modificaciones pertinentes en el Código Orgánico de Tribunales. Se modifican y/o derogan, según corresponda, los artículos 105, 313, 314, 315, 343, 477 y 497. El artículo 2° efectúa una modificación al Código de Procedimiento Civil (artículo 66); el artículo 3° modifica el Código de Aguas, en una referencia al feriado judicial (artículo 247); el artículo 4° modifica el Código de Comercio también para eliminar la referencia al feriado Judicial (artículo 177 ter); el artículo 5° modifica el artículo 10 de la Ley N° 15.632, relativa al feriado de los receptores judiciales; el artículo 6° modifica el artículo 435 del Código del Trabajo y, finalmente, el artículo 7° modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 2004 del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973.


Cuarto: Que esta Corte Suprema comparte, en general, el proyecto de ley, con las siguientes observaciones:


1. Parece pertinente que al derogar el numeral 8° del artículo 105 del Código Orgánico de Tribunales se elimine en el número 7° la letra (y) junto con la coma (,) que la antecede y se reemplace por un punto final.


2. En el caso del artículo 315 del referido cuerpo de leyes, se estima que debiera ser la Corte Suprema exclusivamente la que regule la materia, a fin de mantener un criterio para todos los funcionarios del país, administrar las cargas de trabajo y especialmente las suplencias. Lo descrito permitiría disminuir los costos en régimen del proyecto. Para ello se propone la siguiente redacción: La Corte Suprema mediante auto acordado podrá determinar, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial relativo a los respectivos cargos de trabajo, el número de salas que funcionarán durante el mes de febrero de cada año, tanto en ésta como en las Cortes de Apelaciones.


3. En cuanto a la modificación del artículo 343 del citado Código, se propone en el inciso final de este artículo suprimir desde la primera coma en adelante y dejar a la Corte Suprema la facultad de definir las normas de uso y fraccionamiento del feriado, con la restricción de que en caso alguno una de las fracciones sea inferior a 15 días (así, los días restantes podrían tomarse en fracciones no inferiores a 7 días corridos). Lo anterior se relaciona con la observación efectuada precedentemente para el artículo 315, en cuanto debiera radicarse en la Corte Suprema exclusivamente la facultad de regular la materia.


4. Se advierte que en el artículo 497, la modificación establecida como letra a) está incorrectamente expresada, toda vez que lo que se elimina es el inciso segundo completo. Bastaría con expresar: "Elimínense los incisos segundo y tercero (final) del artículo 343 del Código Orgánico de Tribunales".


5. Las modificaciones a los artículos 314 y 477 del mismo Código, 66 del Código de Procedimiento Civil, 247 y 275 del Código de Aguas, 177 ter del Código de Comercio, 10 de la Ley N° 15.632, 435 del Código de Trabajo y 9° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 2004, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211 de 1973, no ameritan observaciones.


6. Se estima recomendable establecer una norma general referida a la derogación de toda mención expresa que cualquier cuerpo legal efectúe en relación al feriado judicial que el presente proyecto elimina, en caso que alguna se haya omitido.


Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar el proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, en los términos precedentemente expuestos.

Ofíciese.

PL-44-2013."


Saluda atentamente a V.S.



Sergio Muñoz Gajardo




         Presidente

Rosa María Pinto Egusquiza

            Secretaria”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio a la discusión en general de la iniciativa en estudio, poniendo de manifiesto el interés por escuchar, en primer término, al Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, señor Sergio Muñoz, y también a los representantes del Ministerio de Justicia presentes en la sesión.

Para estos efectos, ofreció la palabra al señor Muñoz, Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, quien agradeció la invitación cursada y destacó el interés de la iniciativa en estudio, la que constituye un asunto legislativo de gran importancia y oportunidad para el Poder Judicial.


Contextualizando el proyecto, manifestó que el Código Orgánico de Tribunales establece, como regla general, que todos los funcionarios del mencionado Poder del Estado tienen derecho a un mes de vacaciones por cada año trabajado, regla que no es modificada en este proyecto. Agregó que, como aspecto anexo a lo anterior, dicho cuerpo normativo establece un receso de la actividad judicial en el mes de febrero de cada año, conocido como feriado judicial. Puntualizó que aquella es la institución a la cual apunta esta iniciativa.

Señaló que hace décadas atrás, el receso de febrero era la práctica judicial común. Explicó que, sin embargo, a lo largo de los años y por medio de sucesivas modificaciones a distintos estatutos procesales, el legislador lo ha ido limitando, por lo que, en la actualidad, la regla del receso sólo rige en la Corte Suprema, en los Tribunales de Alzada y en los tribunales civiles de primera instancia. Agregó que incluso en la judicatura civil hay reglas que excepcionan la aplicación de este sistema, como es el caso de las materias voluntarias, los interdictos posesorios, las medidas precautorias y prejudiciales, la notificación de protesto de cheques, los juicios ejecutivos hasta la traba del embargo y la presentación de cualquier demanda, hasta su notificación. Además, recordó que la ley permite que cualquiera de las partes solicite una habilitación especial en el feriado para tramitar otros asuntos.





Informó que, en la actualidad, la judicatura civil es la que tiene la mayor recarga de trabajo y el mayor atraso acumulado en su despacho. Tal consideración, añadió, fue la que motivó la idea de excluir a esos tribunales del receso de febrero, propósito que ha sido plenamente compartido por la Corte Suprema.





En relación con los Tribunales Superiores, connotó que se acordó con las autoridades del Gobierno anterior incorporar una norma en este proyecto que faculte al Máximo Tribunal del país para dictar un autoacordado en el que se establezcan las salas que funcionarán durante el verano en cada Corte. Explicó que, de esa forma, se evitará generar capacidad ociosa, sobre todo mientras la cultura jurídica nacional se adapte a la idea del funcionamiento judicial ininterrumpido.





Expuso, a continuación, que el receso de febrero implica una serie de cortes administrativos. Por ello, el referido Código contempla una serie de normas particulares, como la que establece que los sorteos para la integración de los tribunales colegiados se efectuarán a finales del mes de enero de cada año. Expresó que estas reglas pierden sentido si el cese de actividades de febrero no tiene lugar, por lo cual el proyecto plantea una serie de adecuaciones que trasladan estos hitos al mes de diciembre del año anterior. Observó que, de este modo, el año judicial terminará siendo equivalente con el año calendario y sólo se mantendrá como hito histórico, la cuenta del Presidente de la Corte Suprema, que se seguirá efectuando el primero de marzo de cada año por razones protocolares.





Indicó que el proyecto en análisis también contempla una norma especial sobre feriado proporcional para los funcionarios. Observó que, en general, en el Poder Judicial ellos hacen uso de sus vacaciones después de un año continuo de trabajo, por lo que es muy infrecuente que se planteen solicitudes para usar de ese derecho en forma proporcional, cuando aún no se hayan enterado doce meses continuos de labor. Con todo, observó que en la Cámara de Diputados se planteó esta inquietud y se incorporó un precepto que regula esta situación particular.




Añadió que, en este mismo orden de materias, en la recién señalada Corporación se discutió la modalidad de fraccionamiento del mes de vacaciones que corresponde a todos los funcionarios. Explicó que, en principio, el proyecto contemplaba como única forma de uso del feriado la división en dos partes iguales de quince días corridos cada una. No obstante, a solicitud de las asociaciones gremiales respectivas se estableció que el mes en cuestión podrá dividirse en más de dos partes, una de las cuales considerará a lo menos quince días corridos de descanso.





Finalizó su intervención poniendo de relieve que la idea general del proyecto va en beneficio de todos los ciudadanos del país, agregando que si sus normas se aplican de manera progresiva, tal como lo ha planeado la Corte Suprema, tampoco se generarán mayores gastos.





A continuación, se ofreció la palabra al Subsecretario de Justicia, señor Marcelo Albornoz.





El señor Albornoz expresó que, según el parecer del Ejecutivo, este proyecto de ley conjuga de buena manera los intereses del Poder Judicial y sus funcionarios con los de la ciudadanía. Manifestó que las diversas reformas a la judicatura que han tenido lugar en los últimos lustros han impuesto, como principios centrales, los de oportunidad procesal, celeridad y concentración.





Indicó que la única judicatura en la que aún rigen las prácticas de formalidad, de excesiva tramitación y de poca concentración procesal es la del ámbito civil, contexto en el que justamente aún opera el receso judicial de febrero.





Sostuvo que detrás de las diversas iniciativas sobre modernización de la justicia existe un imperativo social, que es la continuidad de la actividad del Estado, el cual indudablemente se verá favorecido por el proyecto en estudio.





Hizo presente que el Gobierno apoyará la iniciativa y espera que sea también acogida por la Sala del Senado, más aun teniendo en consideración que ella corresponde a una aspiración propia del Poder Judicial.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo notar que el proyecto en estudio representa uno de los asuntos sobre los cuales el Poder Judicial ha manifestado un interés específico por priorizar su despacho, por lo que procede plantear un trabajo legislativo lo más expedito posible.




Observó, sin embargo, que hay algunos aspectos específicos que deben revisarse. Es el caso del artículo 4º del proyecto, que incide en el Libro IV del Código de Comercio, que contiene el estatuto vigente sobre quiebras. Sobre el particular, hizo presente la reciente dictación de la ley Nº 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo. Indicó que este nuevo estatuto –que entrará en vigencia el día 9 de septiembre del año en curso- deroga expresamente el ya indicado Libro IV del Código de Comercio, por lo que instó a estudiar los ajustes que sean necesarios.





A su turno, el Honorable Senador señor Larraín manifestó que los planteamientos formulados por las autoridades que hicieron uso de la palabra constituyen una justificación más que suficiente para aprobar en general la iniciativa. Observó que, en términos generales, ha quedado en evidencia que el feriado judicial de verano constituye una tradición que ya no se condice con las demandas permanentes de justicia de la ciudadanía, lo que se refuerza al constatar que las judicaturas especializadas que se han creado lo excluyen.




Revisando las distintas normas que integran el proyecto, consideró acertado contemplar una disposición que faculte a la Corte Suprema para regular el funcionamiento de las salas de verano, pues con ello se evitan rigideces innecesarias en la operación de los tribunales superiores.





A la vez, compartió la observación del señor Presidente en relación con la modificación referida a la ley de quiebras. Añadió que también debería revisarse la redacción del artículo 5º del proyecto, pues aunque el propósito de la norma es, aparentemente, contemplar para los receptores judiciales un mes de vacaciones por cada año trabajado, la formulación propuesta podría dar pie a entender que se trata de un derecho que es acumulativo, lo que no se condice con el propósito del legislador.





Anunció que, sin perjuicio de los ajustes que sea procedente introducir al proyecto, en esta oportunidad está en condiciones de aprobarlo en general.





El Honorable Senador señor Araya coincidió con quienes le antecedieron en el uso de la palabra y manifestó que el receso de febrero es una tradición que debe quedar atrás.





Indicó que, sin embargo, la fórmula de fraccionamiento del uso del feriado aprobada por la Cámara de Diputados le merecía algunos reparos. Explicó que las normas internas del Poder Judicial establecen que cada vez que un juez se ausenta por más de dos semanas de su puesto de trabajo, se proveen recursos para pagar a un suplente que ocupe su lugar. Manifestó que ese mecanismo no se aplica cuando se trata de ausencias más cortas, pues en esos casos el tribunal queda con un magistrado menos, lo que naturalmente puede impactar en su desempeño.





Indicó que esta situación es particularmente grave tratándose de los juzgados de familia y de los tribunales laborales de su región, en los que el agendamiento de audiencias ha alcanzado la capacidad máxima de aquellos, considerando la totalidad de su dotación. Por lo anterior, advirtió que si no se permite una suplencia para los casos de feriados de pocos días, el servicio judicial inevitablemente se verá afectado.





En atención a las inquietudes planteadas, el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, señor Muñoz, manifestó, en primer lugar, que sin perjuicio de revisarse la observación relativa a la ley de quiebras, debe tenerse en cuenta que el artículo 7º de la iniciativa establece una regla general en virtud de la cual toda referencia que otras leyes hagan al feriado judicial quedará suprimida. Señaló que dicho precepto podría solucionar el inconveniente expuesto.




En cuanto al planteamiento del Honorable Senador señor Larraín relativo al feriado de los receptores judiciales, explicó que ellos no reciben una remuneración fija, sino que perciben un derecho por cada actuación que realicen. Informó que en el mes de febrero de cada año perciben una asignación especial equivalente al sueldo base mensual de un secretario de tribunal para solventar sus vacaciones. Precisó que ese pago procede únicamente cuando dicho auxiliar de la Administración de Justicia ha laborado un año en forma ininterrumpida.





Tocante al fraccionamiento del feriado por parte de los funcionarios judiciales, sostuvo que, en este aspecto, la iniciativa intenta compatibilizar el interés público con el legítimo derecho de aquellos empleados a usar su feriado en la misma forma en que lo hace el resto de los trabajadores del sector público y de la empresa privada. Por ello, añadió, se estableció que la mitad del período debe usarse de una vez, en tanto que la otra mitad puede dividirse. Expresó que, en todo caso, la práctica demuestra que los fraccionamientos por períodos cortos no son habituales en el Poder Judicial, pues la mayor parte de los magistrados prefiere hacer uso de su feriado de una sola vez.




Por su parte, el señor Subsecretario de Justicia tomó nota de las observaciones planteadas y comprometió el interés del Ejecutivo por incorporar todos los perfeccionamientos que sean necesarios para el buen éxito de esta iniciativa.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo presente que la modificación orgánica planteada por el artículo 7º del proyecto puede implicar problemas interpretativos respecto de sus alcances, razón por la cual consideró preferible buscar una solución directa para la enmienda a la normativa sobre quiebras. Adicionalmente, opinó que la redacción del artículo 5º en cuanto al feriado de los receptores, bien puede dar lugar a las dificultades de interpretación indicadas por el Honorable Senador señor Larraín.



Por lo anterior, propuso a la Comisión pronunciarse sobre la idea de legislar y reservar para la discusión en particular el análisis de los ajustes y perfeccionamientos que resulte pertinente introducir al proyecto, a través de las correspondientes indicaciones.


-- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe (Presidente) y Larraín.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:

1) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 61, la frase “el último día hábil de enero de cada año” por la expresión “el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquel en que hayan de funcionar las salas en cada Corte de Apelaciones”.

2) Modifícase el artículo 105 en el siguiente sentido:

a) En el número 6°, reemplázase el punto y coma por una coma, seguida de la conjunción “y”.

b) En el número 7°, reemplázase la conjunción “y” y la coma que la antecede por un punto aparte.

c) Suprímese el número 8°.

3) Modifícase el artículo 313 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la frase “comenzará el 1° de febrero y durará hasta el primer día hábil de marzo” por “corresponderá a un feriado anual de un mes”.

b) Elimínase su inciso segundo.

4) Derógase el artículo 314.

5) Reemplázase el artículo 315 por el siguiente:

“Art. 315.- La Corte Suprema, mediante auto acordado dictado en diciembre de cada año, sobre la base de la información que le proporcionen la Corporación Administrativa del Poder Judicial y las Cortes de Apelaciones, podrá determinar el número de salas en que ella misma y estas últimas funcionarán durante el mes de febrero del año siguiente. Las salas que sesionen durante el mes de febrero podrán conocer de las apelaciones en que otra sala haya decretado orden de no innovar.”.

6) Modifícase el artículo 343 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su inciso primero la oración “Los funcionarios judiciales a quienes la ley no les acuerde el feriado establecido en el artículo 313, podrán obtenerlo cada año por el término de un mes,” por “El feriado anual de los funcionarios judiciales se otorgará”.

b) Agrégase en su inciso segundo, tras el punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En ningún caso podrán hacer uso del feriado anual conjuntamente el juez y el secretario de un mismo tribunal.”.

c) Suprímese en el inciso tercero la voz “iguales” y, a continuación del punto aparte, que se sustituye por una coma, agrégase la frase “sin que pueda una de las fracciones ser inferior a quince días.”.

7) Modifícase el artículo 477 de la siguiente forma:

a) En su inciso primero, agrégase antes del punto aparte la siguiente expresión: “que señala el artículo 313”.

b) Derógase el inciso segundo.

8) Suprímense los incisos segundo y tercero del artículo 497.

Artículo 2°.- Elimínase el inciso segundo del artículo 66 del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 3°.- Efectúanse las siguientes modificaciones al Código de Aguas:

1) Derógase el inciso final del artículo 247.

2) Elimínase, en el inciso final del artículo 275, la oración “El feriado de vacaciones se entenderá siempre habilitado para los efectos de esta reclamación.”.

Artículo 4°.- Suprímese, en el inciso primero del artículo 177 ter, del Libro IV, del Código de Comercio, la oración “Este plazo no se suspenderá durante el feriado judicial.”.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 10 de la ley N°15.632:

1) En su inciso primero, reemplázase la expresión “sólo tendrán derecho a un mes de feriado cada año” por la frase “tendrán derecho a un feriado anual de un mes por año trabajado”.

2) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “de Enero de cada año” por la siguiente frase: “anterior a aquel en que se hará uso del feriado a que alude el inciso anterior”.

3) En su inciso segundo, sustitúyese la frase “al 31 de Diciembre del año anterior” por la expresión “en igual fecha, el año anterior”.

Artículo 6°.- Elimínase, en el inciso final del artículo 435 del Código del Trabajo, la oración “El feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales no regirá respecto de las causas laborales.”.


Artículo 7°.- Las referencias al feriado judicial de febrero consignadas en cualquier cuerpo legal que no se encuentren previstas expresamente en la presente ley se entenderán derogadas para todos los efectos legales.”.

- - -




Acordado en sesión celebrada el día 13 de mayo de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) y Hernán Larraín Fernández.





Sala de la Comisión, a 14 de mayo de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE INICIA 
UN PROYECTO DE LEY SOBRE DEGRADACIÓN MILITAR EN EL CASO DE TRAICIÓN A LA PATRIA, Y EN LOS CASOS DE VIOLACIONES A LOS 
DERECHOS HUMANOS, GENOCIDIO O CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD, 
EN EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR

(9351-02)

1.- El Código de Justicia Militar chileno, no ha sido objeto de modificaciones importantes en las últimas décadas a pesar que actualmente posee una notable importancia desde el punto de vista de su ámbito de aplicación y competencia.
2.- En lo relativo a los tratados de derechos humanos suscritos y ratificados por chile, se hace necesario e imperativo la actualización de esta normativa en lo referente a las violaciones a los derechos humanos, genocidio y los crímenes de lesa humanidad.
3.- En la actualidad, no obstante que la pena accesoria de degradación se encuentra contemplada en el Código de Justicia Militar, no es posible aplicarla a los casos de violaciones a los derechos humanos, genocidio, crímenes de lesa humanidad y en el caso de traición, a la patria.
Confirmando lo anterior, el día 24 de marzo de 2014, el Sr. Presidente de la Corte Suprema, ha señalado en un medio de información electrónico, lo siguiente: "El presidente de la Corte Suprema, Sergio Muñoz, se refirió este martes a la propuesta de degradar a los militares condenados por violaciones a los DD.HH., señalando que actualmente no existe tal posibilidad en el ordenamiento jurídico" Señalando a su respecto que: "Hasta donde yo tengo conocimiento, no existe la posibilidad por los delitos ordinarios de una pena accesoria de degradación."

4.- Teniendo en consideración que la degradación militar se encuentra establecida en diversos cuerpos normativos en el derecho comparado tanto en Italia, Bolivia, Estados Unidos, Alemania y otros, se hace necesaria su consideración y ampliación en el Código de Justicia Militar; a modo de ejemplo podemos citar el caso de Argentina, en el cual, El Código de Justicia Militar Argentino, en su art. 470, dispone que: "la pena de degradación consiste en la declaración formal de que el delincuente es indigno de llevar armas y vestir el uniforme de los militares de la República".

Objeto del Proyecto: Establecer en el Código de Justicia Militar, la obligación de la aplicación de la pena accesoria de degradación en caso de condena por violaciones a los derechos humanos, a los actos de genocidio, a los crímenes de lesa humanidad, y de traición a la patria. Asimismo, se busca armonizar y actualizar la actual legislación nacional que versa sobre la materia, con los tratados internacionales sobre derechos humanos suscritos y ratificados por Chile, y con la legislación nacional, específicamente con Ley 20.357.
En virtud de lo anterior, vengo en proponer y presentar a ustedes el siguiente,
PROYECTO DE LEY:
Artículo Único: Modifíquense los artículos 228 y 232, y agréguese el art. 223 bis, en el Código de Justicia Militar, en los siguientes términos:
a) Agréguese un nuevo art. 223 bis: "Art. 223 bis.- El militar, en servicio activo, o en retiro, que fuere condenado por alguno de los delitos considerados corno de lesa humanidad y genocidio o por alguno de los crímenes de guerra previstos y sancionados en la Ley N° 20.357, se le impondrá en todo caso la pena accesoria de degradación, la que no podrá ser sustituida ni remitida.
Idéntica situación procederá en caso de condena por el delito de traición a la patria."
b) Modifíquese el art. 228: luego del punto final (.) que pasará a ser punto seguido, agréguese la siguiente frase: "Además, producirá la perdida de todo privilegio o derecho a cualquier honor, beneficio y distinción a que hubiese tenido acceso antes de ser degradado, así como a todo beneficio pecuniario o económico derivado o asociado a su anterior condición militar"
c) Agréguese al art. 232, un nuevo inciso tercero: "En todo caso, no procederá ningún tipo de indulto ni amnistía, ni procederá la rehabilitación de los militares condenados por alguno de los delito de lesa humanidad y genocidio o por alguno de los crímenes de guerra previstos y sancionados en la Ley N°20.357."
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER Y GARCÍA-HUIDOBRO, 
CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA FERIADO 
EL DÍA 2 DE OCTUBRE DE 2014 PARA LA COMUNA DE RANCAGUA

(9353-06)

CONSIDERANDO:

1. Que en nuestro país se considera relevante mantener el respeto y rendir memoria a las hazañas y valores patrióticos, incorporando fechas que tienen gran trascendencia histórica para los chilenos.
2. En ese sentido, la independencia de Chile es un proceso histórico fundamental que permitió la emancipación chilena frente al Imperio español. Dentro de ese contexto, la Batalla o Desastre de Rancagua corresponde al último de los enfrentamientos del periodo denominado Patria Vieja y tuvo lugar los días 1 y 2 de Octubre de 1.814 en la ciudad de Rancagua, Chile. Por lo tanto, en este 2.014 se cumplen doscientos años de la ocurrencia de aquel suceso.
3. Si bien es cierto, existe discrepancia por parte de los historiadores en torno a algunos aspectos de la Batalla de Rancagua, se ha planteado que el general Bernardo O'Higgins, bajo el mando de José Miguel Carrera que en ese entonces era presidente de la Junta Provisional de Gobierno, ideó la estrategia de frenar el avance de las fuerzas españolas hacia Santiago. La idea del general O'Higgins era preparar una defensa en la rivera del Cachapoal, con la finalidad de que posteriormente las tropas comandadas por Luis Carrera atacaran a los españoles por la espalda. Sin embargo, José Miguel Carrera, que había tomado el comando directo, ya sea malinterpretó la situación o estaba a la espera del repliegue hacia Angostura, y a pesar de que logró avanzar hasta muy cerca del combate, que duró dos días, no intervino. Las razones por las que José Miguel Carrera no atacó nunca han sido satisfactoriamente explicada por los historiadores. Una de las tesis que se manejan plantea que Carrera no comprendió adecuadamente la situación y estaba a la espera del repliegue de O'Higgins hacia Angostura. Tomando en consideración que es un hecho incontrovertible el historial de desencuentros entre ambos próceres, esta tesis adquiere mayor fuerza.
4. Posteriormente, O'Higgins fue sitiado en la plaza de la ciudad por las tropas españolas, realistas del Virreinato del Perú, al mando del brigadier Mariano Osorio, logrando resistir durante dos días, hasta que con los pocos hombres de su división que sobrevivieron, pudo romper el cerco y huir a la Argentina. Durante la batalla, el general repitió una frase que había acuñado anteriormente: "O vivir con honor o morir con gloria". Así terminó el periodo llamado Patria Vieja dando lugar a la Reconquista.

5. La heroica derrota que sufrieron las fuerzas patriotas en la plaza de Rancagua, provocó la casi total destrucción de sus casas y la persecución de los que lucharon en la resistencia contra las autoridades realistas. De los novecientos que comenzaron la batalla, solo alrededor de doscientos, muchos de ellos heridos, incluido O'Higgins, lograron escapar, dejando a la merced de los realistas los heridos que no podían moverse y las mujeres y vecinos que habían llegado a ayudarlos.
6. Para honrar y perpetuar la memoria de estos acontecimientos, el Director Supremo, Bernardo O'Higgins, le confirió a Rancagua el título de ciudad "muy leal y nacional" el 27 de Mayo de 1.818. El mismo Director estableció en el escudo de la ciudad el lema: "Rancagua renace de sus cenizas porque su patriotismo la inmortalizó".

7. Es por ello que, tomando en consideración los hechos que protagonizó esta ciudad hace doscientos años, resulta justo desde el punto de vista histórico, conmemorar la fecha antes aludida con un feriado que permita a la ciudad reflexionar y apreciar la gesta de los padres de la patria.
PROYECTO DE LEY

Artículo único: Establézcase el día 2 de Octubre del 2.014 como feriado legal para la comuna de Rancagua en conmemoración de los doscientos años del Desastre de Rancagua.
(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, DE URRESTI Y QUINTANA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE RESTRINGE EL USO DE TESTIGOS PROTEGIDOS EN DIVERSOS CUERPOS LEGALES 
(9354-07)

Como es sabido, el pueblo mapuche ha sido víctima de la usurpación de sus tierras, aguas, recursos naturales, lengua, cultura y prácticas medicinales. Todas estas usurpaciones le han provocado graves perjuicios. No han sido las únicas víctimas. Rapa Nui, colla, quechuas, aymaras, diaguitas, kaweshkar y yaganes, entre otros pueblos, han sufrido similares impactos. 
No obstante, lo que ha llamado la atención son las reivindicaciones de derechos de tales pueblos, y los juicios parciales e injustos a que han sido sometidos particularmente comuneros mapuche, en virtud de mecanismos procesales excepcionales que facilitan sus condenas, en violación al derecho al debido proceso. 

De acuerdo al artículo Artículo 340 del Código Procesal Penal: “Nadie podrá ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, más allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente se hubiere cometido el hecho punible objeto de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley.
El tribunal formará su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral.
No se podrá condenar a una persona con el solo mérito de su propia declaración”.

Asimismo, el Artículo 297 del mismo cuerpo legal dispone que “Los tribunales apreciarán la prueba con libertad, pero no podrán contradecir los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente afianzados”.
No obstante, se han utilizado leyes de excepción para condenar a los indígenas con ventajas indebidas. Es lo que ocurre con la Ley Antiterrorista. El Relator Especial de Naciones Unidas, Ben Emmerson, presentó el 10 de marzo de 2014 ante el Consejo de Derechos Humanos, su Informe sobre la visita oficial realizada a Chile en 2013.
Entre las conclusiones de su informe, se puede leer: “85. El Relator Especial es de la opinión de que a pesar de los aspectos positivos introducidos por la Ley 20.467 a la Ley Antiterrorista 18.314, partes de esta legislación aún no están en conformidad con las normas internacionales de derechos humanos y una serie de inconsistencias existen entre la ley y la garantía de respeto al principio de legalidad y el derecho al debido proceso. El Relator Especial considera que el uso de la legislación antiterrorista en contra de los reclamantes de tierras mapuche es parte del problema, y no parte de la solución. Se ha convertido en contraproducente para una solución pacífica de la cuestión mapuche y debe cesar”. 
En efecto, los artículos 4, 14 y siguientes establecen normas sobre protección de testigos y de la rebaja de condena del cómplice colaborador, muy extrañas al sistema penal común, que han hecho que abunden juicios con testigos secretos como única prueba de incriminación, o que tengan una relación de tal dependencia económica con el órgano persecutor que su testimonio adolezca de una debilidad evidente. 
No obstante ello, en virtud del artículo 308 del Código Procesal Penal, el uso de testigos protegidos se ha ampliado a los juicios por delitos comunes. Como dispone este artículo: “El tribunal, en casos graves y calificados, podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicitare. Dichas medidas durarán el tiempo razonable que el tribunal dispusiere y podrán ser renovadas cuantas veces fuere necesario.
De igual forma, el ministerio público, de oficio o a petición del interesado, adoptará las medidas que fueren procedentes para conferir al testigo, antes o después de prestadas sus declaraciones, la debida protección” 
El mismo Relator Especial de Naciones Unidas, Ben Emmerson señaló en su informe sobre Chile: “A quienes hayan sido condenados basándose en el testimonio de testigos anónimos se debe dar el derecho a que sus condenas sean revisadas y, en su caso, sea ordenado un nuevo juicio que tendría lugar bajo las disposiciones de la legislación penal ordinaria, sin recurrir a testimonios anónimos”.
La pregunta es por qué tanta crítica a esta institución. La respuesta es por que su uso indiscriminado vulnera la igualdad ante la ley en el proceso penal, y al derecho al debido proceso, derechos reconocidos en todos los tratados básicos de derechos humanos.
La Corte Suprema de Chile ha definido al debido proceso como una “garantía que tiene su antecedente en la Declaración de Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el Pacto de San José de Costa Rica, y forma parte de la temática de los Derechos Humanos y nació hacia el interior de la defensa de ellos en todo orden de situaciones y en especial en el de la legalidad del juzgamiento, por lo que la mayoría de las disposiciones establecidas en tales convenciones se refieren a la actividad jurisdiccional y especialmente en el plano de aquella referida a la que regula el proceso penal(...)La garantía se satisface con diversos principios como son, entre otros: (1) derecho a juez natural, (2) juez independiente e imparcial, (3) derecho a un juicio previo y público, (4) derecho a presentar pruebas de descargo y a examinar la prueba de cargo, (5) derecho a ser juzgado en proceso tramitado conforme a la ley; y, (6) derecho a una defensa técnica. Por otro lado, puede decirse también que ello se resume en cuatro características: a) audiencia, b) bilateralidad, c) igualdad y d) celeridad”. (Rol 4001-2010).
De acuerdo al artículo 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos: 
“Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas”, lo que demuestra que esta garantía es reconocida solo al individuo y no al ente persecutor, el cual solo tendría facultades legales y no derechos. 
Nuevamente la Corte Suprema (Rol 2866-2013) ha fallado que “La igualdad de partes es una garantía que debe proyectarse al interior del proceso penal, traduciéndose en el mandato de que cualquiera que recurra a la justicia ha de ser atendido por los tribunales con arreglo a unas mismas leyes y con sujeción a un procedimiento común, igual y fijo, por lo que estaremos ante una infracción de esta naturaleza cuando se situé a las partes en una situación de desigualdad o se impida la aplicación efectiva del principio de contradicción. En este sentido, este relevante rol por esencia corresponde al juez de garantía, quien debe velar porque se establezca un real equilibrio, sin ningún tipo de discriminaciones entre el imputado y la parte acusadora”. 
Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 8.2 letra f y señala “derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos”. Este es el fundamento del principio de contradicción, en virtud del cual las partes pueden dar oposición a la prueba presentada por su contraparte. 
Nos preguntamos: Si el testigo es secreto, se desconoce absolutamente su identidad, ¿puede ser razonablemente contrainterrogado para determinar su veracidad, verosimilitud de su testimonio, imparcialidad y la efectividad de sus dichos? La respuesta es no. 
La Excelentísima Corte Suprema ha señalado que “el respeto a los derechos fundamentales y a la legitimidad del procedimiento vertebra el proceso entero, tal como lo pone de manifiesto la propia existencia del recurso de nulidad y la extensión de sus causales. El cumplimiento de la ley y el respeto a los derechos fundamentales no forman parte de aquello que los jueces están llamados a apreciar libremente, sino que configuran condiciones de legitimidad para la emisión de cualquier pronunciamiento sobre el caso sometido a su consideración” (Rol Corte 3666-05, 14 de septiembre de 2005, considerando octavo). 
Por lo tanto, asumiendo que es razonable que exista un mecanismo de protección a testigos en casos realmente graves, su uso debe ser excepcional y su testimonio sólo podrá tener validez probatoria de manera restringida, compensando debidamente a la contraparte para el respeto de la igualdad procesal de las partes y el principio contradictorio. 
Tales reglas están explicitadas en el derecho internacional. La destacada profesora Cecilia Medina Quiroga, en su obra Ley Antiterrorista y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Informe en Derecho, Defensoría Penal Pública, año 2011, señala las siguientes medidas que se consideran adecuadas para compensar las desventajas impuestas 1) El deber de verificar la concurrencia de un peligro cierto, inminente y fundado para la vida, integridad o libertad del testigo y que implique la estricta necesidad de mantener en reserva su identidad (Caso K.P.M. Visser vs. Países Bajos de 14 de febrero de 2002 Corte Europea); 2) la existencia de un juez de instrucción o investigador que conozca la identidad del testigo, y que lo interrogue con el fin de indagar sus antecedentes, relación con el acusado, intereses en juego(Caso Kostovski vs Países Bajos, CEDH); 3) El examen de los testigos, su riesgo y fiabilidad, sea realizado por una autoridad con suficientes garantías de independencia e imparcialidad, y que no sea la misma encargada de formular acusación; 4) La posibilidad del abogado defensor de apelar de la mencionada decisión; 5) La posibilidad de interrogar ampliamente al testigo; 6) El conocimiento de la identidad del testigo por parte del tribunal; 7) El deber de analizar por parte del tribunal cuidadosamente la información entregada por el testigo protegido. Por último la autora, en concordancia con los fallos de la CEDH, agrega que la condena no se debe basar exclusivamente o en modo determinante en la deposición de los testigos anónimos.
De acuerdo a un Manual de Naciones Unidas de Buenas Prácticas para la protección de testigos: “Habida cuenta de cómo repercute en los derechos del demandado, la utilización de un testimonio anónimo debe establecerse por ley con condiciones estrictamente definidas que equilibren la necesidad de protección con el derecho del demandado a un proceso equitativo. 
En los países en los que se utiliza el anonimato total: 
a) Una sentencia condenatoria ha de ser corroborada por otras pruebas sustanciales y no se puede basar exclusivamente o de forma decisiva en el testimonio anónimo; 
b) Se debe permitir al demandado que formule preguntas directamente al testigo durante el testimonio o por conducto del abogado defensor, por escrito o de otro modo; 
c) Los motivos para mantener el secreto de la identidad del testigo han de ser revisados en diferentes fases del proceso penal y después de su conclusión; 
d) La autoridad encargada de la adopción de decisiones (juez investigador, tribunal u otros) debe comprobar que existe un testigo y aclarar las circunstancias que puedan afectar a la fiabilidad del testigo (enfermedad mental, prejuicios contra el demandado, etc.)”.
Estos son los estándares internacionales de derechos humanos sobre los testigos sin rostro. ¿Qué vemos en Chile?: 
1. Condenas fundadas en el testimonio de un testigo secreto como única prueba. 

2. Condenas fundadas por el testimonio de un testigo secreto menor de edad. 

3. Uso de testigos protegidos sin autorización judicial previa que revise su procedencia.

4. Uso de testigos protegidos sin reales fundamentos que así lo ameriten. 

5. Dependencia económica del testigo protegido en virtud de pagos periódicos por parte de las fiscalías. 

6. Promesa de rebaja de condena al supuesto cómplice colaborador ante juicios comunes. 

7. Uso de pruebas recabadas en virtud de disposiciones procesales excepcionales de la ley antiterrorista aún en casos de recalificación de cargos a delitos comunes.  

Es por ello que queremos corregir estos mecanismos intolerables para un país que ha evolucionado con un sistema procesal penal nuevo, pretendidamente ajustado a la doctrina de los derechos humanos, pero que aún contiene graves defectos.  

POR TANTO VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE 

PROYECTO DE LEY

Artículo 1:   Agrégase los siguientes incisos tercero, cuarto y final al artículo 308 del Código Procesal Penal:
“Sólo podrá admitirse como prueba lícita el testimonio de un testigo protegido de manera excepcional, previa autorización judicial, y ante la concurrencia de un peligro cierto, inminente y fundado para la vida, integridad o libertad del testigo y que implique la estricta necesidad de mantener en reserva su identidad.
Con todo, no podrá condenarse a una persona sobre la base del testimonio de uno o más testigos protegidos bajo los términos de este artículo, si es que no hubieran otros medios de prueba que corroboraran directamente la ocurrencia de los hechos y la participación en ellos.
Tampoco podrá servir de fundamento a una sentencia condenatoria el testimonio de testigos protegidos bajo los términos de este artículo que fueran menores de edad al momento de la ocurrencia de los hechos.
El testimonio de un testigo protegido que reciba pagos extendidos en dinero o bienes, o se beneficie de cualquier otra medida que provoque su dependencia con el órgano persecutor, de manera que haga dudar de su objetividad, no podrá servir de forma alguna como fundamento una sentencia condenatoria.
La colaboración que preste el testigo protegido para impedir o prevenir la perpetración de otros delitos, o bien para detener o individualizar a los responsables de un determinado delito no podrá resultar en una rebaja de su eventual condena, así como no podrá motivar la oferta o promesa de ello.”
Artículo 2:   Introdúcese el siguiente artículo 18 bis en la Ley 18.314:
“Sólo podrá admitirse como prueba lícita el testimonio de un testigo protegido en virtud del artículo 16 de esta ley, de manera excepcional, previa autorización judicial, y ante la concurrencia de un peligro cierto, inminente y fundado para la vida, integridad o libertad del testigo y que implique la estricta necesidad de mantener en reserva su identidad.
El testimonio de un testigo protegido que reciba pagos extendidos en dinero o bienes, o se beneficie de cualquier otra medida que provoque su dependencia con el órgano persecutor, de manera que haga dudar de su objetividad, no podrá servir de forma alguna como fundamento una sentencia condenatoria.
En caso de recalificación de delitos sancionados por esta ley a delitos comunes, la prueba recabada en virtud del artículo 4 o de los testimonios de personas a que se refiere los artículos 15, 16, 17 y 18, no podrán utilizarse para fundar un fallo condenatorio.”

Artículo 3: Introdúcese el siguiente artículo 40 bis en la Ley 20.084:
“No podrá usarse de manera alguna para fundamentar una sentencia condenatoria contra un menor de edad la evidencia recabada por hechos que han sido calificados anteriormente bajo la Ley 18.314.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES CHAHUÁN, HORVATH Y PROKURICA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO A FIN DE SANCIONAR A QUIEN ADMINISTRE O POSEA UN VERTEDERO CLANDESTINO

(9352-11)

En la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, se encuentra en primer trámite constitucional el proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos, boletín 7908-15
Dicho proyecto de ley propone una serie de modificaciones a la ley del tránsito para sancionar el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos.
Dentro de la discusión del proyecto, han surgido propuestas, para sancionar también a quienes posean o administren vertederos clandestinos.
Sobre esta materia, el código sanitario regula en el párrafo III del libro III un capítulo denominado "de los Desperdicios y Basuras".
En dicha regulación a esta materia, la ley entrega al Servicio de Salud, la facultad para autorizar la instalación y vigilar el funcionamiento de todo lugar destinado a la acumulación, selección, industrialización, comercio o disposición final de basuras y desperdicios de cualquier clase.
Sobre la facultad fiscalizadora que posee el Servicio de Salud en cuanto a “vigilar el funcionamiento” de dichos lugares, ha surgido dentro de la discusión del proyecto de ley precedentemente citado la inquietud por establecer una norma que sancione al poseedor o administrador de un lugar destinado a la acumulación, selección, industrialización, comercio o disposición final de basuras y desperdicios de cualquier clase, conocidos popularmente como "vertederos clandestinos"
El problema que existe en Chile, respecto a la proliferación de estos lugares no autorizados, ha tenido un fuerte incremento en los últimos años, trayendo consigo todos los problemas sanitarios y de cuidado del ambiente que dichos lugares provocan poniendo muchas veces en riesgo la salud de la población.
Por lo anterior, es que sin perjuicio de creer que debe sancionarse el transporte de desechos a vertederos clandestinos, debe existir también una norma en el Código Sanitario, que sancione penalmente a quien posea o administre un vertedero clandestino. 

El grado de daño que puede provocar esta conducta es tal, que sin duda amerita una sanción penal de la misma, puesto que esta compromete la salud pública y el medio ambiente en forma considerable, por lo que consideramos necesaria la incorporación de esta norma que refuerza las débiles facultades fiscalizadoras que hasta el día de hoy posee el Servicio de Salud.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente
Proyecto de Ley

Artículo Único: Incorpórese el siguiente artículo 81 ter al Decreto con Fuerza de Ley número 725 de 1968, Código Sanitario
81 Ter Quien administre o posea lugares destinados a la acumulación, selección, industrialización, comercio o disposición final de basuras y desperdicios de cualquier clase que no cuenten con la autorización que establece el artículo 80 de la presente ley será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y una multa de entre 50 a 200 Unidades Tributarias Mensuales.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON EL QUE PIDE A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE TENGA A BIEN DISPONER EL ENVÍO DE UNA NORMA ACLARATORIA DEL PRECEPTO CONTENIDO EN LA LETRA B) DEL ARTÍCULO ÚNICO DE LA LEY N° 19.143 QUE PERMITA A LAS COMUNAS QUE SE BENEFICIAN CON EL PAGO DE PATENTES MINERAS INVERTIR EN DISTINTOS ÁMBITOS

(S 1661-12)

Considerandos:

1.- Lo señalado en la letra b) de la Ley 19.143 que "Establece distribución de Ingresos Provenientes de las Patentes de Amparo de Concesiones Mineras, a que se Refieren los Párrafos 1° y 2° del Título X del Código de Minería", en lo que dice relación con la expresión “… para ser invertido en obras de desarrollo de la Comuna correspondiente.”

2.- Lo señalado por la Contraloría Regional de Atacama, “Sobre utilización de los Recursos de Patentes Mineras en Presupuestos Participativo”, mediante oficio N°2474 de 21 de septiembre de 2012, suscrito por don Marco Troncoso Riquelme, en calidad de Contralor Regional de Atacama Subrogante.
3.- El oficio evacuado por la Contraloría General de la República N°12.872, "Sobre el Alcance de la expresión "Obras de Desarrollo" a que alude el artículo Único, Letra B) de la Ley N°19.143 y la Eventual Inclusión en ella de los Proyectos que se enuncian", de fecha 20 febrero de 2014, en el cual responde a oficio enviado desde el Senado de la República, suscrito por doña Patricia Arriagada Villouta, en calidad de Contralor Subrogante.
4.- Los problemas derivados de la interpretación de precepto normativo: "...para ser invertido en obras de desarrollo de la Comuna correspondiente.", señalado en la norma en comento, en las Municipalidades de Freirina y de Chañaral.
Por tanto, en mérito de lo anteriormente expuesto:

EL SENADO ACUERDA EL SIGUIENTE PROYECTO DE ACUERDO:
Solicitar a S.E., la Presidenta de la República que tenga a bien disponer del envío de una norma aclaratoria del precepto "...para ser invertido en obras de desarrollo de la Comuna correspondiente." que permita a las comunas que se encuentran bajo el ámbito de aplicación o se beneficien directamente de la Ley 19.143, Publicada en el D.O. 17.06.1992; de modo tal que se les permita invertir en distintos ámbitos del quehacer comunal, tales como: plazas, sedes comunitarias, etcétera, y no sean objeto de reparos o reproches por parte de la Contraloría General de la República u otro entre u órgano jurisdiccional o administrativo.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y 
SEÑORES LARRAÍN Y PROKURICA, CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE TENGA A BIEN DISPONER EL ENVÍO DE UNA NORMA ACLARATORIA DEL DECRETO LEY N° 3.501, DE 1980, A FIN DE 
SALVAR LAS OBJECIONES DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA 
REPÚBLICA A LOS PAGOS EFECTUADOS POR LAS MUNICIPALIDADES
 POR CONCEPTO DE INCREMENTO PREVISIONAL

(S 1662-12)

Considerandos:

1.- El Incremento Previsional, establecido y previsto en el D.L. 3.501/80, en los artículos 1°, 2°, 4° y en los artículos transitorios 3° y 4°.
2.- Lo señalado en el Dictamen 8466 de fecha 22 de febrero de 2008, de la Contraloría General de la República, en el cual se estableció la base de cálculo sobre la cual debía computarse el factor correspondiente, señalando a su respecto que éste debe aplicarse "sobre el total de las que se perciben como retribución por el desempeño de un cargo público."
3.- Le señalado a su vez, por el Dictamen N°44.764, de la Contraloría General de la República, de fecha 18 de agosto de 2009, el cual aclaró el Dictamen N°8466 anteriormente singularizado, señalando que "El incremento previsional contemplado en el artículo 2° del decreto ley N° 3.501 de 1980, debe calcularse aplicando el factor que corresponde sólo sobre las remuneraciones que al 28 de febrero de 1981 se encontraran afectas a cotizaciones previsionales, y no a las creadas o, establecidas con posterioridad, las que no gozan del beneficio establecido por el legislador..."
4.- Que de lo analizado de los dictámenes en comento, pudieron llevar a equívocos a funcionarios y autoridades, que con justa causa de error, efectuaron el cálculo, sobre una ponderación y consideración, al parecer errada.
5.- Que según lo establecido en los incisos 4 y 5 del artículo 67 de la Ley 10.336, Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República, el Sr. Contralor posee atribuciones en orden a condonar total o parcialmente en el caso que la actuación reprochada administrativamente se haya producido en el actuar de buena fe y la justa causa de error de la autoridad o funcionario; dicha norma reza que: "Salvo el caso de que la obligación derive de una sentencia judicial, el Contralor podrá, por resolución fundada, liberar total o parcialmente de la restitución o del pago de las remuneraciones a que se alude en los incisos anteriores, cuando, a su juicio, hubiere habido buena fe o justa causa de error.
Cuando en usó de sus facultades el Contralor General libere total o parcialmente a los funcionarios o ex funcionarios de la restitución de los valores que hubiesen percibido indebidamente, pero de buena fe, esta liberación alcanzará también a quienes hayan ordenado o efectuado el pago, salvo que el Contralor disponga lo contrario, atendidas las circunstancias especiales que en cada caso concurran."

6.- Que dado los Juicios de Cuentas que son objeto autoridades edilicias y funcionarios, debido a la aplicación e interpretación que se efectuó en su oportunidad por la mayoría de los Municipios del País, en razón precisamente de una justa causa de error y la buena fe en el actuar de estas autoridades y funcionarios.

Por tanto, en mérito de lo anteriormente expuesto:
EL SENADO ACUERDA EL SIGUIENTE PROYECTO DE ACUERDO:
Solicitar a S.E., la Presidenta de la República que tenga a bien disponer del envío de una norma aclaratoria del D.L.3.501/80, en lo referido al incremento previsional previsto en dicha norma, ello con el objeto de aclarar el alcance y sentido de ella, teniendo en consideración que la actuación de, las autoridades edilicias y los funcionarios, en lo relativo al cálculo para el computo de los pagos, los cuales son objeto de reproche por el ente contralor, entendiendo que estos se efectuaron de buena fe y con justa causa de error, y sin ningún tipo de inobservancia a las normas sobre probidad administrativa.
Lo anterior, teniendo en consideración que las normas que regulan a la Contraloría General de la República, establecen la facultad del Contralor General de la República de condonar total o parcialmente al pago, de aquellos quienes actuaron con justa causa de error y de buena fe.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Hernán Larraín Fernández, Senador.-  Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PROKURICA, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES BIANCHI Y CHAHUÁN, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA ADOPTAR MEDIDAS QUE PERMITAN SUSPENDER LOS TRÁMITES JUDICIALES INICIADOS COMO CONSECUENCIA DE LOS PAGOS MUNICIPALES POR CONCEPTO DE INCREMENTO PREVISIONAL QUE HAN SIDO REPARADOS POR 
LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

(S 1663-12)

Considerando que:

1.- El artículo 1° del DL 3.501 de 1980, estableció que las cotizaciones gravan las remuneraciones de los funcionarios dependientes afiliados a las entidades que indica, haciendo de cargo de estos últimos el integro de esas imposiciones para pensiones y seguridad social;
2.- Por su parte, el art 2° previene que los trabajadores dependientes afiliados a las instituciones de previsión mencionadas en el artículo 1°, mantendrán el monto líquido de sus remuneraciones;
3.- A fin de compensar la mayor imponibilidad para pensiones y salud que debieron asumir los trabajadores, el artículo segundo del DL 3.501 preceptúa "sólo para este efecto y para la aplicación de los dispuesto en el artículo anterior, increméntese las remuneraciones de estos trabajadores, en la parte afecta a imposiciones al 28 febrero, mediante la aplicación de los factores que a continuación indica" los que luego pasa a señalar;
4.- El artículo 2 del Decreto N°40 de 1981 del Ministerio del Trabajo y previsión Social, que aprueba el reglamento de los artículos 3 y 4 transitorio del DL 3501, dispone en lo pertinente que "los incrementos de remuneraciones dispuestos por el artículo 2° del Decreto Ley, sólo deberán producir efecto de mantener el monto líquido que al 28 de febrero de 1981 tenían las remuneraciones, beneficios y prestaciones imponibles de los servidores a que se refiere dicho artículo".
5.- Con fecha, 22 de febrero de 2008 y mediante dictamen 8466 de la Contraloría General de la República, se estableció la base de cálculo sobre la cual debía computarse el factor correspondiente;
6.- A partir de este momento, numerosos municipios del país mediante una interpretación de buena fe y aparentemente errónea, procedieron a efectuar cálculos, conforme a los cuales pagaron sumas de dineros a los respectivos funcionarios municipales;
7.- Producto a esta situación y ante e) requerimiento varios estamentos, la Contraloría General de la República emite el Dictamen N°44.764, (18 de agosto de 2009), aclarando el dictamen 8466. Con posterioridad ordenó que las autoridades comunales "que habían incurrido en el error antes expuesto, debían modificar su actuar y ajustar el cálculo del citado incremento, ordenando la devolución de las sumas mal pagadas y haciendo presente a los municipios que no habían procedido de este modo, que se abstuvieran de calcular ese beneficio aplicando el erróneo método ya descrito".
8.- A raíz de esta situación, se han iniciado numerosos juicios de cuentas dirigidos contra autoridades edilicias funcionarios municipales tendientes a la restitución de los fondos erróneamente pagados;
9.- Resulta de toda justicia revisar esta situación y buscar fórmulas legales que permitan, por un lado, tener un criterio uniforme sobre la materia y evitar futuros errores y, por otro, solucionar el actual problema que aqueja a Alcaldes y funcionarios que han sido objeto de Juicio de Cuentas;
En virtud de lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO
"Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, que estudie la posibilidad de suspender los trámites judiciales iniciados como consecuencia de la errónea aplicación del dictamen 8466/2008 de la Contraloría General de la República, en contra de autoridades edilicias y funcionarios municipales, mientras no se entregue una solución que contenga un criterio uniforme en la aplicación del artículo 2 del DL. 3501/1980.”
(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA, HORVATH, NAVARRO Y OSSANDÓN, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE OTORGUE URGENCIA AL PROYECTO DE LEY, ACTUALMENTE EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE UNA ASIGNACIÓN DE FUNCIÓN PENITENCIARIA PARA EL PERSONAL DE GENDARMERÍA DE CHILE

(S 1664-12)

Considerando que:

1.- La función penitenciaria que desempeña el personal de planta y a contrata de Gendarmería de Chile, requiere un reconocimiento a tan abnegada y silente labor que desarrollan día a día para la custodia de quienes cumplen medidas y penas, sea privativas de libertad o bien alternativas a esta.
2.- Con esa finalidad, el 23 de enero de 2014, el Ejecutivo presentó a tramitación a la Cámara de Diputados, el proyecto de ley que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de Gendarmería de Chile;
3.- Dicha iniciativa establece una asignación que puede ir desde el 5% hasta el 24% de sueldo base del grado de la escala única de sueldos, dependiendo del cargo, contemplando una aplicación gradual en un plazo máximo de 5 años;
4.- Sin embargo, a pesar de la importancia que este proyecto representa para la correcta aplicación de la política penitenciaria en el país, su tramitación parlamentaria no ha tenido la rapidez necesaria, estando aún pendiente su discusión en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, en su primer trámite constitucional;
En virtud de lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO
"Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, otorgar urgencia al proyecto de ley que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de Gendarmería de Chile, Boletín N°9246-05"
(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.
� MANDO OPERACIONAL (OPCOM)


Autoridad entregada a un comandante para asignar misiones o tareas a los comandantes subordinados, para desplegar unidades, reasignar fuerzas y para mantener o entregar el control operacional o táctico, conforme estime pertinente el comandante. No incluye responsabilidad administrativa.





� CONTROL OPERACIONAL (OPCON)


Autoridad delegada a un comandante para dirigir fuerzas asignadas, de manera que el comandante pueda cumplir misiones o tareas específicas, las que usualmente están limitadas por función, tiempo o ubicación. No incluye autoridad para asignar el empleo separado de componentes de las unidades respectivas. Tampoco incluye, en si mismo, control administrativo o logístico.
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